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			NOTA A LA TERCERA EDICIÓN

			Han pasado tres sexenios desde la primera edición y dieciséis años desde la segunda. Ello supone un trabajo más que ímprobo para acometer esta tercera, dado el tiempo transcurrido.

			Baste pensar en que, cuando publicamos la primera edición, manejábamos cifras de capital social en pesetas y no existía el euro, y ahora esta moneda ha superado ya su primera gran crisis.

			En estos años, hemos pasado de diez leyes de cooperativas (nueve autonómicas, más la estatal), a diecisiete: sólo la Comunidad Autónoma de Canarias carece de Ley, pero esta situación cambiará bien pronto si prospera el Anteproyecto de Ley de 7 de marzo de 2018. Leyes modificadas, refundidas y derogadas por otras posteriores: en el momento de escribir estas líneas, acaba de aparecer la reforma de la Ley de Cooperativas de Castilla y León, la Ley 2/2018, de 18 de junio, por la que se modifica la Ley 4/2002, de 11 de abril, de Cooperativas de la Comunidad de Castilla y León, que se publica en el Boletín oficial de esta Comunidad Autónoma de 25 de junio de 2018. Ratificando lo dicho, estando ya en corrección de pruebas (julio 2018) hemos incorporado la también recentísima Ley 5/2018, de 19 de junio, de la Junta de Andalucía por la que se modifica la Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas Andaluzas (BOJA de 2 de julio de 2018). Además, algunas Comunidades Autónomas han promulgado ya su tercera Ley de Cooperativas, cambiando aspectos fundamentales de la regulación de este tipo societario. E incluso Andalucía y el País Vasco cuentan con sendos Reglamentos de desarrollo de sus Leyes.

			De la ciénaga aludida en la Presentación de la edición de 2000, al piélago actual.

			En el transcurso de estos años, se han dictado leyes que han afectado directa o indirectamente a la sociedad cooperativa: nos referimos, entre otras, a la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles; a la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social; a la Ley 3/2011, de 4 de marzo, por la que se regula la sociedad cooperativa europea domiciliada en España, o a la propia Ley de Sociedades de Capital (texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio). Sin que el legislador haya cumplido el mandato de armonización que le impuso la Disp. Final 7.ª de la Ley de mutaciones estructurales. Tampoco se ha cumplido con el deber impuesto por la Disp. Final 3.ª de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, del dictado de «las normas necesarias para que las cooperativas tengan que legalizar los libros y depositar sus cuentas anuales en un solo Registro». Ni se han corregido los defectos del Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas de 1 de febrero de 2002 que, por ejemplo, en su artículo 2.4, señala al Registro de Cooperativas de la Administración General del Estado como lugar de inscripción de las sociedades cooperativas europeas domiciliadas en España. Entre otras muchas deficiencias, omisiones y faltas de coordinación normativa.

			Paradójicamente, la Ley estatal de Cooperativas, de 16 de julio de 1999 ha permanecido prácticamente inalterada, salvo algunas modificaciones puntuales, pero sin grandes cambios de fondo, tan necesarios en el momento actual.

			En estos tiempos, se aprecian una serie de tendencias en el Derecho cooperativo, de las que la Ley «general» no es partícipe: la reducción del número mínimo de socios; los importantes cambios en la estructura y el estatuto de los administradores de la cooperativa; la regulación de las pequeñas cooperativas, presente en el cuerpo de algunas leyes autonómicas o como legislación especial en otras; la importancia de las secciones y de los grupos cooperativos; la regulación y ampliación de las posibilidades de mutaciones estructurales de las cooperativas, también de las «micro»; la integración e internacionalización de las cooperativas, con el más que discreto éxito de la figura de la Sociedad Cooperativa Europea.

			Desde el punto de vista del léxico, hemos querido permanecer al margen del absurdo planteamiento de la neutralidad del lenguaje y hemos preferido seguir el criterio de la Real Academia Española de la Lengua, en vez del de la moda de lo «políticamente correcto». Huimos del fárrago y la redundancia de «socios y socias», «consejeros y consejeras» e incluso del no menos absurdo «personas socias» (que convierte en femenino lo que antes era neutro).

			En línea con lo anterior, hemos intentado redimensionar y constreñir en sus justos límites el fenómeno de la digitalización o electronificación del Derecho societario y del funcionamiento de las sociedades cooperativas. No porque menospreciemos su importancia, sino porque hace tiempo que ha dejado de ser una novedad.

			Mantenemos la misma filosofía de las ediciones anteriores: un Curso de fácil consulta, intuitivo, con aportación, esta vez, de más jurisprudencia y reflexiones prácticas.

			El límite está (además de en las indicaciones de la editorial), en el propio formato adoptado de una obra que trata de guardar un equilibrio. Hemos mantenido la omisión de las referencias al Derecho comparado: bastante tenemos con las leyes españolas.

			Hay una continuidad no sólo en la sistemática, sino también, la mayor parte de las veces, en el contenido; sin negar que hemos adaptado lo escrito a la nueva realidad legislativa, jurisprudencial y, también, doctrinal (ha habido una eclosión de estudios sobre cooperativas, del que no podemos más que alegrarnos y que, salvo omisiones involuntarias, hemos intentado recoger en la nota bibliográfica que precede a cada capítulo). Aunque, en algún punto concreto, hemos «repensado» la materia para no sucumbir al inmovilismo, y por fidelidad a nuestro espíritu crítico.

			Hemos conservado, cuando ha sido oportuno, la referencia a las antiguas leyes (Ley general de cooperativas de 1987, al texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas de 1989 y a la Ley de Sociedades Limitadas de 1995), y a la tramitación parlamentaria de la vigente, a efectos de facilitar la comprensión de la mens del legislador de cooperativas de 1999, así como en aras del tantas veces olvidado Derecho transitorio.

			Confiamos en que nuestros lectores hayan sido pacientes y se mantengan fieles, en la esperanza de que esta nueva edición les siga siendo de utilidad.

			Nos da miedo renovar en esta nota la promesa de la inminente aparición del tantas veces anunciado volumen II. Pero seguimos trabajando en él (con la indulgencia de esta prestigiosa editorial).

			En Madrid, a 25 de junio de 2018

		

	
		
			NOTA A LA SEGUNDA EDICIÓN

			Poco podían imaginar los autores del Curso de Cooperativas que la actualización y puesta al día de dicha obra se equipararían a las desdichas y trabajos del esforzado Sísifo o al continuo tejer y destejer, hacer y deshacer, de la hermosa Penélope.

			En efecto. El alborozo de ver publicado el Real Decreto 146/2002, de 1 de febrero (BOE de 15 de febrero), por el que se aprueba el nuevo Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas fue seguido por la gran decepción de su lectura: se trataba —se trata— de un Reglamento apocado, tímido y confuso. Incompleto. No obstante, dicho Reglamento tiene la virtud de poner fin a una situación de provisionalidad creada por la Disposición Derogatoria 1.ª de la Ley de Cooperativas de 1999, que mantenía en vigor el Capítulo III del Título I, de la derogada Ley General de Cooperativas de 2 de abril de 1987, que precisamente regulaba el «Registro de Cooperativas» bajo dicha rúbrica. Por otra parte, el Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas supone dar cumplimiento a su vez al mandato de la Disposición Final 1.ª de la Ley de Cooperativas de 1999: dicha Disposición Final establece que, en un plazo no superior a seis meses a partir de la publicación de esta Ley, el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, procederá a aprobar el Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas.

			En cualquier caso, el cumplimiento tardío y defectuoso —al menos, a juicio de los autores de esta obra— del referido mandato, materializado en el mejorable Reglamento del Registro de Sociedades Cooperativas, ha sido concausa genética, juntamente con la favorable acogida que ha tenido el presente Curso de Cooperativas en el mercado (y que los autores agradecen y seguirán agradeciendo), la importancia de los trabajos científicos recientemente publicados en el ínterin y la interesante jurisprudencia del Tribunal Supremo y la doctrina de la Dirección General de los Registros y Notariado, para que tenga lugar la presente edición.

			No obstante, las referencias a los sufrimientos y padecimientos de los autores —similares a los de los personajes mitológicos antes citados— no se ciñen a la lectura, análisis, comprensión (difícil) y desarrollo propedéutico de la norma reglamentaria ya referida. No. Las Comunidades Autónomas también han puesto su granito de arena: concretamente, la Comunidad de La Rioja, la Comunidad de Castilla y León y la Generalidad de Cataluña. La pretensión de los autores de que —en la medida de lo humana y editorialmente posible— el Curso pudiera estar permanentemente actualizado y puesto al día, siquiera por el compromiso ético asumido por quien «se atreve» (arriesga) a lanzar a la calle una obra de estas características, necesitada de constante actualización, e igualmente por pertenecer ambos autores a una Universidad joven para la cual el rigor y el estudio constantes siguen siendo una máxima (juventud, divino tesoro), motivó que ya la idea de poner al día la obra tuviera como fecha de nacimiento el día de publicación en el BOE (n.º 172, de 19 de julio de 2001) de la Ley de Cooperativas de La Rioja de 2 de julio de 2001.

			Cerrada la edición en las postrimerías de marzo (apenas transcurridos los famosos y fatídicos idus de marzo), apareció publicada la Ley 4/2002, de 11 de abril, de Cooperativas de Castilla y León (BOE n.º 116, de 15 de mayo de 2002), lo que obligó a los autores a corregir en «primeras pruebas» el texto definitivo en plazo perentorio. No obstante, la referida ley castellano-leonesa fue providencial al servir de puente: mientras la editorial terminaba de componer las modificaciones introducidas, tenía lugar la publicación, en el BOE de fecha 27 de julio, de la Ley 18/2002, de 5 de julio, de Cooperativas de Cataluña, cuyas concordancias y comentarios debieron ser igualmente introducidos en texto.

			Así pues, puede ser comprensible el exagerado paralelismo —con toda probabilidad exagerado— con las figuras mitológicas con que comienza esta Nota, pero que, a fecha de hoy, los autores sienten más próxima a la realidad que a la ficción, más cercana a la ponderación que a la exageración.

			Por lo que se refiere a la obra, se ha conservado la sistemática de la anterior edición, si bien los temas que hacen referencia expresa al Registro (por ejemplo, Administración Pública y Cooperativas) han experimentado una mutación en consonancia con la nueva normativa. Y, siguiendo idéntico criterio de la anterior edición, cada Capítulo va precedido por una relación bibliográfica, debiendo advertirse de que no necesariamente es completamente exhaustiva en todos los casos, pues, dado el número de trabajos publicados, se ha optado por relacionar aquellos que, a juicio de los autores, son de mayor interés.

			Hubiera sido deseo de los autores desarrollar más algunos temas que son de particular agrado y especial interés. Sin embargo, la mayor extensión de la obra, criterios editoriales siempre presentes que no pueden ignorarse, la condición de Parte General de este Curso, y su pertenencia a un proyecto más ambicioso del que forma parte —ya anunciado en la Presentación de la primera edición de este Curso— y que se encuentra en fase de elaboración (volumen II: Clases de cooperativas, Fórmulas de integración económica y Régimen fiscal; volumen III: Materiales y casos prácticos), han motivado una vez más la reducción de la extensión de los referidos Capítulos. No obstante, pervive el espíritu crítico de la primera edición, crítica que alcanza a las propias opiniones sostenidas por los autores. En efecto, en algún que otro Capítulo se ha trascrito la tesis que fuera sostenida en la primera edición y la mantenida actualmente, mutación de criterio que en ningún caso responde a capricho, sino al propio cambio normativo o a la lectura de doctrina autorizada. De esta manera entendemos que la exposición de la propia crítica (autocrítica) —método socrático de aprendizaje— puede contribuir en alguna medida al enriquecimiento en el estudio de la Sociedad Cooperativa.

			Finalmente, queremos dejar constancia de que esta obra ha sido posible gracias a los medios materiales y humanos de la Universidad Carlos III de Madrid. Por ello, expresamos nuestra gratitud a dicha Comunidad Universitaria en la persona de su Rector, Excmo. Sr. D. Gregorio Peces-Barba Martínez.

		

	
		
			PRESENTACIÓN DE LA PRIMERA EDICIÓN

			El contenido de este libro es, en buena medida, el resultado de transformar material docente diverso (legislación, doctrina, jurisprudencia y práctica) en un texto que pretendemos que sea, ante todo y, sobre todo, útil. Si somos modestos en los objetivos, nos mostramos algo más ambiciosos en lo que a los destinatarios se refiere: todos los interesados, de un modo u otro, en la cooperación.

			Hemos redelineado la estructura de la obra cuya primera parte se contiene en este volumen, dedicado a las cuestiones generales del Derecho de cooperativas, con el que pretendemos facilitar la aproximación al conocimiento de la sociedad cooperativa, a modo de guía general que oriente un eventual estudio más específico y profundo. A él se sumarán, Dios mediante, otras dos partes: en el volumen II, coordinaremos el análisis de materias más específicas —las distintas clases de cooperativas, el desarrollo pormenorizado de las fórmulas de integración económica y el régimen fiscal—; en el volumen III, presentaremos una serie de materiales comentados que pueden resultar útiles para los interesados en las cooperativas (formularios, estatutos de cooperativas estatales y autonómicas, jurisprudencia, etc.).

			Sobre todas las dificultades con que nos hemos tropezado destaca, sin duda, la derivada de la complejidad de la regulación del objeto de estudio. La opción en este punto era clara: circunscribir el trabajo a la Ley estatal o contemplar la realidad en todas sus facetas, el caleidoscopio de la legislación cooperativa al completo. Al elegir la segunda vía, una nueva encrucijada: ir reflejando las distintas regulaciones de manera horizontal y superpuesta, yuxtaponiendo unas normas a otras, o intentar una tarea de sistematización en el interior de todas y cada una de las leyes, bajo el mismo esquema o hilo conductor, en la medida de lo posible.

			El resultado que ofrecemos al lector intenta ser una suerte de «Derecho uniforme» de las sociedades cooperativas que no oculta, sin embargo, las profundas discrepancias existentes. Este estudio de Derecho comparado o de comparación de Derechos puede resultar en ocasiones farragoso por la profusión de citas de preceptos legales, si bien creemos que puede aportar algo, si en el futuro se decidiese acometer la necesaria tarea de armonización (nacional, esta vez, y no comunitaria) legislativa.

			Los autores, en tanto que docentes de dos disciplinas iusprivatistas, hemos sido conscientes de una realidad: la presencia en los planes de estudios de muchas Universidades españolas de una asignatura denominada «Derecho de Cooperativas» no se ve facilitada por un libro que sirva como guía u orientación en las explicaciones o en el estudio. Hay, bien es cierto, excelentes monografías y artículos doctrinales sobre cooperativas (que hemos tratado de recoger de forma sumaria en la bibliografía de cada Capítulo): más escasos son, sin embargo, los trabajos que abordan el estudio de esta figura de forma completa, y creemos no equivocarnos al decir que ninguno comprende tanto a las cooperativas estatales como a la totalidad de las autonómicas.

			Queremos pensar que la Universidad es, entre otras muchas cosas, lugar de encuentro: los programas orientados a facilitar la movilidad de los estudiantes, o la fórmula del «distrito compartido» son buena muestra de que nuestras aulas son un foro al que concurren personas procedentes de los puntos más distantes, de dentro y de fuera de España. Creemos que a estos alumnos hay que darles, en la medida de lo posible, las bases de conocimiento más amplias que se pueda, profundizando con algo más de detenimiento, si se quiere, en las instituciones locales propias, pero sin caer en un aldeanismo absurdo y mutilador. Por esta razón, hemos querido abarcar, abrazar, todas las leyes de cooperativas que comparten el espacio en el que, como españoles, nos desenvolvemos, sin eludir la crítica —constructiva, siempre— respecto de ciertos aspectos de esta profusión legislativa con los que no estamos de acuerdo.

			A colmar una laguna, por tanto, se dirige nuestra obra: esperamos no haberla convertido en una ciénaga.

			No queremos finalizar esta breve presentación, por ser de justicia, sin manifestar nuestro agradecimiento a una serie de personas. A doña Pilar Lagarma, nuestra editora y, no obstante, amiga, por su paciencia infinita y por ayudarnos a reconducir a unos límites razonables, desde un punto de vista editorial, en espacio y tiempo, este Curso. A don Alejandro Barahona Riber, Subdirector General de Fomento y Desarrollo Empresarial y Registro de Entidades del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, por su amabilidad al atender nuestras peticiones de documentación, y a nuestro compañero el profesor César A. Giner Parreño, con quien el profesor Feliú tiene una deuda de gratitud personal.
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			1. ANTECEDENTES Y SITUACIÓN ACTUAL DE LAS COOPERATIVAS

			En el origen y desarrollo de las cooperativas hay lugares y momentos clave. Con independencia de antecedentes más remotos, se puede decir que el moderno movimiento cooperativo nace en la primera mitad del siglo XIX, ligado a factores políticos, sociales y económicos y, sobre todo, a concretas necesidades experimentadas por sus protagonistas. La propia Exposición de Motivos del vigente Cdc español de 1885, como veremos en el Capítulo III, recuerda este múltiple, distinto y distante origen.

			A principios del siglo XIX en el Reino Unido, en los inicios de la industrialización, se pusieron de manifiesto las desigualdades entre las clases sociales y las dificultades de abastecimiento a que se enfrentaban las más desfavorecidas. Los conocidos como «pioneros de Rochdale» fueron cooperativistas de consumo que constituyeron la Rochdale Society of Equitable Pioners, cuyos estatutos se inscribieron en 1844 en Inglaterra.

			En Francia, las revoluciones liberales de 1830 y 1848 reflejaron también la diferente situación en que se encontraban las capas burguesas y las capas inferiores de la población. Los obreros se agruparon en cooperativas de producción, esencialmente artesanales, que dejaron paso más adelante a cooperativas de consumo y agrarias. FOURIER, TOCQUEVILLE o PROUDHON son los pensadores con los que entronca el movimiento cooperativo.

			También en Alemania la industrialización y el liberalismo contribuyeron al nacimiento y desarrollo del cooperativismo en distintas vertientes. Se consideran sus fundadores SCHULZE-DELITZSCH Y RAIFFEISEN.

			En Italia, hacia mediados del XIX comienzan a desarrollarse las estructuras cooperativas, especialmente de la mano de MAZZINI y LUZZATI.

			Tanto la ideología socialista como el sindicalismo y el pensamiento católico están en la base de las primeras experiencias cooperativas. La doctrina social de la Iglesia comparte con el movimiento cooperativo ideales como la igualdad, la justicia, la solidaridad, la ayuda mutua, lo que explica que ciertas cooperativas nazcan ligadas a instituciones de caridad: las agrupaciones caritativas se transformaron en empresas cooperativas basadas en la solidaridad y la ayuda mutua.

			Aparece la cooperativa, en estos momentos iniciales, como una figura que se contrapone a la forma de empresa capitalista y lucrativa encarnada por la sociedad anónima.

			Desde entonces, estas sociedades se han desarrollado de forma expansiva o regresiva, según las épocas, en gran medida a impulso de o condicionadas por las variables económicas y el tipo de Estado. Así, con excepciones, considera VIDAL (VVAA, 1988, pp. 15 ss.) que, en períodos de recesión económica o de transformaciones que se ven acompañadas por una fuerte incertidumbre y predominio de un tipo de Estado protector clásico, el cooperativismo registra un importante avance en la realidad económica y social, mientras que en períodos de crecimiento y modelos de Estado intervencionista y paternalista, el cooperativismo experimenta un proceso de retroceso y marginalidad social. Cuando el Estado garantiza un empleo fijo o estable al trabajador, un sistema de seguridad y una enseñanza pública, satisface parte de sus necesidades básicas y los individuos siguen un comportamiento pasivo o acomodaticio, sin comprometerse ni asumir riesgos en las actividades.

			Como bien indica ARIZMENDIARRIETA, alma de los «pioneros de Mondragón» (cit. por AZURMENDI, 1984, p. 367), el cooperativismo no nace de la teoría, sino de la práctica: «no es un movimiento que haya tenido su arranque en una construcción teórica o apriorística, su origen es el fruto del noble afán de los hombres que, con humanidad y sensatez, han querido resolver sus problemas a tenor de las circunstancias y de las necesidades». Y tampoco es un movimiento intemporal, sino que es el producto de unos hombres determinados y una situación concreta: «en su base, tiene unos principios que son tan viejos y constantes como la propia humanidad, el respeto democrático, etc. No por ello hemos de considerar el movimiento cooperativo como tendente a cristalizarse en un orden fijo e inamovible. El hombre, que evoluciona y que, desde un principio, transforma su medio ambiente, siempre ha estado presente en todo lo conceptual y formal que incluye el término cooperativismo».

			Así, en palabras de VIDAL (VVAA, 1988, p. 22), se puede decir que «la cooperación es la respuesta universal del hombre a la cuestión que él mismo se plantea. Es una respuesta universal, válida para todos los hombres y en todos los tiempos. La cooperación no nace en Rochdale o en Mondragón, nace con el hombre».

			En la actualidad, la sociedad cooperativa se presenta como forma jurídica que permite desarrollar todo tipo de actividades empresariales, de manera ideológicamente más aséptica o neutral. Sigue reflejando una serie de ideas o principios inspiradores, los principios cooperativos, que, como veremos, son periódicamente actualizados por la Alianza Cooperativa Internacional. La ACI es una organización internacional privada, no gubernamental, creada en 1895 con sede actualmente en Ginebra, cuyo ideario (principios y valores del cooperativismo), bandera (el arco iris) y emblema (el círculo con tres barras verticales) son comunes a los países que forman parte de ella, pese a sus distintas ideologías y grados de desarrollo.

			Las ideas clave de la cooperación reposan en la persona como ser capaz de tomar decisiones autónomas y en la idea de democracia como sistema basado en la confianza en el individuo, la creencia en el valor del diálogo y el gusto por la organización racional (VIDAL y ROJO, VVAA, 1988, p. 10).

			El cooperativismo, tal y como lo entendemos, es un fenómeno dinámico que trata de transformar el mundo y que se deja transformar por él. Sólo se puede seguir hablando de «movimiento cooperativo» si se admite que es un fenómeno que sigue vivo, en movimiento, en perpetuo aggiornamento, que dirían los italianos.

			2. TRASCENDENCIA ECONÓMICA Y SOCIAL DE LAS COOPERATIVAS

			El fenómeno cooperativo es internacional, se ha extendido por el mundo entero: en la reunión que la Alianza Cooperativa Internacional celebró en Moscú en 1980, se constató que la cooperativa es una figura que existe en 157 países. Las cooperativas desempeñan un papel importantísimo dentro de cada territorio, en su tejido económico y social. Tanto es así que una Resolución del Parlamento Europeo de 1983 habla ya de las cooperativas como fuerza importante desde ambos puntos de vista (Resolución de 13 de abril de 1983 sobre el movimiento cooperativo en la Comunidad Europea).

			El estudio auspiciado por el Comité Económico y Social sobre las Organizaciones Cooperativas, Mutualistas y Asociativas en la Comunidad Europea las califica como agrupaciones que ejercen una actividad económica, así como, al mismo tiempo, una solidaridad de grupo basada en principios cooperativos y destaca su contribución a la apertura y al desarrollo regional, sus funciones sociales en beneficio de las capas más diversas de la población.

			En el Anexo a la exposición de CROLL (pp. 14 y 15 de ese estudio) se aportan datos que permiten evaluar la importancia que, en la Comunidad —de los Doce en la época de elaboración del informe— tienen las cooperativas de consumidores, las cooperativas agrícolas y agroalimentarias, las farmacias cooperativas, las cooperativas de minoristas independientes, los bancos cooperativos, las cooperativas de seguros, las cooperativas de producción, las cooperativas de turismo y las de vivienda.

			La Asamblea general de Naciones Unidas declaró el 2012 año internacional de las cooperativas, bajo el lema «Las empresas cooperativas ayudan a construir un mundo mejor». Esta proclamación se realiza en la Resolución de la Asamblea general 64/136 de 18 de diciembre de 2009, Las cooperativas en el desarrollo social, aprobada en su sexagésimo cuarto período de sesiones (www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/64/136). En ella, se recomienda la adopción de «medidas apropiadas para crear un entorno propicio y favorable al desarrollo de las cooperativas, entre otras cosas, estableciendo una asociación efectiva entre los gobiernos y el movimiento cooperativista mediante consejos consultivos u órganos asesores conjuntos, y promoviendo e implementando mejor legislación, investigación, intercambio de buenas prácticas, capacitación, asistencia técnica y fomento de la capacidad de las cooperativas, especialmente en los ámbitos de gestión, auditoría y técnicas de comercialización».

			BAN KI-MOON, el entonces Secretario General de las Naciones Unidas, manifestó: «Con su distintivo énfasis en los valores, las cooperativas han demostrado ser un modelo empresarial versátil y viable, que puede prosperar incluso en épocas difíciles. Su éxito ha contribuido a impedir que muchas familias y comunidades caigan en la pobreza».

			Efectivamente, las cooperativas constituyen un modelo organizativo apto para permitir el cambio y el despegue económico de zonas deprimidas, de lo que es exponente su utilización en países de Asia, África y América Latina, dentro de las experiencias de cooperación para el desarrollo y de comercio justo. En este sentido, se puede citar la Recomendación n.º 127 de la OIT sobre el papel de las Cooperativas en el progreso económico y social de los países en vías de desarrollo.

			Además, como pone de manifiesto ALBER (Actas, 1987, p. 39), en tiempos de crisis, «las cooperativas constituyen además un factor de estabilidad, en la medida en que contribuyen a la creación de empleo o evitan el cierre de empresas de tipo capitalista permitiendo su transformación en cooperativa».

			Sobre esta materia, resulta de interés el estudio que, en relación con las características de las empresas de trabajo asociado procedentes de la adquisición de una empresa en crisis, lleva a cabo VIDAL (VVAA, 1988, pp. 13-44, esp. pp. 28-33).

			Efectivamente, la crisis financiera mundial de la primera década del siglo actual ha puesto de manifiesto que las empresas cooperativas en todos los sectores y regiones han demostrado ser más resistentes que las basadas en el uso de capital. La Resolución del Parlamento Europeo de 15 de septiembre de 2016, sobre la mejor manera de aprovechar el potencial de creación de empleo de las pequeñas y medianas empresas (pymes) (2015/2320(INI), en su considerando N, lo señala: «las pymes resisten mejor las crisis económicas en cuanto a la pérdida de puestos de trabajo, y que, en particular, las cooperativas del sector industrial y de los servicios han demostrado una mayor resiliencia desde la crisis de 2008 en relación con otras empresas de esos mismos sectores». También, entre otros, lo destaca HAGEN HENRY, jefe del Servicio de Cooperativas de la OIT, (http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/features/WCMS_105077/lang—es/index.htm). Por esta razón la Resolución del Parlamento Europeo antes citada, en su punto 25, «(P)ide a los Estados miembros que promuevan la creación y el desarrollo de empresas cooperativas, dado que han demostrado que son más resilientes durante las crisis y menos vulnerables a la pérdida de empleo que las empresas medias, al tiempo que crean empleo de calidad que no es objeto de deslocalización; pide al Banco Europeo de Inversiones BEI y a la Comisión que mantengan informado al Parlamento sobre las medidas concretas adoptadas hasta ahora para mejorar el acceso a la financiación de las cooperativas y las empresas sociales».

			El propio modelo cooperativo, la estructura de la propiedad, la participación de los socios en la gestión, la menor dependencia de la financiación externa, la red de alianzas de intercooperación son algunas de las claves que explican por qué las cooperativas muestran un mejor comportamiento anticíclico que otros tipos de formas jurídicas de empresa. Además, en los procesos de reestructuración en el seno del concurso de acreedores, son numerosísimos los ejemplos de traspaso de las unidades productivas de la sociedad de capital concursada a los trabajadores de la misma, constituidos en cooperativa. Tanto la Resolución del Parlamento Europeo de 15 de septiembre de 2016 cuanto el Informe de junio de 2013 de CECOP (The European Confederation of Cooperatives and worker-owned enterprises active in industries and services) «Business Transfers to Employees under the Form of a Cooperative in Europe. Opportunities and Challenges» (http://www.cecop.coop/IMG/pdf/bussiness_transfers_to_employees_under_the_form_of_a_cooperative_in_europe_cecop-4.pdf) destacan que la transmisión de empresas a los trabajadores bajo la forma de cooperativa constituye un tipo eficaz de transmisión ratificada por el éxito, como demuestran sus elevados índices de supervivencia. Y, por ello, la Resolución del Parlamento Europeo de 15 de septiembre de 2016 «pide que se promueva la transmisión de empresas a los trabajadores bajo la forma de cooperativa como un modelo exitoso de transmisión empresarial» (punto 26).

			Desde la crisis económica de los años setenta del pasado siglo y el crecimiento del paro, las distintas medidas que se han instrumentado dentro de la política de empleo han destacado la relevancia de la formación en los distintos programas ocupacionales para hacer frente a las necesidades de la reclasificación profesional y los avances tecnológicos. La nueva realidad del fenómeno cooperativo es la de su relación inescindible con las políticas de empleo, con los intentos de corregir los desequilibrios del mercado laboral y el nuevo papel asumido por el Estado que, sin abandonar los objetivos del Estado del Bienestar, pretende alcanzarlos de forma distinta.

			Según BRUNO ROELANTS, secretario general de CICOPA, la Organización internacional de cooperativas industriales y de servicios, «el empleo es una de las contribuciones más importantes hechas por las cooperativas en el mundo».

			Una muestra de la importancia social de esta forma societaria es la creación, en el seno de la LC, de una nueva clase de cooperativas, las de iniciativa social, reguladas en el artículo 106 LC, en las que pueden participar en calidad de socios, en la forma que estatutariamente se establezca, las entidades y organismos públicos. Estas cooperativas, cuyo objeto puede ser «el desarrollo de cualquier actividad económica que tenga por finalidad la integración laboral de personas que sufran cualquier clase de exclusión social», son un ejemplo más de la vinculación entre cooperativismo y fomento del empleo, habida cuenta de que las situaciones de marginación social, en unos casos, tienen su origen en la imposibilidad de las personas de acceder o mantenerse en el mercado de trabajo y también que, en muchos otros, si no la causa, la desconexión con el mundo laboral sí que es el efecto de la que etiológicamente ha ocasionado la situación de marginación. La Exposición de Motivos de la LC reconoce que se ofrece «el autoempleo colectivo como fórmula para la inserción social» y se presta atención «a colectivos especialmente con dificultades de inserción laboral».

			En definitiva, se puede decir que el fomento del cooperativismo en ocasiones es puesto al servicio de la política de fomento del empleo (objetivo político y legislativo primordial), con pérdida, en cierto modo, de su sustantividad. Esta visión «interesada» de las cooperativas conecta con las conclusiones del Consejo Europeo extraordinario de Luxemburgo sobre el empleo, de noviembre de 1997, y se refleja también en diversas Resoluciones del Parlamento Europeo sobre la economía social y las cooperativas: entre otras, en las Resoluciones de 9 de julio de 1987 y 11 de febrero de 1994, sobre la contribución de las cooperativas al desarrollo regional; y en la de 18 de septiembre de 1998, sobre el papel de las cooperativas en el crecimiento del empleo femenino.

			Este enfoque tiene su reflejo en las Exposiciones de Motivos de las leyes españolas de cooperativas. En la de la LC se dice que la cooperativa, como institución socioeconómica, sufre el efecto de las transformaciones del mundo actual y, en consecuencia, su regulación ha de ser igualmente adaptada a la nueva realidad socioeconómica. Las expectativas de negocio de estos empresarios sociales se cifran, por un lado, en el protagonismo de las pequeñas y medianas empresas (en cuyos márgenes se mueve el mayor número de cooperativas en España) y, por otro, en la aparición de los nuevos «yacimientos de empleo». La cooperativa aparece como instrumento para «construir una empresa viable con la que los socios se identifican al apreciar en ella la realización de un proyecto que garantiza su empleo y vida profesional».

			Pero reducir las cooperativas a una especie de «receta» para acabar con problemas de raíces tan complejas como el del desempleo, contemplarlas sólo como una posible panacea para males tan profundos, es pedirles demasiado y valorarlas demasiado poco.

			CROLL (Actas, 1987, p. 13) pone de manifiesto que las cooperativas y sus organizaciones «quieren dejar claramente constancia de que no quieren que se les considere como un remedio milagroso de la política para resolver problemas específicos: son empresas encargadas de la promoción de sus miembros. Quieren permanecer independientes cuando han de tomar decisiones propias, y no quieren estar sujetas a directrices que procedan del exterior».

			La ACI (1995, p. 81), tras enunciar los retos mundiales de los años noventa y de las décadas venideras (aumento de la población, presiones sobre el medio ambiente, aumento de la concentración del poder económico, ciclos de pobreza, guerra étnica...), declara que «las cooperativas, solas, no pueden resolver estos temas completamente, pero pueden contribuir de forma importante a su resolución. Pueden producir y distribuir alimentos de alta calidad a precios razonables. Pueden, como lo han hecho a menudo, demostrar una preocupación por el medio ambiente. Pueden cumplir su papel histórico de distribuir el poder económico de forma más amplia y justa. Pueden mejorar las comunidades donde están ubicadas. Pueden ayudar a la gente capaz de ayudarse a sí misma a escapar de la pobreza. Pueden ayudar a acercar a la gente con diferentes culturas, religiones y creencias políticas. Los cooperativistas tienen mucho que ofrecer al mundo simplemente construyendo sobre sus propias tradiciones y satisfaciendo eficazmente las necesidades de sus socios».

			La importancia de las cooperativas se pone también de manifiesto en los datos económicos.

			En el mundo hay 2,94 millones de cooperativas con cerca de 1.217,5 millones de socios, que dan empleo directo a 279,4 millones de personas (fuente: Informe de CICOPA, Cooperatives and Employment, Second Global Report, Contribution of cooperatives to decent work in the changing world of work, 2017).

			En Europa hay 160.000 cooperativas con 123 millones de socios y 5,4 millones de trabajadores (fuente: https://coopseurope.coop/about-co-operatives/what-cooperative).

			Según datos que publica CEPES, a finales de 2017 había en España 20.958 sociedades de este tipo y la población ocupada en cooperativas alcanzó la suma de 319.792 (fuente: cepes.es). De acuerdo con el Listado de empresas más relevantes de la Economía Social en España, 2015-2016, de CEPES, por volumen de facturación (6.058,00 millones de euros) y empleo (29.368 personas) es Eroski la cooperativa que encabeza el ranking, seguida de Consum (que emplea a 12.433 personas y tuvo una facturación en 2015 de 2.121,20 millones de euros), ambas del sector de la distribución.

			Desde el punto de vista de su localización territorial, es muy importante la presencia de cooperativas en Andalucía, Cataluña, País Vasco y Comunidad Valenciana, agrupando estas cuatro Comunidades casi el 60 por 100 del total de las cooperativas de España. Según datos de CEPES, el número de sociedades cooperativas por Comunidades y Ciudades Autónomas es el siguiente: Andalucía: 3.970; Aragón: 734; Asturias: 202; Baleares: 166; Canarias: 252; Cantabria: 84; Castilla-La Mancha: 1.354; Castilla y León: 1.211; Cataluña: 4.410; Ceuta: 15; Comunidad Valenciana: 2.478; Extremadura: 601; Galicia: 912; Madrid: 800; Melilla: 14; Murcia: 1.504; Navarra: 483; País Vasco: 1.623; La Rioja: 145.

			También es útil, aunque limitada a nuestros efectos, la información estadística que proporciona el Registro Mercantil Central sobre el número de sociedades constituidas, dada la parcial inscripción de las cooperativas en este Registro. En el año 2017, frente a 379 sociedades anónimas y 93.858 sociedades limitadas, se constituyeron 785 sociedades de otros tipos, de las cuales 10 fueron cooperativas (fuente: Estadística Mercantil, ejercicio 2017, registradores.org).

			3. DIVERSIDAD Y SECTORIALIZACIÓN DE LAS COOPERATIVAS

			Aunque se hable en singular de la sociedad cooperativa, se trata de una figura que tiene como característica destacada la diversidad. Es un tipo de asociación que trata de dar respuesta a unas concretas necesidades: la cooperativa es una forma de resolución de problemas que surgen en un ámbito determinado, ya sea el de la producción, el empleo o la alimentación.

			Históricamente, como hemos señalado, han ido surgiendo como consecuencia de la incapacidad del Estado de ofrecer o garantizar todos los servicios en esos ámbitos: cooperativas de trabajo asociado, cooperativas del campo y cooperativas de consumo son las tres clases de cooperativas históricas más representativas, a juicio de los autores (VIDAL, VVAA, 1988, p. 15).

			En cuanto a la distribución sectorial de las cooperativas españolas, de los 319.792 trabajadores ocupados en ellas a finales de 2017, 205.727 pertenecen al sector servicios; 71.757, a la industria; 32.591 a la agricultura; y 9.717 a la construcción (fuente: cepes.es).

			Los estudios revelan la escasa integración del sector cooperativo. Sólo en muy reducida medida los canales comerciales de la distribución de los productos que provienen de la cooperativa permiten hacer llegar al destinatario final, al consumidor, el producto extraído o elaborado por el socio de una de ellas. Las cooperativas de primer grado se limitan, en ocasiones, a concentrar una oferta que desemboca en el comerciante tradicional y, sólo de forma excepcional, en cooperativas de segundo grado que actúan como mayoristas. Reducida es también la dimensión internacional de las cooperativas españolas.

			La «Corporación Mondragón», considerada como el complejo cooperativo de trabajo asociado más importante de Europa, surge en España, en el País Vasco, como su propio nombre indica, en la segunda mitad de los años cincuenta. Se puede decir que es una de las excepciones a ambas reglas, tanto desde el punto de vista de la integración y diversificación, como desde la óptica de la proyección internacional. Para dar una idea de la importancia económica de este «gigante» del cooperativismo español, basta decir que sus ingresos totales en 2017 fueron de 11.280 millones de euros, con un EBITDA en 2016 de 1.031 millones de euros (fuente: https://www.mondragon-corporation.com).

			Pero no puede menospreciarse la fuerza del asociacionismo cooperativo español, y la creciente importancia de nuestros grupos cooperativos.

			Sobre las distintas configuraciones jurídicas para la formación de redes comerciales cooperativas, vid. BUENDÍA, 1999, pp. 179 ss. En general, sobre al asociacionismo cooperativo, infra, Capítulo XI.

			Como algunos ejemplos de estas figuras, se pueden citar: Cooperativas Agroalimentarias, CoopCat (Confederación de Cooperativas de Cataluña), COCETA (Confederación Española de Cooperativas de Trabajo Asociado), CONCOVI (Confederación de Cooperativas de Viviendas de España), HISPACOOP (Confederación Española de Cooperativas de Consumidores y Usuarios), UECOE (Unión Española de Cooperativas de Enseñanza), UNACOMAR (Unión Nacional de Cooperativas del Mar de España), el Grupo Cooperativo Cajamar, UECOE (Unión Española de Cooperativas de Enseñanza) o la propia Corporación Mondragón.

			La patronal de la Economía Social, la Confederación Empresarial Española de la Economía Social (también abreviada como CEPES), agrupa miles de empresas, a través de federaciones, sociedades laborales, mutualidades, fundaciones y cooperativas asociadas. Es una organización profesional intersectorial, independiente y de ámbito estatal, cuyos objetivos son la coordinación, la representación, el fomento y la defensa de los intereses de los empresarios del sector de la Economía Social.

			CEPES Tiene su domicilio en la Calle Virgen de los Peligros, 3, 4.ª planta, 28013, Madrid, y estos localizadores electrónicos. Internet: http://www.cepes.es. E-mail: info@cepes.es
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			1. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS

			1.1. LA COOPERATIVA COMO SOCIEDAD ATÍPICA


			Las cooperativas vivieron al margen de los Códigos de comercio de 1829 y 1885 y al amparo de la Ley de Asociaciones, carentes, por tanto, de una específica regulación, hasta la Ley de Cooperativas de 9 de septiembre de 1931.

			La Ley de Asociaciones de 30 de junio de 1887, en aplicación del artículo 37 de la Constitución de 1876, regulaba el derecho a reunirse pacíficamente y de asociarse para los fines de la vida humana: su artículo 1.º consideraba asociaciones «los gremios, las sociedades de socorros mutuos, de previsión, de patronato, y las cooperativas de producción, de crédito y de consumo». Con anterioridad, disposiciones de inferior rango como el Decreto de 20 de octubre de 1868 sobre libertad de asociarse fueron el primer paso en el reconocimiento de las cooperativas, clandestinas hasta entonces y perseguidas; el Real Decreto de 26 de junio de 1870 confirma esta determinación legal.

			El Código de comercio de 1885 contiene una sola referencia a las cooperativas: su artículo 124 (art. 143 del Proyecto de 1882) declara que «las cooperativas de producción, de crédito o de consumo, sólo se considerarán mercantiles, y quedarán sujetas a las disposiciones de este Código, cuando se dedicaren a actos de comercio extraños a la mutualidad o se convirtieren en sociedades a prima fija».

			Sin embargo, no era ésta la intención del Decreto de 20 de septiembre de 1869, que contenía las bases a que debía ajustarse el proyecto de ley de Código de comercio y de Enjuiciamiento mercantil, en cuyo preámbulo son claras las alusiones a la libertad de contratación en todas sus formas, a la necesidad de ampliar las fórmulas, ensanchar los antiguos y mezquinos moldes, acomodándolos «a la vida moderna y al moderno y magnífico espíritu industrial y de asociación». A juicio del Ministro de Fomento, José Echegaray, que somete al regente Francisco Serrano el proyecto de Decreto, son las quiebras y la asociación los dos puntos que exigen una reforma radical, y en los que abunda el preámbulo. El Código de comercio no se puede convertir en «una especie de libro infalible, fuera del que no puede existir contrato bueno y legítimo»; sus causas son «las necesidades de la vida práctica en materias mercantiles; y [...] las costumbres varían y el comercio se desarrolla y transforma». A la pregunta de si no hay o no puede haber otros tipos de sociedades que los tres clásicos que la ley consigna, responde de forma categórica: «No, ciertamente [...] estas reglas implícitas, tomadas de la vida real, no son únicas, no tienen fuerza propia, no obligan por su mérito intrínseco, sino porque se suponen libremente aceptadas; y en ningún caso pueden ahogar la acción creadora del espíritu mercantil, que bajo el estímulo de nuevas necesidades, engendra siempre nuevas combinaciones». Los tres tipos (colectivas, comanditarias y anónimas) son insuficientes, y «a poco que el espíritu de asociación crezca, romperá tan mezquinos moldes». Las sociedades mutuas y las cooperativas —de las que, con acierto, se dice que «su carácter distintivo más reside en su organismo interno que en sus funciones exteriores»— son ejemplos que confirman esa verdad: «La sociedad mutua vive con una vida interna, y no se puede decir que sea la colectiva, comanditaria ni anónima, y si en su principio pudo creerse que más bien constituía una relación civil que comercial, hoy, por la importancia que tiene, y que sin cesar crece, debe hallar cabida amplia en un Código de comercio. Por otra parte, la sociedad cooperativa, que está por completo fuera de toda legislación mercantil, que a ninguno de los tres tipos clásicos puede llevarse, y que sin embargo tiene gran importancia, no como elemento productor, que en este punto algo exageran sus partidarios, pero sí como elemento moralizador de las clases obreras, presenta caracteres especialísimos, dignos de un detenido estudio, y que, prescindiendo de otros secundarios, pueden reducirse a dos: primero, la mutualidad: segundo, el dividendo, como retribución del trabajo; es decir, la retribución aleatoria en vez del salario, o lo que pudiera llamarse el trabajo puesto en acciones: caracteres completamente ajenos al espíritu de nuestra legislación mercantil».

			En el artículo 3.º del Decreto se contienen las bases para la reforma, entre las que se encuentra la contenida en la regla 5.ª de la base 5.ª, de acuerdo con la cual: «En lo que se refiere á los contratos de comercio en general, á sus formas y efectos, habrán de ampliarse las de las compañías mercantiles, no sólo á las ya conocidas y en práctica en Europa y que no se hallan en el Código, como [...] sociedades de responsabilidad más o menos limitada, cooperativas, mistas de socios contribuyentes por acto benéfico sin retribución y socios partícipes de resultados y beneficios, etc.».

			Como puso de manifiesto el «Informe de la Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid sobre el Proyecto de Código y Tribunales de Comercio», cuyos ponentes fueron Augusto COMAS, Gumersindo AZCÁRATE Y Luis SILVELA, Y que se aprobó en sesión de 20 de marzo de 1882, las bases fueron «frecuentemente olvidadas y algunas veces contradichas». El lucro, concepto en torno al que giraba en gran medida la delimitación de la materia mercantil (el art. 116 Cdc es claro ejemplo de ello en sede de contrato de sociedad), y su pretendida incompatibilidad con este tipo social fueron el argumento de base utilizado por la Exposición de Motivos del Proyecto de Código de comercio de 1882 para razonar el contenido del artículo 143 del Proyecto, artículo 124 del Código definitivo.

			Como dice el Informe (MOTOS, 1993, p. 311), si con el espíritu y el pensamiento del autor del Decreto que contiene las bases «cabía comprender en el Código las sociedades cooperativas y mutuas, era imposible hacerlo, si se aceptaba el principio, con pretensiones de científico, de que donde no hay lucro no hay comercio, y que compañía que no se proponga ganar no puede ser mercantil. Entre el precepto del Decreto y la preocupación científica, los autores del Proyecto no vacilaron: la falsa ciencia y el principio erróneo prevalecieron y se escribió el artículo 143 [...]. ¿Qué ventaja se obtiene en que las compañías mutuas vivan sin ley, las cooperativas sin regla alguna jurídica y abandonadas a sí propias las de formación de capitales y las de múltiples combinaciones de seguros sobre o acerca de la vida? Estas sociedades frecuentes, utilísimas, que cada día aumentan y se multiplican [...], son excluidas, cuando son mutuas, de los beneficios de un Código moderno, que es el que necesitan, y se las condena a vivir bajo las Leyes de Partida y de la Novísima Recopilación, sólo por rendir culto a un principio equivocado y a una teoría errónea».

			La Exposición de Motivos del Cdc de 1885 afirma que no atribuye carácter mercantil a las cooperativas ni por su naturaleza ni por la índole de sus operaciones «porque obedecen, ante todo, a la tendencia manifestada en las poblaciones fabriles de nuestro país, y principalmente en las de Alemania, Inglaterra y Francia, de asociarse los obreros con el único objeto de mejorar la condición de cada uno, facilitándoles los medios de trabajar, de dar salida a sus productos o de obtener con baratura los artículos necesarios para su subsistencia. Y como no es el afán de lucro el que impulsa lo que se ha dado en llamar movimiento cooperativo, no pueden tampoco reputarse como mercantiles estas sociedades, mientras no resulte claramente de sus estatutos o del ejercicio habitual de algunos actos de comercio que merecen aquella denominación». Por el contrario, consideran los redactores del Proyecto, estas manifestaciones de asociación «en todo caso quedarán amparadas por la legislación general sobre Sociedades, la cual no puede ser más amplia, pues dentro de ella caben y son posibles cuantas formas exija el progreso comercial de los tiempos modernos».

			La constitución de sociedades cooperativas se encuadraba, por tanto, en la Ley general de Sociedades de 19 de octubre de 1869, cuyo artículo 2.º, párrafo 2.º, establecía: «Las sociedades que legalmente no tengan el carácter de mercantiles y las cooperativas en las que ni el capital ni el número de socios es determinado y constante, podrán adoptar la forma que los asociados crean conveniente establecer en la escritura fundamental».

			En opinión de los autores, la primera norma que impulsa verdaderamente el movimiento cooperativo —al menos en el ámbito y el sector agrarios— es la Ley de 28 de enero de 1906 reguladora de los Sindicatos Agrícolas, aunque esta y otras normas (Ley de Pósitos de 23 de enero de 1906, Ley de repoblación y colonización interior de 30 de agosto de 1907, Reales Decretos de 11 de septiembre de 1918 y 21 de diciembre de 1920) no acometieron la verdadera regulación general y sustantiva, sino que contenían distintas medidas de fomento respecto de ciertos tipos de cooperativas.

			1.2. LA SEGUNDA REPÚBLICA ESPAÑOLA Y LAS COOPERATIVAS: LA REGULACIÓN SUSTANTIVA DE LA FIGURA


			Por tanto, las cooperativas vivieron al margen del Derecho legislado hasta la Ley de Cooperativas de 9 de septiembre de 1931. Esta Ley, nacida primero como Decreto del Gobierno provisional de la República de 4 de julio de 1931, se adelantó a la propia promulgación de la Constitución de la República Española de 9 de diciembre de 1931, que atribuía al Estado en su artículo 15.1, entre otras materias, la legislación mercantil (mejor dicho, la legislación en materia mercantil): ni el artículo 14 (competencia exclusiva sobre la legislación y la ejecución), ni el 15 (competencia exclusiva sobre la legislación, pudiendo corresponder a las regiones autónomas la ejecución) precisaban el concepto o mencionaban de forma expresa a las cooperativas. Sólo el artículo 46 manifestaba: la legislación social de la República regulará «las instituciones de cooperación»; y el artículo 47 declaraba: «La República protegerá al campesino y a este fin legislará, entre otras materias, sobre [...] cooperativas de producción y consumo [...]».

			La Ley de 9 de septiembre de 1931 siguió de cerca el Anteproyecto que en 1927 concluyó el Instituto de Reformas Sociales y fue desarrollada por Reglamento de 2 de octubre de 1931. De esta Ley se ha destacado el reconocimiento que lleva a cabo del tipo societario cooperativista, al que dota de un régimen jurídico propio y deliberadamente alejado de las capitalistas sociedades mercantiles, y la configuración de un cooperativismo asambleario y populista nada operativo y poco práctico (GADEA, 1999, pp. 39-40). Un cooperativismo incompatible con el lucro, tal y como se desprende del artículo 45 de la Ley, según el cual «toda sociedad inscrita en el Registro de Cooperativas que, aun cumpliendo en lo externo con los requisitos impuestos a las de su clase, encamine su funcionamiento a realizar o servir cualquier combinación lucrativa, será requerida, dándole un plazo prudencial no superior a treinta días, para que ponga el oportuno remedio. Si no lo hiciere así o si reincidiere, podrá serle retirada la calificación de Cooperativa temporal o definitivamente, según el caso, y sin perjuicio de las demás sanciones a que haya lugar según la naturaleza de los hechos determinantes de la propuesta».

			Al amparo de la Constitución republicana, se promulgó la Ley de 15 de septiembre de 1932, que aprobó el Estatuto de Cataluña: reconocía a esta Región en su artículo 12.f) la legislación exclusiva y la ejecución directa, entre otras funciones, sobre «Cooperativas, Mutualidades y Pósitos» y, por tanto, le atribuía facultad no sólo para ejecutar, sino incluso para legislar en materia de cooperación. En aplicación de dicha competencia, se promulgaron la Ley de Bases de la Cooperación para Cooperativas, Mutualidades y Sindicatos Agrícolas, aprobada por el Parlamento de Cataluña el 17 de febrero de 1934, y la Ley de Cooperativas de 17 de marzo del mismo año. El artículo 12 de la Ley de Bases establecía que las cooperativas, mutualidades y sindicatos agrícolas se podían constituir «en forma popular o mercantil, según sea la finalidad que persigan»: populares eran «las constituidas por personas naturales y jurídicas con la finalidad de mejorar las condiciones de la vida o del trabajo de los obreros y clases modestas por medio de la actuación económica colectiva»; mientras que se consideraban mercantiles «las constituidas por personas naturales y jurídicas de cualquier condición que traten de mejorar el rendimiento de sus negocios mediante la organización de tipo cooperativo». El régimen establecido en la Ley de Cooperativas de 1934 sólo se aplicaba a las populares, por lo que se excluían del ámbito de aplicación las cooperativas mercantiles, según su artículo 60. También hay que destacar de la Ley de Bases la ubicación de las cooperativas en el Departamento de Economía y Agricultura de la Generalidad, la regulación que del Registro de Cooperativas realizan los artículos 13 a 15 y la que sus artículos 22 a 31 llevan a cabo del Consejo Superior de la Cooperación, «organismo encargado del estudio, proposición y difusión de las disposiciones legales referentes a la Cooperación; fomentar, favorecer y registrar el movimiento cooperativo catalán; inspeccionar las sociedades y tutelarlas cuando sea necesario».

			1.3. LA ETAPA FRANQUISTA


			La Ley de 27 de octubre de 1938, promulgada en Burgos en plena guerra, modifica la Ley de 1931 y su Reglamento, «cuyas disposiciones persisten vigentes para el régimen de esta materia en todas aquellas partes que no sean modificadas por la presente Ley». La Ley de 1938 inaugura una etapa que se caracteriza por la confusión entre el sindicalismo y el cooperativismo (VALDÉS, 1975, p. 68).

			La Ley de 1938 fue, a su vez, derogada por la Ley de 26 de enero de 1940, de Unidad Sindical, cuyo artículo 6.º dejaba «en suspenso mientras no se dicten disposiciones en la materia, toda tramitación de expedientes sobre constitución de nuevas cooperativas». Esta suspensión ocasionó trastornos al movimiento cooperativo, debido a la interpretación extensiva que se hizo de la misma: literalmente, la suspensión alcanzaba sólo a los expedientes de cooperativas de nueva creación y a los de las asociaciones que, acogidas a la Ley de 1938, pretendían legalizar su situación, pero no a las que gozaban ya de plena personalidad jurídica por su inscripción en el Registro del Ministerio de Trabajo (POLO, 1942, p. 219).

			Después de la guerra civil, la Ley de 2 de septiembre de 1941 derogó la Ley de Sindicatos Agrícolas de 28 de enero de 1906, y ordenó la integración en la Organización Sindical del Movimiento de las cooperativas, sindicatos agrícolas, cajas rurales y demás organismos, así como de sus federaciones y confederaciones, y reclamó una ordenación jurídica adecuada al contenido cooperativo de los mismos.

			Hay que esperar hasta 1942 para encontrar una nueva ley —la Ley de Cooperación de 2 de enero de 1942, desarrollada por Reglamentos de 11 de noviembre de 1943 y de 13 de agosto de 1971— que, vigente hasta 1974, trasluce recelo y desconfianza hacia esta forma de organización empresarial, a la que trata de sujetar políticamente (en opinión de POLO, 1942, p. 281, la aparición de la Ley está presidida por un sentido eminentemente político), con olvido de su naturaleza de organismo privado que actúa en el tráfico (VERGEZ, 1973, p. 28). Puesto que la legislación no respeta los principios de la Alianza Cooperativa Internacional, España queda fuera de ésta y de los programas de promoción cooperativa de la OIT.

			En 1974 se promulgó la Ley 52/1974, de 19 de diciembre, desarrollada años después por el Reglamento aprobado por Real Decreto 2.710/1978, de 16 de noviembre de 1978. Esta Ley denota un cambio de actitud respecto de las cooperativas, a las que contempla como fórmula para realizar cualquier actividad económico-social lícita, rigurosa en sus planteamientos sociales, permeable a la especialización y sensible al mercado (cooperativismo-acción, frente al cooperativismo-reacción). Se aplican a la cooperativa principios y preceptos de otras sociedades, señaladamente de las anónimas, y aspectos del estatuto jurídico del empresario (derecho concursal). VICENT CHULIÁ (1979, pp. 879 y 884) la califica como una Ley «neocapitalista», «llena de graves errores y deficiencias».

			2. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 Y LAS COOPERATIVAS. EL PROBLEMA DEL REPARTO DE COMPETENCIAS

			La vigente Norma Fundamental guarda similitudes con su predecesora: hay un solo artículo, el 129.2 de la Constitución española de 1978, en el que se nombra expresamente a las cooperativas: «Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas [...]». El precepto viene a reconocer una realidad preexistente con el añadido significativo de imponer a los poderes públicos la obligación de fomentar, mediante una legislación adecuada, este tipo de sociedades.

			En sede de distribución de competencias entre los entes territoriales en los que se estructura el Estado español (arts. 137 ss. CE) no hay, por el contrario, referencia textual alguna a este tipo social, como tampoco a otras formas societarias, todo hay que decirlo.

			Ello no impidió que, poco después de promulgada la Constitución, la doctrina mercantilista se pronunciara respecto al carácter exclusivo de la competencia del Estado sobre la legislación cooperativa (ya como legislación civil, ya como legislación mercantil), e interpretara las referencias a las cooperativas que se contenían en los, entonces, Proyectos de Estatutos de Cataluña y País Vasco como alusivas a la política cooperativista, pero nunca al régimen sustantivo de esta forma de organización empresarial: VICENT CHULIÁ, 1979, pp. 891-893 (aunque en trabajos posteriores —2013, p. 80— manifiesta que ha habido una voluntad constitucional indubitada de atribuir la competencia exclusiva a las Comunidades Autónomas para «promulgar leyes, desarrollarlas reglamentariamente y aplicarlas»). Otros autores han afirmado sin desdecirse el carácter exclusivo de la competencia del Estado: ARROYO, 1987, pp. 12-13; DÍAZ MORENO, 1996, pp. 263-268.

			La atribución de competencias a las Comunidades Autónomas en materia de cooperativas es una consecuencia, un efecto que tiene su origen en dos causas distintas. Por un lado, la reiterada negación de su carácter mercantil y su encuadramiento fuera del Derecho o la legislación mercantil, sobre la base del artículo 124 Cdc. Por otro, el bloque de constitucionalidad: indirectamente, la Constitución, en virtud de su artículo 149.3 (que dispone que las materias «no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos»); y, directamente, los Estatutos de Autonomía que, al amparo de dicho precepto, asumieron como propia, en un momento inicial, la competencia exclusiva, de desarrollo, de ejecución o el fomento. La puesta en práctica de las posibilidades que otorga el artículo 150.2 de la Constitución de 1978 hizo que no sólo las nacionalidades «históricas» sino también las restantes hayan ido reflejando en sus Estatutos la competencia, esta vez ya exclusiva, en materia de cooperativas (todas las Comunidades Autónomas, a excepción de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla).

			País Vasco, Cataluña, Andalucía, Valencia y Navarra tenían competencia exclusiva en materia de cooperativas desde el inicio de su autonomía. Sobre transferencias, vid. Ley Orgánica 16/1995, de 27 de diciembre, de transferencia de competencias a la Comunidad Autónoma Gallega; la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del artículo 143 de la Constitución, transfirió la competencia exclusiva en materia de cooperativas a las siguientes Comunidades Autónomas: Asturias, Cantabria, La Rioja, Región de Murcia, Aragón, Castilla-La Mancha, Extremadura, Islas Baleares, Madrid y Castilla y León. Las Leyes Orgánicas n.os 1 a 4 y 6 a 11/1994, de 24 de marzo, incorporan el contenido de la Ley 9/1992 reformando los Estatutos de Autonomía de las Comunidades beneficiarias de la transferencia. Finalmente, hay que citar la LO 4/1996, de 30 de diciembre, de reforma del EA de Canarias, en virtud de la cual esta Comunidad se atribuyó competencia exclusiva en materia de cooperativas.

			El silencio de la Constitución ha sido sustituido por numerosas voces, las de los Estatutos de Autonomía, que califican como exclusiva la competencia en materia de cooperativas. Pero hay que llamar la atención sobre el hecho de que esta competencia exclusiva se tiene «conforme a la legislación general en la materia» (art. 44.27 de la Ley Orgánica de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra); «conforme a la legislación general en materia mercantil» (art. 10.23 EA País Vasco); «respetando la legislación mercantil» [art. 2.a)] de la LO 16/1995, de 27 de diciembre, de transferencia de competencias a la Comunidad Autónoma Gallega; art. 24.26 EA de Cantabria; art. 10.1.23 EA Murcia; art. 49.1.21a EA de la Comunidad Valenciana; art. 31.1.22.ª EA Castilla-La Mancha; art. 70.1.28.º EA Castilla y León; art. 2.c) de la LO 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del art. 143 de la Constitución]; «de conformidad con la legislación mercantil» (art. 30.24 EA Canarias); «sin perjuicio de la legislación mercantil» (art. 30.30 EA Islas Baleares); «conforme a la legislación mercantil» (art. 8.12 EA La Rioja; art. 26.1.14 EA Madrid); «sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución» (art. 10.27 EA Asturias); «respetando lo dispuesto en los artículos 140 y 149.1 de la Constitución» (art. 71.31.ª EA Aragón).

			Las posibles interpretaciones de este tipo de expresiones afloran en los antecedentes de la STC 72/1983, de 29 de julio (RTC 1983/72). Para el Abogado del Estado, con ella se afirma «que el derecho mercantil no es algo diferente del derecho cooperativo, porque de otro modo la referencia estatutaria constituiría una declaración del todo innecesaria, por lo que ha de interpretarse tal referencia como un recordatorio de que la competencia en relación a la legislación mercantil está atribuida exclusivamente al Estado por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución. [...] la conformidad con el derecho mercantil sólo puede cobrar sentido si se entiende que la legislación de cooperativas tiene carácter mercantil o cuando menos que esta afirmación vale en cuanto se reglamenta el Estatuto general de las cooperativas, su régimen de constitución y las relaciones comerciales de las mismas». Por el contrario, para la representación del Gobierno Vasco, ha de entenderse «en el sentido de que a través de la regulación normativa de las cooperativas no se podrá, en ningún caso, modificar la legislación general en materia mercantil». Sin embargo, a juicio del Tribunal Constitucional, esta expresión simplemente «ha de interpretarse en el sentido de que habrá de respetar tal legislación en cuanto sea aplicable a las cooperativas, como sucede en aquellos aspectos en que la legislación general de cooperativas remite a la legislación mercantil o también cuando contiene preceptos mercantiles, como acontece en algún caso». En esta última línea, VICENT CHULIÁ (2013, p. 80) considera el reconocimiento constitucional de la competencia exclusiva ««con respeto a la legislación mercantil», en un sentido muy residual y salvo expresas remisiones de las Leyes de cooperativas autonómicas a la normativa estatal en materias como cuentas anuales, auditoría de cuentas o régimen concursal».

			En nuestra opinión, resulta obvio que, en el ejercicio de sus competencias en materia de cooperativas, las Comunidades Autónomas han de respetar la legislación mercantil... y la legislación penal, y la laboral. Lo que viene a indicar ese tipo de cláusulas es que se trata de una competencia en la que confluyen, además de la competencia de la Comunidad Autónoma (exclusiva para todo lo referido a la política de fomento del cooperativismo), la competencia exclusiva que tiene el Estado respecto a la legislación en materia mercantil (regulación sustantiva, de Derecho privado, de esta estructura organizativa de personas para el desarrollo de actividades bajo la forma de empresa), cuyo ámbito de aplicación comprende a las cooperativas.

			La consecuencia de esta afirmación sería la declaración de inconstitucionalidad de todas las leyes de cooperativas autonómicas; al menos, de la parte de ellas que, invadiendo la competencia exclusiva del Estado, ha regulado el régimen jurídico privado de esta forma societaria empresarial. Y ello con independencia de que se califique o no como sociedades mercantiles a las cooperativas, trascendiendo esa adjetivación, por el hecho de ser empresarios colectivos a los que se aplica el estatuto jurídico del empresario. Muchos son los argumentos que se pueden esgrimir para sostener la competencia exclusiva del Estado respecto a la regulación sustantiva, de derecho privado, de esta sociedad, de esta forma jurídica empresarial: el principio de unidad de mercado; la libertad de empresa (art. 38 CE); la vertiente contractual de la cooperativa (como ocurre en las restantes sociedades) y la atribución al Estado de la competencia sobre la legislación civil y las bases de las obligaciones contractuales (art. 149.1.8.ª CE); la igualdad de los españoles en el ejercicio de sus derechos (art. 149.1.1.ª CE), entre los que se encuentra el derecho de asociación; la no discriminación por razón del territorio (art. 139 CE); las libertades de circulación y establecimiento; la competencia exclusiva del Estado respecto a la ordenación de los registros (art. 149.1.8.ª CE), incompatible con la atribución a los Registros de Cooperativas (de regulación autonómica) de efectos respecto a la protección de los derechos y bienes de las personas —propios de los registros jurídicos—, y no de funciones meramente administrativas o de control; el mandato de promover, con una legislación adecuada, las cooperativas.

			Sin embargo, esta declaración de inconstitucionalidad no se ha producido: bien al contrario, las leyes de sociedades cooperativas autonómicas no sólo se han consolidado, sino que, como veremos a continuación, se han multiplicado.

			Además, tras las reformas operadas en algunos Estatutos de Autonomía desaparece incluso la coletilla del respeto a la legislación mercantil en los preceptos que atribuyen a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre el «fomento, ordenación y organización de cooperativas y entidades de economía social» (art. 58.1.4.º EA Andalucía); la «organización, funcionamiento y régimen de las cooperativas y entidades asimiladas» (art. 9.1.17 EA Extremadura); o sobre las cooperativas (art. 124 EA Cataluña). Este último precepto, por si quedaba alguna duda, establece que dicha competencia «incluye la organización y el funcionamiento de las cooperativas, los cuales a su vez incluyen en todo caso: a) La definición, la denominación y la clasificación. b) Los criterios sobre fijación del domicilio. c) Los criterios rectores de actuación. d) Los requisitos de constitución, modificación de los estatutos sociales, fusión, escisión, transformación, disolución y liquidación. e) La calificación, la inscripción y la certificación en el registro correspondiente. f) Los derechos y deberes de los socios. g) El régimen económico y la documentación social. h) La conciliación y la mediación. i) Los grupos cooperativos y las formas de colaboración económica de las cooperativas».

			Resulta, finalmente, cuando menos curioso que Galicia cuente con una Ley propia de cooperativas cuando el EA de Galicia establece en su artículo 55.3: que «(L)a Comunidad Autónoma, como poder público, podrá hacer uso de las facultades previstas en el apartado 1) del artículo 130 de la Constitución, y podrá fomentar, mediante una legislación adecuada, las Sociedades cooperativas en los términos resultantes del número 7 del artículo 28 del presente Estatuto» y el precepto estatutario invocado establece que «(E)s competencia de la Comunidad Autónoma gallega el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación del Estado en los términos que la misma establezca, de las siguientes materias: (…) Entidades cooperativas».

			3. LAS LEYES DE COOPERATIVAS ESPAÑOLAS: LA LEY ESTATAL Y LAS LEYES AUTONÓMICAS

			3.1. EL COMPLEJO PANORAMA LEGISLATIVO ESPAÑOL


			La ejecución de la competencia asumida y transferida ha determinado la proliferación de leyes de cooperativas autonómicas, dieciséis vigentes: en Andalucía, Aragón, Asturias, Islas Baleares, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Cataluña, Extremadura, Galicia, Madrid, Murcia, Navarra, País Vasco, La Rioja y Comunidad Valenciana.

			Ley 14/2011, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas Andaluzas, modificada últimamente por Ley 5/2018, de 19 de junio; Decreto Legislativo 2/2014, de 29 de agosto, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Cooperativas de Aragón; Ley 4/2010, de 29 de junio, de Cooperativas del Principado de Asturias; Ley 1/2003, de 20 de marzo, de Cooperativas de las Islas Baleares; Ley 6/2013, de 6 de noviembre, de Cooperativas de Cantabria; Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha; Ley 4/2002, de 11 de abril, de Cooperativas de la Comunidad de Castilla y León, modificada últimamente por Ley 2/2018, de 18 de junio; Ley 12/2015, de 9 de julio, de cooperativas de Cataluña; Ley 2/1998, de 26 de marzo, de Sociedades Cooperativas de Extremadura; Ley 5/1998, de 18 de diciembre, de Cooperativas de Galicia, modificada últimamente por Ley 5/2017, de 19 de octubre; Ley 4/1999, de 30 de marzo, de Cooperativas de la Comunidad de Madrid; Ley 8/2006, de 16 de noviembre, de Sociedades Cooperativas de la Región de Murcia; Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, de Cooperativas de Navarra; Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas de Euskadi; Ley 4/2001, de 2 de julio, de Cooperativas de La Rioja; Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, por el que aprueba el texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunidad Valenciana. Están en curso las reformas de la LSCEX y de la LCPV.

			Y puede que próximamente la de Canarias.

			En el BOC de 4 de noviembre de 2013 se publicó el Proyecto de Ley de Sociedades Cooperativas de Canarias y se abrió el plazo de información pública. Este Proyecto no fue retomado en la IX Legislatura autonómica. La vicepresidenta del Gobierno de Canarias, Patricia Hernández, anunció el 5 de abril de 2016 en un comunicado su compromiso de impulsar la Ley canaria de cooperativas. El Anteproyecto de Ley de Sociedades Cooperativas de Canarias de 7 de marzo de 2018 ha superado el trámite de información pública y fue enviado el 25 de junio de 2018 al CES por el Gobierno canario para su dictamen.

			Leyes autonómicas que coexisten con la Ley del Estado, la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, modificada en once ocasiones.

			Por Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social; por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social; por Real Decreto-ley 10/2000, de 6 de octubre, de Medidas urgentes de apoyo a los sectores agrario, pesquero y del transporte; por Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero; por Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal; por Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso de la productividad; por Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea; por Ley 10/2009, de 20 de octubre, de creación de órganos consultivos del Estado en el ámbito agroalimentario y de determinación de las bases de representación de las organizaciones profesionales agrarias; por Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible; por Ley 13/2013, de 2 de agosto, de fomento de la integración de cooperativas y de otras entidades asociativas de carácter agroalimentario; y por Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial.

			Pese a la literalidad de los Estatutos, no se trata de una competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, sino, como mínimo, de una competencia compartida, concurrente o dividida lo que, en definitiva, habilita al Estado para promulgar su propia Ley: también el Estado tiene competencia exclusiva respecto de las cooperativas de Ceuta y Melilla y en todo lo que tenga que ver con el principio de unidad y la satisfacción de los intereses generales, en el sentido de intereses nacionales o supraautonómicos.

			Las leyes autonómicas de cooperativas invocan, junto al precepto estatutario correspondiente, el artículo 129.2 de la Constitución y también lo hace la Ley estatal, aunque, por su contenido y por su ubicación sistemática en el Título VII («Economía y Hacienda»), fuera, por tanto, del Título VIII («Organización territorial del Estado»), no regula el aspecto competencial de esta materia sino que contempla simplemente el mandato que la propia Constitución dirige a los poderes públicos, en plural (omnicomprensivo, por tanto, de todos los poderes o administraciones: estatal, autonómico y local), para que desarrollen tareas de promoción y de fomento, mandato político de fomento que incluye aspectos fiscales, incentivos, ayudas, etc., medidas de diverso tipo, de carácter general y sectoriales, que se financiarán por esas instancias territoriales o se cofinanciarán aplicando, por ejemplo, fondos estructurales comunitarios. Buena muestra de ello es que, en los Reales Decretos de transferencias, las competencias que se transfirieron fueron, en los años iniciales, precisamente, «funciones de promoción, estímulo, desarrollo y protección del movimiento cooperativo».

			En nuestra opinión, la pasividad del Estado central respecto de las cooperativas está en el origen de la compleja situación legislativa en la materia, pasividad que se pone de manifiesto de diferentes formas o en distintos momentos: 1) En el retraso de la promulgación de una legislación cooperativa adecuada, que sustituyera a la denostada Ley de Cooperativas de 1974. 2) Con la permisividad de la regulación por las Comunidades Autónomas (inicialmente —antes de 1987— País Vasco, Cataluña, Valencia y Andalucía; en 1989, Navarra) de materias que le debían corresponder en exclusiva, por su naturaleza, sin ejercitar las acciones que a su favor ponía el ordenamiento, entre otras, el planteamiento abierto de su inconstitucionalidad. 3) Finalmente, por la transferencia a las restantes Comunidades Autónomas de la competencia que «recuperó» por la falta de asunción que de la misma hicieron inicialmente en sus Estatutos de Autonomía —en virtud de la cláusula residual del artículo 149.3 de la Constitución—, con el argumento de la desigualdad. Todo ello no hace sino traslucir la falta de convicción del Estado en su propia soberanía.

			A ello se suma el hecho de que el propio Tribunal Constitucional ha dado por válida esta situación. La STC 72/1983, de 29 de julio (RTC 1983/72) afirma que «no es admisible una interpretación que conduzca a variar de contenido la competencia legislativa de la Comunidad en materia de cooperativas, que hay que entender le viene atribuida por el artículo 10.23 del Estatuto. En efecto, si la regulación de las cooperativas hubiera de calificarse de mercantil y si, por ello, hubiera de sostener la conclusión de que la Comunidad no tiene competencia legislativa en la materia, habría de afirmarse simultáneamente que la inclusión de la competencia en el artículo 10 del Estatuto no era correcta, ya que corresponde a las incluidas en el 11 o 12. Por ello, ha de afirmarse que el mencionado artículo 10.23 atribuye a la Comunidad Autónoma competencia para regular por Ley las cooperativas, con el alcance territorial que luego se verá. Conclusión a la que conduce la interpretación sistemática de los preceptos de la Constitución y del Estatuto, situado en el marco constitucional, y que prescinde de cualquier posición doctrinal acerca de si las cooperativas han de calificarse o no como Sociedades mercantiles, ya que la interpretación ha de situarse en el contexto del ordenamiento vigente».

			También la STS de 1 de febrero de 1992 (RJ 1992/867) sostiene que «la Constitución otorgó a las Comunidades Autónomas la competencia sobre Cooperativas —lo que nunca habría podido hacer si se tratare de entidades mercantiles al tener el Estado la competencia exclusiva sobre la legislación mercantil, según establece el artículo 149.6 de la Constitución—». El Preámbulo de la LCCM acoge esta falacia cuando afirma: «La Ley regula las cooperativas y sus asociaciones, entendiendo que la cooperativa en el ordenamiento jurídico español tiene una sustantividad propia que la diferencia de las sociedades mercantiles, lo que justifica que esta Comunidad Autónoma pueda regular su régimen jurídico».

			Ante el pesimismo de que se pueda enmendar la situación dando marcha atrás en esta escalada, se proponen algunas medidas que la corrijan o alivien en parte, entre las que cabe citar la promulgación de una ley de armonización o la regulación transversal por el Estado, dentro de una ley general, de materias que ahora forman parte de las leyes de cooperativas, como por ejemplo las mutaciones estructurales —en particular, la transformación— o los grupos de sociedades.

			A juicio de ARROYO (1987, p. 16), la Constitución manda que se reserve al Estado «la competencia legislativa exclusiva en todo el territorio nacional, bien por el cauce de la ley de bases o mejor aún por el texto articulado, dejando para las Comunidades ya el desarrollo articulado, ya la potestad reglamentaria». Para VICENT CHULIÁ (2012, p. 1181), a la vista del despropósito legislativo, «hubiera sido mejor ponerse de acuerdo sobre una Ley-marco y, ahora, sería necesario ponerse de acuerdo sobre una Ley de armonización, del mismo modo que la UE armoniza mediante Directivas la legislación de los Estados miembros» (la cursiva es del autor); en el mismo sentido se pronunció con anterioridad en otro de sus trabajos (1998, pp. 10, 11 y 17): «se impone la necesidad de promulgar una Ley de armonización, que realice la función, a posteriori, que debió ser afrontada por una Ley-marco»; y también en fecha más reciente (2013, p. 82): «Se hace necesaria una Ley de armonización que refunda y simplifique todo el Derecho de cooperativas, en todas sus clases, y en sus aspectos sustantivos y fiscales que están íntimamente unidos» (la cursiva es del autor). En opinión de EMBID (1998, p. 35), es «deseable, de lege ferenda, la promulgación de una ley armonizadora del vasto material normativo existente en España sobre cooperativas». También para LEÓN (1998, p. 475), «podría, con el tiempo, hacerse necesario la aprobación de una Ley de armonización (art. 150.3) en materia de sociedades cooperativas».

			Este mosaico legislativo para la regulación de una sociedad mercantil como entendemos que es la cooperativa en Derecho español, o, simplemente, para la regulación de la sociedad cooperativa (despojada incluso de su adjetivo) no tiene parangón en el panorama legislativo societario español y es una verdadera excepción en el cooperativo europeo.

			Así se destaca en el Informe sobre la aplicación del Reglamento que aprueba el Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea (Final Study. Executive Summary and Part. I: Synthesis and comparative report del Study on the implementation of the Regulation 1435/2003 on the Statute for European Cooperative Society, SCE) de 5 de octubre de 2010 (c.europa.eu/enterprise/policies/sme/files/sce_final_study_part_i.pdf): p. 108, «Spain represents a unique case in Europe, as the Autonomous Regions have exclusive competences in the area of cooperatives»; p. 113, «cooperative legislation consisting of a national and many autonomous laws is unique to Spain».

			Las marcadas diferencias entre las regulaciones autonómicas no se reducen a temas que afectan sólo a las relaciones internas de la cooperativa (con sus socios), sino que trascienden a las relaciones externas (con terceros), provocando diferencias de trato injustificables, habida cuenta de que incluso se regula de forma diferente el régimen de responsabilidad y los plazos para el ejercicio de las acciones de impugnación de acuerdos o de responsabilidad contra los administradores de las cooperativas, en este último caso, con total ruptura de la unidad de mercado, porque, dependiendo de la ley que resulte aplicable, los administradores, las propias sociedades cooperativas, sus socios y los terceros que con ellas se relacionan tendrán más o menos derechos u obligaciones, facilidades o dificultades para exigir o sufrir las consecuencias de la responsabilidad; o las mutaciones estructurales y las formas de integración cooperativas, afectando a realidades que pueden perfectamente trascender los límites de la Comunidad Autónoma.

			El artículo 90.3 LCCAT va más allá y establece que, en caso de fusión entre cooperativas inscritas en registros de cooperativas de distintas comunidades autónomas «es de aplicación a cada cooperativa el procedimiento de fusión establecido por la normativa de cooperativas por la que se rige». Una ley autonómica determina, pues, la ley aplicable en estos supuestos supraautonómicos.

			Los Tribunales no han tenido reparos en validar esta situación, al no cuestionar la constitucionalidad de la legislación cooperativa autonómica por su posible vulneración de la competencia exclusiva del Estado en las materias mencionadas en las reglas 6.ª y 8.ª del 149.1 CE.

			La STS de 1 de diciembre de 2003 (RJ 2004/94) consideró caducada la acción de impugnación del acuerdo social al desestimar la infracción de la LGC de 1987 y aplicar con preferencia el plazo establecido en la Ley de Cooperativas Andaluzas de 1985.

			El Auto del Tribunal Constitucional 203/2008, de 7 de julio (JUR 2008/311148), inadmitió un recurso de amparo contra las sentencias de un Juzgado de Primera Instancia y de una Audiencia Provincial en un litigio sobre impugnación de acuerdos sociales de una cooperativa de La Rioja, recurso que se fundaba en que el cómputo del plazo de caducidad de la acción establecido en la LCLR tenía que hacerse conforme a la LOPJ y a la LEC, excluyendo el mes de agosto como inhábil. El Tribunal Constitucional señala que «los propios recurrentes no discrepan ni sobre la consideración de que se encuentran ante un plazo sustantivo y no procesal, lo cual redunda en la expuesta consideración. Sin embargo, dicha vulneración del art. 24.1 CE no puede ser aceptada. Sobre la base de la consideración del plazo como sustantivo y no procesal no es en modo alguno irrazonable la no aplicación de las normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) y la Ley de enjuiciamiento civil (LEC) referidas a plazos procesales. No es por tanto irrazonable la Sentencia de la Audiencia por sustentar el cómputo en la Ley 30/1992. La Audiencia Provincial se limita a reproducir lo dicho en la disposición adicional primera de la Ley riojana que es la que, en materia de cómputo de plazos respecto de las relaciones de la cooperativa con sus socios, se remite —salvo en aquellos supuestos en los que en la Ley se disponga expresamente otra cosa— a la citada norma; siéndole, por tanto, de aplicación al plazo del art. 22.5 aquí considerado».

			El recurso de casación que está en la base de la STS de 18 de enero de 2012 (RJ 2012/1790), alegaba la infracción del art. 1964 Cc, del art. 949 Cdc y del art. 149.1.6.ª CE al no haberse reconocido la inconstitucionalidad del art. 73.5 de la Ley Andaluza de Cooperativas, sobre la base, entre otras, de las siguientes razones: 1.ª) Aunque la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de cooperativas comprende la competencia legislativa, en su ejercicio tiene que respetar la legislación civil, mercantil y procesal del Estado en cuanto sea aplicable a las cooperativas; 2.ª) la competencia para dictar normas sobre el instituto de la prescripción se halla reservada al Estado con carácter exclusivo, ya sea en virtud del art. 149.1.6.ª CE, si se legisla en materias mercantiles, penales o procesales, ya en virtud de su art. 149.1.8.ª CE, si se legisla en materia civil; 3.ª) la LSCA se promulgó en ejercicio de las competencias que según el art. 13.20 del anterior Estatuto de Autonomía para Andalucía tenía asumidas dicha comunidad, pero siempre «respetando la legislación mercantil»; 4.ª) el límite de la competencia legislativa autonómica no solo ha de encontrarse en el respeto a la legislación mercantil sino, ante todo y sobre todo, a lo establecido en la Constitución en materia de competencias exclusivas del Estado; 5.ª) si el art. 13.20 del Estatuto de Autonomía de Andalucía acordaba respetar la legislación mercantil, esto solo podía deberse a que el Derecho cooperativo forma parte del Derecho mercantil; 6.ª) la inconstitucionalidad del art. 73.5 LCA se produce por razón de su contenido, pues, al tratarse de una norma de competencia, «cabe sostener su inconstitucionalidad, en la medida en que el establecimiento de las normas sobre prescripción de acciones es competencia del Estado, sin que ninguna Comunidad Autónoma pueda modificarlo». Sin embargo, el TS consideró que el art. 73.5 LSCA no contradecía la competencia exclusiva en materia de legislación mercantil atribuida al Estado en el art. 149.1.6.ª CE y, por tanto, entendió que no procedía plantear al Tribunal Constitucional la cuestión que proponía el recurrente porque «tanto al interponerse la demanda como al dictarse la Sentencia recurrida el art. 73.5 LSCA respetaba la legislación mercantil estatal, cumpliendo así lo que a su vez disponía el Estatuto de Autonomía para Andalucía, ya que era la propia legislación estatal la que reconocía competencia a la Comunidad Autónoma en materia de responsabilidad de los miembros del consejo rector de las sociedades cooperativas andaluzas, incluido el plazo de prescripción de la acción social, que no debe olvidarse es la ejercitada por la propia cooperativa contra miembros de un órgano de la misma, ámbito interno que evita cualquier perjuicio a la tutela efectiva de eventuales Derechos de terceros por relaciones jurídicas cuyos elementos o efectos no se limiten estrictamente a la Comunidad Autónoma de Andalucía, ya que el art. 72.3 LCA in fine se remite, para la responsabilidad frente a terceros, a “la legislación estatal aplicable”». A lo que añade que «(T)ampoco la doctrina del Tribunal Constitucional ofrece razones bastantes para cuestionar la constitucionalidad del art. 73.5 LSCA».

			Ello es, sin duda, una barrera de entrada al tipo sociedad cooperativa que puede inclinar la voluntad de los socios y de los operadores jurídicos hacia otros tipos societarios con regulación más segura y menos compleja.

			No en vano, como señala BRUNO ROELANTS, secretario general de CICOPA, la Organización internacional de cooperativas industriales y de servicios, para que se produzcan las contribuciones potenciales de las cooperativas, «se necesita un medio favorable y una estructura legal adecuada».

			Esta situación está en la base de la Orden del Ministerio de Justicia de 6 de noviembre de 2014, por la que se constituye en el seno de la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de Codificación una Ponencia para la revisión del régimen jurídico de las cooperativas. En ella se destaca que, pese a que las cooperativas constituyen una pieza esencial del conjunto de la economía social española, su anárquica regulación legal ha determinado que sea difícil considerar que estos operadores económicos estén sujetos a una normativa adecuada a las exigencias de la unidad de mercado. Tras distinguir los aspectos societarios, cuya regulación (que comprende, entre otras cuestiones, los derechos y obligaciones de los socios, la función y especialidades del capital social, los órganos sociales y las funciones y competencias de los mismos) forma parte del Derecho mercantil, de las cuestiones de apoyo, fomento e impulso del movimiento cooperativo, de naturaleza totalmente distinta, se encarga a la Ponencia la realización de un texto legal que regule los aspectos societarios de las cooperativas.

			La Ponencia especial entregó el texto a finales de julio de 2017. Sin que en el momento de escribir estas páginas pueda desvelarse el detalle del contenido de la Propuesta, aún sin publicar, se lleva a cabo en ella la regulación general y unitaria, pero flexible, de las sociedades cooperativas que, como mercantiles, canalizan su publicidad a través del Registro Mercantil. Desde la constitución de la cooperativa (incluida la constitución «exprés»), con medidas que facilitan la misma, como la reducción del número mínimo de socios; el régimen de derechos y obligaciones de los socios, con la clarificación del alcance de la no responsabilidad de los socios por las deudas de la sociedad y la reforma del régimen de la imputación de pérdidas, así como la desaparición del régimen disciplinario; la estructura orgánica de la sociedad, en cuyo funcionamiento encuentran acogida las nuevas tecnologías, con la admisión general de diversas formas de estructurar el órgano de administración y la eliminación del carácter necesario de los interventores; el régimen económico, admitiendo en ciertos casos el carácter repartible de los fondos obligatorios; el régimen de la disolución y liquidación, con la expresa regulación de la responsabilidad de administradores y liquidadores en ciertos casos; las modificaciones estatutarias (carentes de normas en la vigente LC) y, en cuanto a las estructurales, la disciplina de los aspectos peculiares de las cooperativas que no encuentran regulación en la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles; hasta la regulación de las clases más frecuentes de cooperativas, pero sin que ese listado pueda ser considerado como numerus clausus.

			3.2. EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LAS LEYES DE COOPERATIVAS


			3.2.1. Competencia material y competencia territorial


			Es, por tanto, la interpretación que de la Constitución han realizado los Estatutos de Autonomía, plasmada en las leyes de cooperativas autonómicas, la que ha determinado la existencia de esta verdadera multitud de leyes de cooperativas. Una interpretación que no compartimos, pero que se ha impuesto y que, por ser Derecho vigente, hemos de analizar. Y dicho análisis ha de partir de la base de que el principio que permite articular las distintas leyes no es el de jerarquía, sino el de competencia: competencia material y competencia territorial, habida cuenta de que las Comunidades Autónomas son unidades territoriales que vertebran el Estado español (art. 137 CE).

			Para ECHEVARRÍA (1988, pp. 87-88), todas las leyes tienen el mismo rango jurídico «de forma que no puede plantearse su estudio más que desde la óptica de la no subordinación y de la plena vigencia de cada una de ellas en el espacio de su ámbito de aplicación».

			Desde el punto de vista de la competencia material, hemos señalado que ésta se posee en cuanto que se asume de forma exclusiva, poco a poco, por la totalidad de los Estatutos de Autonomía (a excepción de los de Ceuta y Melilla). Puesto que se interpreta que el Estado no se reservó expresamente la competencia exclusiva en la Constitución, y sí se la atribuyeron los Estatutos de Autonomía, materialmente ésta corresponde a las Comunidades Autónomas, y «no es admisible una interpretación que conduzca a vaciar de contenido la competencia legislativa de la Comunidad en materia de cooperativas» (es lo que defiende la STC 72/1983, RTC 1983/72).

			La territorial se recalca en los Estatutos, en cuanto se dispone que las competencias mencionadas en ellos se entienden referidas al ámbito territorial correspondiente (art. 15.1 EA Asturias; art. 10 EA Islas Baleares; art. 43 EA Canarias; art. 33.1 EA Cantabria; art. 39.1 EA Castilla-La Mancha; art. 37.1 EA Galicia; art. 34.1 EA Madrid; art. 15.1 EA Murcia; art. 43 EA Navarra; implícitamente, art. 2.1 EA Extremadura). El artículo 20.6 EA País Vasco encabeza esta norma con la expresión «salvo disposición expresa en contrario». El EA Andalucía señala en su art. 7 que «(L)as leyes y normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucía tendrán eficacia en su territorio. Podrán tener eficacia extraterritorial cuando así se deduzca de su naturaleza y en el marco del ordenamiento constitucional»; y en su art. 43.1, en cuanto al alcance territorial y efectos de las competencias, reitera que «(E)l ejercicio de las competencias autonómicas desplegará su eficacia en el territorio de Andalucía, excepto los supuestos a que hacen referencia expresamente el presente Estatuto y otras disposiciones legales del Estado que establecen la eficacia jurídica extraterritorial de las disposiciones y los actos de la Junta de Andalucía». En sentido, similar, los arts. 9.1 y 70 EA Aragón y los arts. 110.2 y 115 EA Cataluña.

			En materia de competencia exclusiva, el Derecho autonómico es el aplicable en el territorio de la Comunidad Autónoma con preferencia a cualquier otro (art. 42.2.1.º EA Andalucía; art. 80.2 EA de Aragón; art. 87.1 EA Islas Baleares; art. 43 EA Canarias; art. 110.2 EA de Cataluña; art. 38.1 EA Galicia; art. 33 EA Madrid; art. 40.3 EA Navarra; art. 21 EA País Vasco; art. 45 EA Comunidad Valenciana). Del mismo modo, los Reales Decretos de transferencia, sobre todo los más recientes, contienen referencias a la extensión territorial de los servicios transferidos: en algunos, se dice que las transferencias operan «dentro de su ámbito de actuación territorial», o respecto de las cooperativas que «desarrollan su actividad societaria típica exclusivamente en el ámbito territorial de la Comunidad».

			Para evitar la profusa cita de estas disposiciones, sólo aludimos, como ejemplo, a la más reciente. El Real Decreto 2087/1999, de 30 de diciembre, de traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a Asturias en materia de cooperativas, calificación y registro administrativo de sociedades anónimas laborales y programas de apoyo al empleo, traspasa: a) La calificación, inscripción y certificación de los actos que deban acceder al Registro General de Cooperativas, según la legislación vigente. b) El asesoramiento de las entidades cooperativas, así como las funciones de formación. c) La fiscalización del cumplimiento de la legislación cooperativa. Y especifica que las competencias asumidas «han de entenderse referidas a las cooperativas que desarrollan su actividad societaria típica exclusivamente en el ámbito territorial de la Comunidad. Lo anterior no afecta a las relaciones jurídicas externas con terceros, que tengan carácter instrumental y puedan tener lugar fuera de dicho ámbito territorial».

			Para el Tribunal Constitucional, en las Sentencias 72/1983 (FJ 4.º, RTC 1983/72), 44/1984 (FJ 2.º, RTC 1984/44) y 165/1985 (FJ 3.º, RTC 1985/165), el criterio general establecido en los Estatutos de Autonomía por el que se entienden referidas las competencias de las Comunidades Autónomas al ámbito territorial de éstas viene impuesto por la organización territorial del Estado en Comunidades Autónomas, y responde a la necesidad de hacer compatible el ejercicio simultáneo de las competencias asumidas por las distintas Comunidades, por lo que «las relaciones de carácter cooperativo a que puede afectar la competencia de la Comunidad son única y exclusivamente las que tengan lugar en el ámbito territorial».

			3.2.2. Los distintos criterios de delimitación del ámbito de aplicación


			Las leyes de cooperativas han delimitado su esfera de aplicación de modo diverso. Proscrito por el Tribunal Constitucional el criterio del domicilio con independencia del ámbito territorial de actuación (invocado por la derogada Ley de Cooperativas del País Vasco 1/1982, de 11 de febrero pero que pervive en el art. 31.71.ª EA Aragón), éste fue sustituido por el criterio del ámbito territorial de actuación con independencia del domicilio.

			Según la doctrina del Tribunal Constitucional (Sentencia 72/1983, de 29 de julio, RTC 1983/72; Sentencia 44/1984, de 27 de marzo, RTC 1984/44; 165/1985, de 5 de diciembre, RTC 1985/165, y 88/1989, de 11 de mayo, RTC 1989/88) hay actividades que la cooperativa ha de desarrollar forzosamente dentro de la Comunidad Autónoma, sus funciones típicas, las relaciones societarias internas, las actividades cooperativizadas, las realizadas por la cooperativa con sus propios socios y las que en virtud de la legislación aplicable hayan de asimilarse a ellas (como ejemplo, cita la Sentencia el art. 57.2 de la Ley vasca de 1982, el supuesto en que las cooperativas de consumo pueden suministrar a los no socios). Junto a ellas, existen otras, las relaciones jurídicas externas, normalmente realizadas con terceros, que no pueden encuadrarse dentro de las funciones típicas y «que tienen un valor instrumental y necesario para la consecución del fin social», que podrán desarrollarse fuera del ámbito de la Comunidad Autónoma: «por ejemplo, la cooperativa de consumo habrá de comprar los productos que vende a sus socios, y en determinados supuestos a terceros, y una cooperativa de producción habrá de vender lo producido. Es una actividad inherente a determinadas cooperativas el poder establecer relaciones como las señaladas, actividad que realiza exactamente igual que otra persona jurídica. [...] Se trata, en definitiva, de actividades y relaciones instrumentales en las que la cooperativa actúa como cualquier otra persona jurídico-privada, en el ámbito territorial del País Vasco o fuera del mismo» (FJ 4.º de la STC 72/1983, RTC 1983/72).

			Pero lo que no dice el Tribunal es qué hay que tener en cuenta para determinar el ámbito territorial de actuación de una cooperativa: el domicilio de los socios, el domicilio de la sociedad, el lugar donde radican los centros de trabajo o los establecimientos de la cooperativa, la voluntad de los socios expresada en los estatutos sociales...

			Para la SAP de Madrid de 7 de junio de 2013 (AC 2013/1358), la aplicación de la LC «depende de la actividad prevista en los estatutos sociales, no de los socios que en cada momento formen parte de la cooperativa, como pretende la apelante. Si dependiera de esto último daría lugar (…) a que la legislación aplicable a la cooperativa fuera cambiante, de manera que si en un determinado momento todos los socios tuvieran sus explotaciones en la Comunidad de Madrid, la legislación aplicable sería la autonómica, pero si después accedieran a la cooperativa socios de Comunidades adyacentes, la cooperativa pasaría a regirse por la Ley estatal; a su vez, si después estos socios causaran baja otra vez se aplicaría la legislación autonómica y así sucesivamente, lo que resultaría un despropósito. No debe confundirse la actividad estatutaria de la cooperativa, que determina su naturaleza, ámbito territorial y la Ley aplicable, con su particular composición». En el mismo sentido, la SAP de Madrid de 21 de diciembre de 2015 (JUR 2016/38046) declara que la aplicación de la LC «depende del ámbito de los servicios previstos en los estatutos sociales, no de la actividad material desarrollada. Si dependiera de esto último daría lugar a que la legislación aplicable a la cooperativa fuera cambiante, de manera que si en un determinado momento se desarrolla la actividad en la Comunidad de Madrid, la legislación aplicable sería la autonómica de esta Comunidad, pero si después se desarrollase también en Galicia, la cooperativa pasaría a regirse por la Ley estatal y a su vez si la actividad se desarrollase después solo en Galicia, ya no sería aplicable la Ley de la Comunidad de Madrid o la Ley estatal, sino la autonómica de Galicia, dando lugar al despropósito de una legislación aplicable al tipo societario cambiante y ello en función de circunstancias extraestatutarias». Ambas resoluciones declaran que no debe confundirse la actividad estatutaria de la cooperativa, que determina su naturaleza, ámbito territorial y la Ley aplicable, con el desarrollo material de la actividad y como en ambos casos la cooperativa estaba constituida para desarrollar su actividad en varias Comunidades, tiene ámbito supracomunitario y se rige por la LC. Y, añade la segunda de las Sentencias, el artículo 2 LC «debe interpretarse en el sentido de que el hecho de que puedan desarrollarse actividades complementarias en otra Comunidad Autónoma no impide que la cooperativa pueda someterse a una ley autonómica, pero siempre, como es obvio, que la actividad estatutaria principal se limite a una Comunidad Autónoma, no cuando la actividad principal se extiende estatutariamente a más de una Comunidad».

			Esta cuestión se ha suscitado también ante la jurisdicción contencioso-administrativa, y sobre ella trata la STS de 21 de junio de 1996 (RA 1996/5322), en la que se debate el registro competente para la inscripción de una cooperativa con domicilio social y de todos los cooperativistas en Andalucía, donde centraliza su gestión administrativa y la dirección empresarial, Comunidad fuera de la cual no hay tampoco centros de trabajo estable, pero cuya actividad empresarial, por el contrario, se extiende a todo el territorio del Estado y que desarrolla la mayor parte de su trabajo fuera de Andalucía, donde están situados los principales clientes de la Sociedad. Para el Tribunal Supremo, son «las relaciones societarias las que han de tenerse en cuenta a efectos de determinar la aplicación de la ley general o la específica de una Comunidad Autónoma, pues de entenderse de otro modo y atender al criterio de las relaciones empresariales se dejaría sin contenido y sin aplicación práctica las competencias que en materia de cooperativas tienen reconocidas algunas Comunidades Autónomas, pues casi todas las cooperativas realizan operaciones con terceros situados fuera del territorio de la Comunidad Autónoma, teniendo esas relaciones empresariales un carácter accesorio a efectos de determinar el registro de inscripción competente». La Sentencia hace suyos los fundamentos de Derecho de la Sentencia apelada y confirma la denegación de la inscripción de la cooperativa en el Registro de Cooperativas estatal: «al no existir socios ni centros de trabajo estable fuera del territorio de la Comunidad Andaluza, se considera ajustada a Derecho la resolución recurrida, ya que las relaciones de carácter instrumental y necesario que para la consecución de su fin social haya podido establecer la cooperativa no pueden encuadrarse según la Sentencia del Tribunal Constitucional número 72/1983, de 29 de julio, dentro de las funciones típicas de las cooperativas que se reflejan en las relaciones de las cooperativas con sus socios determinantes del ámbito de la actividad cooperativizada, y ello aun cuando la actividad empresarial se extienda a todo el territorio del Estado, pero al no exceder del ámbito comunitario las relaciones societarias internas, todo lo cual nos lleva a afirmar que el ámbito de la cooperativa, a efectos del Registro en que ha de inscribirse la entidad, hay que fijarlo en función de las actividades realizadas por la cooperativa con sus socios, es decir, las relaciones internas o típicas, sin que ese ámbito o dimensión territorial afecte a las relaciones que la cooperativa establezca con terceros fuera del territorio de la Comunidad». Abundando en esta interpretación, los fundamentos de Derecho del Tribunal Supremo insisten en que por actividad societaria, a los efectos de determinar el ámbito territorial de la cooperativa, «hay que entender el conjunto de relaciones internas o típicas de cooperación que dimanan de la realización preferente de las actividades con sus socios, así como de la centralización de la gestión administrativa y la dirección empresarial [...]. Otra cosa han de ser las relaciones empresariales o instrumentales con terceros que, como señala la Ley 2/1985, no inciden a la hora de determinar la aplicación de la normativa estatal o autonómica, pues de seguirse el criterio opuesto [...] se dejaría sin contenido y sin aplicación práctica las competencias autonómicas en materia de cooperativas, puesto que en mayor o menor medida las cooperativas pueden participar en el tráfico jurídico-económico que exceda su ámbito de actuación estrictamente societario».

			Vaya por delante la disculpa por utilizar el término «cooperativizada», que no está admitido por la RAE, pero que se emplea de forma generalizada por los Tribunales, en la práctica totalidad de las leyes de cooperativas y por la doctrina mayoritaria.

			En nuestra opinión, se produce una confusión, bastante generalizada, que consiste en la identificación absoluta entre, por un lado, actividad cooperativizada y actividad con los socios, y, por otro lado, actividad instrumental y actividad con terceros. Las cooperativas pueden realizar actividades con terceros no socios, es decir, pueden llevar a cabo las actividades típicas, la actividad cooperativizada, con extraños a la sociedad (trascendiendo, por tanto, el mutualismo) y ello es algo que viene siendo permitido por las leyes cada vez con mayor amplitud. Esta actividad no ha de considerarse instrumental por el hecho de que la base cooperativa se abra hacia no socios, ni ha de desdeñarse a la hora de dilucidar el ámbito territorial de actuación de la cooperativa y, por ende, la legislación aplicable a la misma.

			Algunas de las leyes que se promulgaron con posterioridad a STC de 1983 trasladaron dicha doctrina al delimitar su ámbito de aplicación, si bien, a nuestro modo de ver, de manera no siempre del todo correcta (art. 1 de la derogada Ley 2/1985, de 2 de mayo, de Sociedades Cooperativas Andaluzas; art. 1.º de la derogada Ley 11/1985, de 25 de octubre, de Cooperativas de Valencia; art. 1 de la derogada Ley 12/1989, de 3 de julio, de Cooperativas de Navarra; art. 2 LCCM).

			También la legislación estatal de cooperativas tuvo en cuenta la doctrina del Alto Tribunal: la Disposición Final 1.ª de la Ley 3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas, establecía su aplicación «a todas las Sociedades Cooperativas con domicilio social en el territorio del Estado, excepto aquellas cuyas relaciones de carácter cooperativo interno que resulten definitorias del objeto social cooperativizado, y entendiéndose por tales relaciones las de la cooperativa con sus socios, se lleven a cabo dentro del territorio de una Comunidad Autónoma que, en uso de su competencia legislativa exclusiva, haya regulado dichas Sociedades, sin perjuicio de que establezca relaciones jurídicas con terceros o de que realicen actividades de carácter instrumental o personal accesorias al referido objeto social fuera del territorio de dicha Comunidad Autónoma».

			El texto de esta Disposición fue muy tenido en cuenta en la reforma de la legislación cooperativa vasca. La Ley de Cooperativas del País Vasco de 24 de junio de 1993 fijó en su redacción original (que ya no está vigente) su ámbito de aplicación en la Disposición Final 2.ª, de acuerdo con la cual era de aplicación «a todas las cooperativas con domicilio social en el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco, excepto aquellas cuyas relaciones de carácter cooperativo interno que resulten definitorias del objeto social cooperativo y entendiéndose por tales las de la cooperativa con sus socios, se lleven a cabo efectivamente fuera del territorio de la Comunidad Autónoma Vasca sin perjuicio de que establezcan relaciones jurídicas con terceros o de que realicen actividades de carácter instrumental o personales accesorias al referido objeto social fuera de dicho territorio».

			Otras leyes posteriores utilizaron la fórmula de la Ley del País Vasco de 1993: el art. 1 de la derogada Ley Foral 12/1996, de 2 de julio, de Cooperativas de Navarra; el art. 1 LSCEX en su redacción original, anterior a la reforma introducida por la Ley 20/2001, de 20 de diciembre; el art. 2 LCG en su redacción original, anterior a la reforma de la Ley 14/2011, de 16 de diciembre; el art. 1 de la derogada Ley 9/1998, de 22 de diciembre, de Cooperativas de Aragón.

			Inicialmente, estas leyes de cooperativas, más o menos respetuosas con la doctrina del Tribunal Constitucional, utilizaron el criterio del ámbito territorial de actuación, solo (las leyes de Madrid y Navarra) o combinado con otro (el domicilio, en el caso de las Leyes vasca, extremeña y gallega; o el lugar de constitución, como la Ley aragonesa).

			Pero este criterio fue poco a poco arrinconado. De las leyes antes citadas que lo utilizaban, sólo lo mantienen el art. 1 LCAR y el art. 2 LCCM.

			La mayoría de las leyes de cooperativas, desde un principio o a raíz de las mencionadas reformas, han ido disponiendo su aplicación a las cooperativas que desarrollen sus actividades «principalmente» (art. 3 LSCA; art. 1 LCIB; art. 1 LCCANT; art. 3.1 LCCLM; art. 3.1 LCCAT), «total o principalmente» (art. 2.1 LCAS), «con carácter principal» (art. 3.1 LCCANT; art. 2 LCCL; art. 1 LSCEX; art. 2 LCG; art. 1 LCRM; art. 1 LFCN) o «mayoritariamente» (art. 2 LCCV) en la Comunidad Autónoma correspondiente, con lo que desechan el criterio del ámbito territorial exclusivo.

			Finalmente, otras leyes combinan el criterio de la actuación principal y el del domicilio. La vigente Disposición Final 2.ª LCPV, según la redacción dada por el artículo 23 de la Ley 1/2000, de 29 de junio, dispone la aplicación de la LCPV «a todas las cooperativas con domicilio social en el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco que, de conformidad con lo previsto en el artículo 2 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, desarrollen con carácter principal su actividad cooperativizada en dicho territorio». El artículo 2 LCLR establece: «La presente Ley será de aplicación a todas las entidades cooperativas con domicilio social en la Comunidad Autónoma de La Rioja que realicen principalmente su actividad cooperativizada dentro de su ámbito territorial, sin perjuicio de que, para completar y mejorar sus fines, puedan realizar actividades instrumentales y tener relaciones con terceros fuera de La Rioja».

			La legislación cooperativa trata de conectar el dato formal del domicilio social con el dato real de la actividad, exigiendo que aquél se establezca en el lugar donde se realicen preferente o principalmente las actividades u operaciones, aunque en la actualidad la mayoría admite la elección entre éste o aquél en que se centralice la gestión administrativa y la dirección empresarial (art. 3 LC; art. 6 LSCA; art. 4 LCAR; art. 3 LCAS; art. 3.3 LCCANT; art. 6. LCCLM; art. 4 LSCEX; art. 4 LCG; art. 4 LCCM; art. 3.1 LCRM; art. 3 LCPV; art. 4 LCLR; art. 6.1 LCCV). Por el contrario, la LCCL (art. 2, párr. 2.º), la LCIB (art. 5) y LCCAT (art. 3.3) establecen que las sociedades cooperativas tendrán su domicilio social en el territorio de la Comunidad Autónoma «dentro del cual deberá estar establecida la dirección administrativa y empresarial de la misma»; y el art. 3.3 LCCAT exige que el domicilio se fije en el municipio de Cataluña donde realice principalmente sus actividades económicas y sociales. El art. 4 LFCN, por el contrario, deja completa libertad exigiendo únicamente el domicilio social «en Navarra» (en cualquier lugar, por tanto) a las cooperativas sujetas a la Ley Foral.

			A la hora de delimitar el ámbito de aplicación, las leyes aluden a la «actividad cooperativizada» (art. 2.1 LCAS; art. 1 LCANT; art. 3 LCCLM; art. 3.1 LCCAT; art. 1 LSCEX; art. 2 LCG; art. 2 LCCM; art. 1 LCRM; Disp. Final 2.ª LCPV; art. 2 LCLR; art. 1 LCCV), a «sus actividades» (art. 1 LCAR), a la «actividad societaria típica» (art. 1 LFCN), a «la actividad societaria» (art. 3 LSCA; art. 1 LCIB) o a la «actividad intrasocietaria» (art. 2 LCCL). Y muchas de ellas añaden que dicha actividad ha de realizarse con sus socios (Leyes andaluza, aragonesa, asturiana, cántabra, castellano-manchega, catalana, extremeña, gallega, vasca y riojana).

			¿Cuál es la crítica que pensamos cabe realizar de este criterio que se ha impuesto entre las leyes de cooperativas? En nuestra opinión, contraviene la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional. Éste utiliza el mismo criterio que emplea la Constitución para delimitar las competencias de las Comunidades Autónomas o del Estado sobre los ríos o las carreteras, y la traslada a la cooperativa: de la misma forma que un río que discurra por más de una Comunidad Autónoma no es de competencia de ninguna de ellas en exclusiva porque la actuación de una sola puede afectar a las restantes, la cooperativa que desarrolla actividades cooperativizadas en más de una Comunidad Autónoma escapa a la competencia exclusiva de cualquiera de éstas. Y no hablan en ningún momento las Sentencias de grados de actuación ni de volumen o importancia de la actividad ni de si se lleva a cabo con sus socios o con terceros. Lo que sí permite que se realice fuera de la Comunidad son las actividades instrumentales (normalmente con terceros), es decir, las que son simplemente un medio para la realización del fin u objeto social de la cooperativa. Por otro lado, creemos que la utilización, como criterio delimitador, de los adverbios «principalmente» o «mayoritariamente» no encuentra cabida, en materia de cooperativas, en el bloque constitucional. Y ello porque las competencias autonómicas, en principio, están territorialmente delimitadas (art. 137 CE), salvo que la Constitución o los Estatutos de Autonomía establezcan otro criterio. Ese otro criterio sí que se contiene en el bloque constitucional respecto de otras materias distintas a la competencia sobre las cooperativas.

			Tanto el Estatuto de Autonomía del País Vasco como los restantes establecen la competencia exclusiva respecto de las fundaciones o asociaciones «que desarrollen principalmente sus funciones» en dichas Comunidades Autónomas: artículo 79.1 EA Andalucía; artículo 71.40.ª EA Aragón; artículo 10.1.30 EA Asturias; artículo 30.33 EA Baleares; artículo 24.29 EA Cantabria; artículo 31.125.ª EA Castilla La Mancha; artículo 70.1.34.º EA Castilla y León; artículo 9.1.45 EA Extremadura; artículo 26.1.26 EA Madrid; artículo 10.1.26 EA Murcia; artículo 10.13 EA País Vasco; artículo 8.1.34 EA La Rioja; «cuyo ámbito principal de actuación sea»: artículo 49.1.23.ª EA Valencia; «que desarrollen mayoritariamente sus funciones»: artículo 118.1 EA Cataluña; o cuando allí «desarrollen esencialmente sus funciones»: artículo 30.7 EA Canarias. La excepción la constituyen el EA de Galicia, que atribuye competencia exclusiva respecto del régimen de las fundaciones de interés gallego (art. 27.26 EA) y el EA Navarra, que lo hace respecto de las fundaciones «constituidas con arreglo a las normas del Derecho Foral de Navarra» (art. 44.20 EA Navarra), aunque en materia de asociaciones vuelve a utilizar el criterio del desarrollo principal de sus funciones en Navarra (art. 44.19 EA 36.1 Navarra). Estos criterios se reiteran en las leyes autonómicas sobre fundaciones y en la legislación general: el art. de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones atribuye al Registro de Fundaciones de competencia estatal la inscripción de los actos relativos a las «fundaciones que desarrollen su actividad en todo el territorio del Estado o principalmente en el territorio de más de una Comunidad Autónoma» y el artículo 2.1.a) de su Reglamento, aprobado por Real Decreto 1337/2005, de 11 de noviembre, dispone su aplicación a las que «desarrollen su actividad en todo el territorio del Estado, o principalmente en el territorio de más de una comunidad autónoma».

			La Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación indica en su artículo 26.1, al regular la competencia de los Registros Autonómicos de Asociaciones, que éstos tendrán por objeto «la inscripción de las asociaciones que desarrollen principalmente sus funciones en el ámbito territorial de aquéllas».

			Dicho criterio de atribución, según hemos señalado, no se utiliza en ningún Estatuto de Autonomía en relación con la competencia sobre cooperativas, ni en la Ley Orgánica 9/1992 ni en los Reales Decretos de transferencia. Por ello, consideramos que los preceptos de las leyes de cooperativas autonómicas que delimitan su ámbito permitiendo su aplicación extraterritorial invaden, simultáneamente, las competencias de las restantes Comunidades Autónomas y las competencias del Estado.

			La Ley estatal de Cooperativas vigente comparte con estas leyes de cooperativas autonómicas el criterio de delimitación espacial y lo plasma en su artículo 2, profundamente afectado por la tramitación parlamentaria.

			El artículo 2.º del Proyecto de Ley, bajo el título «Ámbito de aplicación», decía: «La presente Ley será de aplicación a las Sociedades Cooperativas que lleven a cabo las relaciones de carácter cooperativo interno con sus socios, definitorias del objeto social, en el territorio de más de una Comunidad Autónoma o en las ciudades de Ceuta y Melilla». El Informe realizado por el Consejo General del Poder Judicial de 20 de mayo de 1998 y, sobre todo, el del Consejo Económico y Social de 28 de mayo de 1998 criticaban la redacción del Anteproyecto en esta materia porque determinaba que las cooperativas con ámbito de actividad cooperativizada superior a una Comunidad Autónoma quedaban sometidas a la Ley estatal «sin que se establezca ningún criterio ni ponderación de aquellos supuestos en los que dicha actividad, aun excediendo de una Comunidad, sustancialmente se realiza en el ámbito de la misma, y respecto de los cuales se debería garantizar la aplicación de la normativa autonómica». Este parecer es invocado en las enmiendas que se presentaron: en el Congreso, las enmiendas n.os 3, 46 y 353, del Grupo Mixto; n.os 92 y 93, de Izquierda Unida; n.º 204, del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV); n.º 284, del Grupo Parlamentario Popular; n.º 313, del Grupo Parlamentario Catalán (CiU), y n.º 361, del Grupo Socialista; en el Senado, el Grupo Socialista presentó la enmienda n.º 50. La Ponencia, en su informe, introdujo en el artículo 2 una enmienda transaccional que dio nueva y definitiva redacción al precepto.

			El artículo 2 LC declara aplicable la Ley a las sociedades cooperativas «que desarrollen su actividad cooperativizada en el territorio de varias Comunidades Autónomas, excepto cuando en una de ellas se desarrolle con carácter principal», y a las «que realicen principalmente su actividad cooperativizada en las ciudades de Ceuta y Melilla». Este mismo criterio se recoge en el artículo 2.1 RRSC a la hora de delimitar el ámbito de aplicación del Reglamento.

			Sin embargo, al haberse enmendado el artículo pero haberse dejado intacta la Exposición de Motivos, no concuerda lo dicho en ésta con lo expresado en aquél: el artículo 2 ya no define el ámbito de aplicación «siguiendo la doctrina del Tribunal Constitucional». Bien al contrario, contraviene abiertamente la que hasta ahora es la doctrina en la materia, porque la Ley del Estado no regula, en todo caso, las cooperativas que realicen su actividad cooperativizada en el territorio de más de una Comunidad Autónoma, las que actúen en un ámbito superior al comunitario, las que no desarrollen exclusivamente su actividad en una sola Comunidad. Tampoco se acomoda la Exposición al articulado cuando dice que su ámbito de aplicación «es, por consiguiente, estatal», porque puede ser muy inferior: municipal, incluso.

			En cuanto a la ley de cooperativas aplicable a las cooperativas europeas domiciliadas en España, éstas se regirán por «la Ley de Cooperativas aplicable en función del lugar donde realice principalmente la actividad cooperativizada» (arts. 1.2 y 11.1 LSCEDE).

			El Preámbulo de la LSCEDE manifiesta: «se ha elaborado un texto normativo que responde a la conciliación de la estructura legislativa específica cooperativa de España, con competencias en materia de cooperativas asumidas por las Comunidades Autónomas y por el Estado, manteniendo la principalidad de la actividad cooperativa como criterio que emana de la legislación cooperativa específica española en la determinación de la legislación aplicable que puede ser bien la legislación estatal o bien la autonómica correspondiente».

			En sede de cooperativas de crédito, la regulación estatal de estas sociedades utiliza como criterio (atributivo de competencia al Registro estatal de Cooperativas) el ámbito territorial, al disponer el artículo 7 del Reglamento de la Ley (Real Decreto 84/1993, de 22 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, reguladora de las Cooperativas de Crédito) que se inscribirán en él «aquellas sociedades cuyo ámbito de actividad ordinaria y habitual, sea o no cooperativizada, exceda del territorio de una Comunidad Autónoma, cualquiera que fuere el municipio de la sede social. Corresponde a las Comunidades Autónomas la inscripción de las entidades cuyo ámbito, respecto a aquella actividad, no rebase el de la Comunidad correspondiente». En el mismo sentido, el RRSC establece en su artículo 2.3 que corresponde a su ámbito de aplicación «el registro de los actos de las Cooperativas de Crédito cuya actividad, sea o no cooperativizada, exceda del territorio de una Comunidad Autónoma, conforme a su legislación específica». Tras la reforma del artículo 104 LC (por Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social) éste dispone que a las cooperativas de crédito «les serán de aplicación las normas que, con carácter general, regulan la actividad de las entidades de crédito, y con carácter supletorio la presente Ley de Cooperativas cuando su ámbito de actuación estatutariamente reconocido, conforme a su ley específica, sea supraautonómico o estatal, siempre que realicen en el citado ámbito actividad cooperativizada de manera efectiva».

			Esta reforma fue recurrida por la Junta de Andalucía ante el Tribunal Constitucional, alegando la invasión de las competencias autonómicas, recurso que fue desestimado en la STC 291/2005, de 10 de noviembre (RTC 2005/291), que sostiene que dicho precepto reitera lo dispuesto en la LCCRE y debe ser interpretado en consonancia con lo dispuesto en el propio artículo 2 LC, pues no altera ni corrige los criterios territoriales de aplicabilidad de la LC, sino que, como señala la Exposición de Motivos de la Ley 55/1989, en su virtud se adecúa «el ámbito de aplicación de la nueva Ley» a la realidad resultante de la asunción por las Comunidades Autónomas de la competencia exclusiva en materia de cooperativas: «La acotación del alcance de la Ley 27/1999 como norma común en materia de cooperativas limita notablemente la aplicación supletoria de dicha Ley a las cooperativas de crédito. En efecto, por virtud de lo dispuesto en el inciso final ahora impugnado, la mencionada Ley sólo resultará de aplicación a estas sociedades cooperativas «cuando su ámbito de actuación estatutariamente reconocido, conforme a su Ley específica, sea supraautonómico o estatal, siempre que realicen en el citado ámbito actividad cooperativizada de manera efectiva». Como fácilmente se advierte, este precepto exige la concurrencia de dos requisitos para que proceda la aplicación supletoria de la Ley 27/1999 a estas entidades crediticias, tanto el elemento formal consistente en la existencia de una previsión estatutaria del ámbito supraautonómico o estatal de actuación como el material concretado en que, además, «realicen el citado ámbito actividad cooperativizada de manera efectiva». Si el primer requisito hace referencia a la actividad, con independencia de los sujetos con los que se realice, el segundo presupone la existencia de esa actividad en diferentes Comunidades Autónomas, lo que hace patente la implantación supraautonómica de la cooperativa. Ahora bien, como ya hemos avanzado, estos dos requisitos son necesarios, pero no suficientes, habida cuenta de que la Ley 27/1999 tiene fijados, en su art. 2, sus propios parámetros de aplicabilidad. De acuerdo con dicho precepto, la Ley resulta de aplicación «a las sociedades cooperativas que desarrollen su actividad cooperativizada en el territorio de varias Comunidades Autónomas, excepto cuando en una de ellas se desarrolle con carácter principal» y «a las sociedades cooperativas que realicen su actividad cooperativizada en las ciudades de Ceuta y Melilla» (art. 2). Consecuentemente, como bien ha apuntado el Abogado del Estado en sus alegaciones, la interpretación conjunta de los arts. 2 y 104 de la Ley 27/1999 excluye la aplicación supletoria de dicho texto legal a las cooperativas de crédito andaluzas, pues en virtud del art. 1 de la Ley del Parlamento de Andalucía 2/1999 «son andaluzas y quedan sujetas a las disposiciones de la presente Ley las sociedades cooperativas que desarrollen principalmente su actividad societaria en Andalucía. Y es que además, en líneas generales, y como ya se apuntó, la cláusula de supletoriedad que el art. 104 establece no cabe entenderla como una excepción a la regla que, para su aplicación territorial, prevé la Ley de cooperativas, y en tal sentido no puede interpretarse que el contenido de aquella cláusula contradiga o desvirtúe lo dispuesto en el art. 2 de esa Ley, sino que lo confirma, en cuanto que una vez declarada, por dicha cláusula, como derecho supletorio, la Ley de cooperativas, ésta sólo podría aplicarse, a cualquier efecto, en los términos previstos en su propio art. 2».

			En cuanto a las cooperativas de seguros, las Comunidades Autónomas, de acuerdo con el artículo 19 LOSSEAR, tendrán competencia respecto de aquellas «cuyo domicilio social, ámbito de operaciones y localización de los riesgos, en el caso de seguros distintos del de vida, o asunción de los compromisos, en el supuesto de seguros de vida, que aseguren se circunscriban al territorio de la respectiva Comunidad Autónoma».

			3.2.3. La interpretación de los criterios


			3.2.3.1. Actividad cooperativizada

			En una primera aproximación, se puede entender por actividad cooperativizada la realizada por la cooperativa con sus socios.

			Así lo entiende la SAP de Santa Cruz de Tenerife de 7 de octubre de 2015 (JUR 2016/66076): «La actividad cooperativizada es, según se ha señalado en la doctrina, la “actividad societaria típica” que se desarrolla con la participación de los socios, con independencia del objeto social de la entidad y que en una cooperativa agraria sería la entrega de los productos obtenidos (de la cosecha) realizada por los agricultores socios (u otra cooperativa, según se trate de primer o segundo grado), y que es diferente de su objeto social, que puede ser la transformación, distribución y comercialización del producto (…); también se ha señalado que, desde un punto de vista negativo, la actividad socio-económica que la cooperativa desarrolla con terceros no socios, aunque sea de idéntica naturaleza, no puede ser caracterizada de “cooperativizada”, pues ésta se circunscribe exclusivamente a las relaciones internas o típicas de las cooperativas con sus socios».

			Sin embargo, creemos más bien que lo que debe considerarse tal no está necesariamente en función de con quién se lleva a cabo. La actividad cooperativizada es la propia de la cooperativa, la que está en la base de la creación de este ente social, aquella para la que se ha constituido la propia cooperativa, la necesidad común a todos los cooperativistas, para cuya satisfacción se constituyen en sociedad. Actividad cooperativizada, prestación de los servicios cooperativizados, no son más que formas de hacer referencia al fin económico-social de la cooperativa. La actividad cooperativizada, por tanto, es la que se organiza y desarrolla mediante la sociedad cooperativa.

			Si bien es cierto que en la cooperativa las personas se asocian para realizar ellas mismas las actividades que pueden satisfacer sus necesidades económico-sociales, la actividad cooperativizada no se identifica con actividad interna o realizada con los socios. Las sociedades cooperativas no están constreñidas a operar únicamente con los propios socios, sino que, paulatinamente, han ido ampliándose los ejemplos de admisibilidad de realización de operaciones con terceros, que también son actividad cooperativizada.

			Actividad cooperativizada sí que se opone a actividad instrumental, aquella que es simplemente un medio para alcanzar el fin social, a la que es presupuesto, complemento, consecuencia o instrumento de aquélla. Como dice la Sentencia del Tribunal Constitucional 72/1983 (RTC 1983/72), «la cooperativa como persona jurídica ha de establecer relaciones jurídicas externas con terceros, que no pueden encuadrarse dentro de las «funciones» típicas de las mismas y que tienen un valor instrumental y necesario para la consecución del fin social. Así, por ejemplo, la cooperativa de consumo habrá de comprar los productos que vende a sus socios, y en determinados supuestos a terceros, y una cooperativa de producción habrá de vender lo producido. Es una actividad inherente a determinadas cooperativas el poder establecer relaciones como las señaladas, actividad que realiza exactamente igual que otra persona jurídica». Lo que define a una actividad como instrumental no es el sujeto con el que entabla la relación la cooperativa, y si normalmente se trata de «relaciones jurídicas externas con terceros», no tiene que ser así, necesariamente, siempre. Lo verdaderamente definitorio es su relación con el fin social: las actividades instrumentales posibilitan su desarrollo, pero no son actividades cooperativizadas.

			Mientras que las leyes de cooperativas guardan silencio respecto a lo que consideran «actividad cooperativizada», el RRSC dispone en su artículo 2.2 que, a los efectos de la determinación de su ámbito de aplicación, «se entiende por actividad cooperativizada la correspondiente a la actividad societaria por cualquiera de las fórmulas estables a que se refiere la Ley de Cooperativas, con independencia del domicilio social y de otras relaciones con terceros». Por lo tanto, se confirma que actividad cooperativizada es la correspondiente al fin social —con independencia de con quién se lleven a cabo dichas operaciones— y quedan al margen las actividades extraordinarias, esporádicas o puntuales ajenas a los fines específicos y estables de la cooperativa, así como «otras relaciones con terceros» —distintas a las actividades cooperativizadas—.

			3.2.3.2. ¿Qué significa desarrollar principalmente, preferentemente o mayoritariamente la actividad?

			No todas las leyes de cooperativas definen el alcance de los adverbios «principalmente» o «preferentemente» que emplean en algunos casos para delimitar su ámbito de aplicación, y en casi todos para indicar uno de los posibles lugares donde debe fijarse el domicilio de la cooperativa.

			Dicho significado ha distado de estar claro y ha suscitado numerosas dudas: a) si han de considerarse equivalentes entre sí los términos «principalmente», «preferentemente» y «mayoritariamente»; b) si han de entenderse como referidos a una actividad que excede cualitativamente o bien cuantitativamente a otra; c) y en este segundo caso, si ha de atenderse al volumen de las operaciones o bien si dicho volumen ha de traducirse monetariamente, es decir, ha de calcularse el valor de las operaciones; d) y si dicha cuantía ha de ser puesta en relación con el volumen o el importe totales; es decir, si la comparación se establece entre la actividad realizada en una Comunidad Autónoma y la realizada fuera de ella (de forma agrupada) o hay que cotejarla con la actividad realizada en las distintas Comunidades Autónomas (por separado); e) por último, si se trata de una mayoría absoluta o de una mayoría simple: ¿se requiere un porcentaje superior al 50 por 100 o basta con que el porcentaje realizado en una Comunidad sea más elevado que el realizado en otra? En definitiva, si es o no una cuestión de porcentajes y de qué tipo de porcentajes se trata.

			Si había que optar por algún parámetro, parecía que el significado había de ser el cuantitativo, por ser el más fácilmente objetivable (MORILLAS, 1999, p. 5; ídem, 2002, p. 4789; ALFONSO, 2000, p. 168), lo que no eliminaba las dificultades de cálculo, especialmente respecto de ciertas clases de cooperativas. Por poner un ejemplo: una cooperativa que obtenga cosechas en varias Comunidades Autónomas, parece que realiza mayoritariamente sus operaciones si obtiene el 90% en una y el 10% en otra; pero ¿qué decir cuando el volumen está más igualado, un 55% contra un 45%, por ejemplo, o si los porcentajes son 50, 25 y 25%?; ¿o qué sucede si de un ejercicio a otro se intercambian los porcentajes entre las Comunidades respectivas, o si se igualan los porcentajes y se realiza un 50% en cada Comunidad?; ¿entraría en juego entonces la Ley estatal de Cooperativas?; ¿habría de regularse por una Ley de Cooperativas autonómica un año y por otra distinta el siguiente, con la consiguiente adaptación de los estatutos a la otra Ley (y las sanciones por incumplimiento de este deber, señaladamente la descalificación de la cooperativa)?

			¿Y qué había que decir de la inscripción en el Registro de Cooperativas? Porque hay que recordar que, en materia de cooperativas, el cambio de ámbito de actuación puede determinar un cambio en el Registro competente respecto a esa cooperativa. De esta manera, los inconvenientes derivados de la forma de delimitar el ámbito de aplicación de las leyes de cooperativas se multiplican por el hecho de que, ligada a la aplicación o no de la Ley estatal, está la inscripción en el Registro de Sociedades Cooperativas de Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales o en los Registros de Cooperativas autonómicos: ¿habría de cambiar la cooperativa de Registro cada vez que se produjese alguna de aquellas situaciones?; ¿habrá de estar inscrita simultáneamente en varios Registros? Si se quiere mantener un sistema, como el actual, que vertebra la inscripción de las cooperativas en el Registro de Cooperativas (estatal o autonómico) y que incrementa las competencias de estos Registros, es preciso dar un mínimo de estabilidad al criterio que atribuye competencia, para seguridad del tráfico y para no desconcertar a los terceros y a las propias cooperativas. La misma LC es consciente de este problema, tal y como se refleja en su Disposición Final 3.ª: «El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia y de Trabajo y Asuntos Sociales, dictará las normas necesarias para que las cooperativas tengan que legalizar los libros y depositar sus cuentas anuales en un solo Registro».

			El RRSC vino a colmar parcialmente la laguna en la definición del concepto que nos ocupa y resolvió algunas de las dudas e interrogantes planteados en este epígrafe: su artículo 2.2 establece que se entiende que la actividad cooperativizada se realiza principalmente en el territorio de una determinada Comunidad Autónoma «cuando dicha actividad en la misma resulte ser superior a la realizada en el conjunto de los demás territorios». Se establece, pues, un sistema de mayoría simple por comparación de la actividad desarrollada en una Comunidad Autónoma con la actividad desarrollada en las restantes, de forma agrupada.

			Por otro lado, el mismo RRSC contiene en su artículo 3.2 un mandato de colaboración que desarrolla en su artículo 41 con diversas normas sobre cooperación con los Registros de Cooperativas de las Comunidades Autónomas, para no obstaculizar el ejercicio de sus respectivas competencias, y dedica su artículo 42 a la regulación de la coordinación con los Registros Mercantiles, aunque el grueso de la regulación de esta última se contendrá en el Real Decreto cuya promulgación prevé la Disposición Final 3.ª LC antes transcrita.

			Con posterioridad al RRSC, algunas leyes autonómicas se han ocupado de definir el criterio que utilizan para delimitar su ámbito de aplicación, en la línea establecida por dicho Reglamento.

			Así, el artículo 2.2 LCAS, establece: «Se entenderá que la actividad cooperativizada se realiza principalmente en el territorio del Principado de Asturias cuando la misma resulte superior en su conjunto a la desarrollada fuera del mismo». El artículo 3.1, párr. 2.º LCCANT dispone: «Se entenderá que la actividad cooperativizada se realiza con carácter principal en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria, cuando la misma resulte superior en su conjunto a la desarrollada fuera de la Comunidad». El artículo 3.2 LCCLM señala: «Se entenderá que la actividad cooperativizada se realiza principalmente en el territorio de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha si fuera superior en su conjunto a la desarrollada fuera del mismo, siempre tomando en consideración su volumen en cada ejercicio económico, la ubicación real de los centros de trabajo o de las explotaciones de los socios, o cualesquiera otros índices reveladores de la efectiva actividad». El artículo 2, párr. 2.º LCG establece: «Se entenderá que la actividad cooperativizada se desarrollará con carácter principal en la Comunidad Autónoma de Galicia cuando dicha actividad se desarrolle mayoritariamente dentro de su ámbito territorial». El artículo 2, párr. 2.º LCLR dispone: «Se entenderá que la actividad cooperativizada se realiza principalmente en el territorio de la Comunidad Autónoma de La Rioja cuando la misma resulte superior en su conjunto a la desarrollada fuera del mismo».

			3.2.3.3. Desarrollo de las actividades en el territorio de la Comunidad Autónoma

			Respecto de las leyes de cooperativas que permanecen fieles al criterio del ámbito territorial del desarrollo de las actividades circunscrito al territorio de la Comunidad Autónoma, solo o combinado con el criterio de la constitución, se plantea la cuestión de saber cómo se identifica dicho territorio. Estas leyes de cooperativas establecen como mención esencial de los estatutos, precisamente, el ámbito territorial de actuación [art. 9.c) LCAR; art. 11.a) LCCM]. Respecto de las cooperativas de crédito, el artículo 7.3 RCCRE dispone que dicho ámbito habrá de venir consignado en los Estatutos: las cooperativas «no podrán realizar con carácter habitual operaciones activas, ni aun con sus socios, fuera de dicho ámbito estatutario. Este ámbito también constituirá el límite territorial aplicable a las operaciones pasivas y de servicios»; al margen de dicho ámbito, se pueden realizar actividades accesorias o instrumentales y las mencionadas en el artículo 4.2, párrafo 2.º, LCCRE.

			Pero también en las que optan por el criterio de la actuación principal, preferente o mayoritaria se suscita la cuestión de la determinación de dicho «ámbito territorial de la actividad cooperativa principal», que aparece como mención estatutaria obligatoria en algunas leyes de cooperativas [art. 11.b) LSCA; art. 16.1.d) LCCAT; art. 14.1.e) LSCEX; art. 13.1.e) LCPV; art. 12.1.e) LCLR]. Otras, por el contrario, simplemente exigen la constancia estatutaria del «ámbito territorial de actuación» [art. 12.1.d) LCAS; art. 14.1.d) LCIB; art. 15.1.b) LCCANT; art. 13.c) LCCL; art. 13.1.d) LCRM; art. 13.1.e) LFCN]; del «ámbito territorial donde la cooperativa desarrollará las actividades cooperativizadas con sus socios» [art. 14.1.e) LCCLM; art. 14.1.5 LCG]; o «el ámbito territorial de la actividad cooperativizada, que deberá desarrollarse mayoritariamente en el territorio de la Comunitat Valenciana» [art. 10.2.a) LCCV].

			Para MARTÍN VIDAL (2001, p. 42), la determinación del ejercicio de una actividad cooperativizada de modo principal parece que «vendría determinada simplemente por la constancia del ámbito territorial en los Estatutos de la cooperativa». En ese sentido se pronuncia también la SAP de Madrid de 7 de junio de 2013 (AC 2013/1358).

			La voluntad de los socios será, al menos inicialmente, la que determinará la ley aplicable y el Registro competente, aunque esta voluntad podrá ser revisada y corregida judicialmente, tal y como, según vimos, hizo la STS de 21 de junio de 1996 (RJ 1996/5322), para la que el ámbito territorial de actuación que hay que tener en cuenta es el de la actuación de la cooperativa con los socios, siendo relevante, en consecuencia, al margen de lo que establezcan los estatutos, el domicilio de la sociedad y el de los socios. Parece claro que la realidad (y en ese sentido hay que interpretar las expresiones «real y efectivamente» presentes en algunas leyes) ha de imponerse por encima de la apariencia creada por los estatutos. Si realmente la cooperativa no realiza su actividad superando los límites territoriales de la Comunidad Autónoma, no escapa al ámbito de aplicación de su ley reguladora, al margen de lo que proclame su estatuto, y viceversa.

			Como bien indica ALFONSO (2000, p. 166), el cambio de ley aplicable es fácil y se consigue con sólo ampliar o reducir el ámbito de actuación de la cooperativa: otra cosa es que este cambio trascienda porque sólo será conocido si la cooperativa actúa con diligencia y buena fe comunicando esta circunstancia a los organismos competentes, pero no hay controles al respecto.

			En este sentido, el artículo 2.2 RRSC dispone, respecto de la determinación del ámbito de actuación territorial de la sociedad cooperativa y del ejercicio de la actividad cooperativizada en una o varias Comunidades Autónomas: «En la inscripción inicial de la sociedad, dichas circunstancias se deducirán de sus estatutos, sin perjuicio de que con posterioridad procediera modificar el fuero registral a consecuencia de variación de tales circunstancias, que se acreditará mediante certificación de la sociedad comprensiva de su actividad efectiva, por el contenido de modificación estatutaria, o por cualquier medio de prueba válido en derecho». Además, su artículo 44.2 señala: «Si el Registro de Sociedades Cooperativas comprobase, por cualquier medio, indicios de incumplimiento en materia de su competencia, se dirigirá a la correspondiente sociedad requiriéndole de subsanación o para aclaración de actuaciones», antes de proceder a requerir la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

			3.2.4. La coordinación de los criterios


			Los problemas no se suscitan sólo al considerar aisladamente cada uno de los criterios delimitadores del ámbito de aplicación de las leyes. Algunos surgen, precisamente, de la coexistencia de normas con criterios diversos. También hay que llamar la atención acerca de la necesidad de coordinar el ámbito de aplicación de la Ley estatal con el de las leyes autonómicas, con el de ambos grupos de normas autonómicas.

			La primera consecuencia que deriva de la heterogeneidad de criterios es que se van a producir enclaves competenciales ajenos en el territorio de una Comunidad Autónoma determinada. Porque la realización de actividades en más de una Comunidad Autónoma no llevará aparejada la aplicación de la Ley estatal (esto sólo ocurrirá cuando no se desarrolle en ninguna de ellas de forma principal) sino la Ley de la Comunidad Autónoma en la que se entienda que realiza principalmente sus actividades la cooperativa, cooperativa que, para más confusión, puede estar domiciliada allí o en otra Comunidad (donde, pongamos por caso, esté centralizada su gestión administrativa) y que estará inscrita en el Registro de Cooperativas que corresponda.

			Por otro lado, para que no se aplique la Ley de Cooperativas estatal, sino la de la Comunidad en la que principalmente se realiza la actividad cooperativizada, dicha Comunidad deberá haber desarrollado las competencias en un texto legal que delimite su ámbito de aplicación de acuerdo con este criterio del carácter principal o mayoritario. Porque si no contiene este criterio sino que se rige por el otro, por el de la exclusiva realización de actividades en el territorio de esa Comunidad Autónoma, la propia norma autonómica repelería su aplicación extraterritorial, y se daría la curiosa circunstancia de que no se puede aplicar la Ley del Estado porque la actividad se lleva a cabo principalmente en una Comunidad Autónoma, y tampoco se puede aplicar la Ley autonómica de esa Comunidad porque la actividad cooperativizada supera los límites del territorio de esa Autonomía. Por tanto, el criterio de delimitación de la Ley estatal resulta incompatible con las leyes en las que figura el criterio del ámbito territorial de actuación, y sólo encaja con las leyes que optan por el criterio de la actuación principal.

			3.3. LA APLICACIÓN DE LA LEY ESTATAL DE COOPERATIVAS


			Se ha dicho que la Ley estatal de Cooperativas nace con una escasa vocación de aplicación práctica, aunque ésta puede resultar menos rara de lo que a primera vista parece.

			3.3.1. Aplicación directa


			3.3.1.1. Por razón del territorio donde se lleva a cabo la actividad cooperativizada

			Se trata de las cooperativas que desarrollan su actividad cooperativizada en el territorio de varias Comunidades Autónomas, o principalmente en la Ciudad Autónoma de Ceuta o en la de Melilla. El artículo 2 LC se centra en este aspecto de la aplicación directa de la Ley.

			Respecto de las cooperativas con ámbito de actuación suprautonómico, ya hemos indicado que será de aplicación la Ley estatal, salvo en aquellos casos en que la actuación se concentre de forma principal en alguna Comunidad Autónoma en concreto, caso en el que la cooperativa se regirá por la Ley de dicha Comunidad Autónoma, siempre y cuando dicha Ley permita su aplicación extraterritorial en esas condiciones. La vigencia respecto de cooperativas que desarrollen su actividad en más de una Comunidad Autónoma, sin hacerlo en ninguna de ellas con carácter principal, con porcentajes exactamente equivalentes, por tanto, o muy similares, será un supuesto de difícil concreción en la práctica.

			En relación con las cooperativas que realicen su actividad en la Ciudad Autónoma de Ceuta o de Melilla, la Ley de Cooperativas es directamente aplicable, porque las leyes del Estado son de aplicación directa en las Comunidades que no han asumido competencias en alguna materia, de acuerdo con el artículo 149.3 de la CE: y será directamente aplicable, tanto si las actividades se realizan más allá de los límites del término municipal de una de estas ciudades pero principalmente dentro de ellos, cuanto si, sin rebasarlos, únicamente realizan su actividad en Ceuta o en Melilla o en ambas Ciudades Autónomas con la misma intensidad (esto último no lo dice la Ley, pero debe ser así). Las cooperativas que realicen sus funciones principalmente en alguna de dichas ciudades (el art. 2 LC ha aplicado este criterio para delimitar su ámbito de aplicación directa) se regirán en todo caso por la Ley del Estado, una ley que actúa como si fuese la legislación propia de la que no se pueden dotar.

			3.3.1.2. Por razón de la materia

			Aunque nada diga la Ley de Cooperativas, hay ciertos preceptos que son de aplicación directa por la materia que regulan: la legislación básica del Estado no es de aplicación supletoria sino directa respecto de las cuestiones procesales (recursos, plazos y legitimación en casos de baja obligatoria o acuerdos de expulsión), el asociacionismo cooperativo, los supuestos de traslado de domicilio que impliquen cambio de la Ley aplicable, la determinación de los principios básicos de la regulación de la sociedad cooperativa, los aspectos mercantiles (contabilidad, registro, publicidad, situaciones concursales, sucursales, transformación y otras mutaciones estructurales, grupos) y el régimen de las cooperativas mercantiles de acuerdo con el artículo 124 Cdc —«cuando se dedicaren a actos de comercio extraños a la mutualidad o se convirtieren en sociedades a prima fija»— son otras tantas materias en las que la Ley estatal sería de directa aplicación (PAZ CANALEJO, 1989, p. 72; ALFONSO, 1999, pp. 2-4).

			En este sentido, la más respetuosa es la LCRM, cuya Disposición adicional quinta señala que los artículos 12, 27.4, 32.3, 40.2 párrafos 1 y 3, 40.3 párrafo 2, 47, 53, 64.6, 90, 94.1, 95.2, 97.3, 99.6, 99.11, 100.3, 101.2, 109.2, 115.3, 119.3, 119.6, 137.12 y la disposición transitoria segunda, «se incorporan a la presente Ley con el carácter de mera reproducción o de remisión formal a la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, y demás legislación estatal dictada en materia civil, mercantil, laboral y de Seguridad Social, concursal, procesal y de ordenación de registros e instrumentos públicos directamente aplicable a las sociedades cooperativas de competencia autonómica».

			3.3.2. Aplicación supletoria


			La Ley del Estado se aplica de forma supletoria o subsidiaria, es decir, en segundo lugar, en defecto de ley autonómica, en diversos casos relativos, todos ellos, a Comunidades Autónomas con competencia exclusiva en materia de cooperativas y, siempre, de acuerdo con el artículo 149.3 CE.

			3.3.2.1. Lagunas en las leyes autonómicas

			De acuerdo con el artículo 149.3 CE, el «derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas», por lo que la Ley estatal de Cooperativas se aplicará de forma supletoria para cubrir eventuales lagunas, es decir, supuestos para los que no es posible encontrar norma jurídica en la propia ley (ni expresamente, ni por autointegración analógica).

			Las propias leyes autonómicas contemplan este tipo de aplicación de la Ley estatal, su juego integrador: en unos casos, se señala como supletoria «la legislación cooperativa estatal» (Disp. Final 4.ª LCCM; Disp. Final 3.ª LCLR); «la legislación de cooperativas del Estado» (Disp. Final 1.ª LCCLM); «la legislación de sociedades cooperativas del Estado» (Disp. Final 2.ª LCCANT; Disp. Final 2.ª LSCEX); o «la normativa estatal en materia de cooperativas» (Disp. Trans. 4.ª LCCL). Peculiar es la LCCAT que, al regular la jurisdicción y competencia, establece que los órganos jurisdiccionales, para la solución de los conflictos entre la cooperativa y sus socios «han de aplicar, con preferencia a cualquier otro tipo de norma, el derecho cooperativo en el sentido estricto, integrado por la presente ley, las disposiciones normativas que la desarrollan, los estatutos sociales de la cooperativa, los reglamentos de régimen interno, los demás acuerdos de los órganos sociales de la cooperativa, los principios cooperativos catalanes, las costumbres cooperativas, la tradición jurídica catalana y, supletoriamente, el derecho cooperativo general».

			Los Estatutos de Autonomía también hacen referencia a la aplicación supletoria del Derecho del Estado, del que forma parte la Ley de Cooperativas: en materia de la competencia exclusiva, el derecho autonómico es el aplicable en el territorio de la Comunidad Autónoma con preferencia a cualquier otro (art. 42.2.1.º EA Andalucía; art. 80.2 EA Aragón; art. 87.1 EA Islas Baleares; art. 43 EA Canarias; art. 110.2 EA Cataluña; art. 38.1 EA Galicia; art. 33 EA Madrid; art. 40.3 EA Navarra; art. 21 EA País Vasco; art. 45 EA Comunidad Valenciana). En defecto de derecho propio será de aplicación supletoria el derecho del Estado (art. 42.2.1.º EA Andalucía; art. 87.3 EA Islas Baleares; art. 43 EA Canarias; art. 38.2 EA Galicia; art. 33 EA Madrid; art. 15.4 EA Murcia; art. 40.3 EA Navarra; art. 21 EA País Vasco; art. 45 EA Comunidad Valenciana).

			Pero, aunque nada dijeran aquéllas o éstos, por imperativo del artículo 149.3 de la Constitución, la solución sería la misma, ya que la fórmula «en todo caso», impide, por un lado, que una ley de cooperativas autonómica establezca como supletoria la aplicación de otra ley autonómica y, por otro, que las lagunas se colmen de acuerdo con derecho propio (sobre esta última cuestión, las posturas no son totalmente coincidentes).

			Las leyes de cooperativas autonómicas remiten, expresamente, en ocasiones, a la Ley estatal en ciertas materias, regulándolas, así, por remisión (por ejemplo, arts. 57.4.2.º y 59.5 LCCM y art. 99.9 LCPV).

			3.3.2.2. Aplicación en Comunidades Autónomas sin ley reguladora

			En segundo lugar, la Ley estatal será de aplicación supletoria cuando no exista ley autonómica en Comunidades Autónomas que hayan asumido competencia exclusiva en materia de cooperativas, situación en la que en la actualidad se encuentra ya únicamente la Comunidad Autónoma de Canarias.

			La aplicación supletoria en las Comunidades que, aun teniendo competencias plenas no las han desarrollado, es un supuesto silenciado por la LC —las enmiendas n.º 284, del PP y n.º 313, de CiU en el Congreso y la n.º 50, del Grupo Parlamentario Socialista en el Senado, pretendían recogerlo—, consciente quizás de su transitoriedad, o por razón de su obviedad, desde nuestro punto de vista, al derivar igualmente del artículo 149.3 de la Constitución. El Derecho estatal tiene vigencia en una Comunidad Autónoma que no haya hecho uso de sus competencias normativas: la Ley estatal de Cooperativas es de aplicación supletoria en las Comunidades que hayan asumido competencias, pero aún no las hayan ejecutado. Una vez que se dicte la norma autonómica, ésta desplazará al Derecho estatal: el ejercicio de la competencia no deroga el Derecho estatal en esa Comunidad, sino que los preceptos estatales continuarán vigentes como derecho supletorio, integrador de las lagunas.

			La Disposición Transitoria 2.ª EA Canarias establece: «Mientras las Cortes Generales no elaboren la legislación básica o las Leyes marco a que se refieren la Constitución y el presente Estatuto, y la Comunidad Autónoma Canaria no dicte normas sobre las materias de su competencia, continuarán aplicándose las Leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas materias, sin perjuicio de su ejecución por la Comunidad Autónoma de Canarias en los casos así previstos en este Estatuto».

			La paulatina promulgación de leyes de cooperativas en las restantes Comunidades Autónomas hace irrelevante en este punto la transcripción de las normas transitorias existentes en sus Estatutos de Autonomía. Y deja sin contenido la polémica acerca de si a dichas Comunidades podía serles de aplicación la Ley 27/1999 con carácter supletorio: para algunos autores, en estas Comunidades, si no se infería así por el aplicador del Derecho autonómico, a falta de una apelación expresa, pervivía para ellas la LGC de 1987 en tanto no se dotasen de su propia ley (ALONSO, 2001, p. XXV). Y ello porque, según doctrina constitucional, cuando la competencia legislativa ha sido asumida por las Comunidades Autónomas, la ley estatal no puede aplicarse como supletoria en dichas Comunidades, porque la supletoriedad no es un título competencial que habilite al Estado a legislar para ellas en tanto no se doten de su propia regulación (FAJARDO, 1999, pp. 83-84; ALFONSO, 1999, p. 2). Sostuvieron la aplicación supletoria de la LC en estos casos MORILLAS (1999, p. 7; 2002, pp. 4799-4802) y MARTÍN VIDAL (2001, p. 42). En nuestra opinión, la aplicación supletoria de la Ley de cooperativas estatal de 1999 a las Comunidades Autónomas sin ley autonómica reguladora no iba en contra de la doctrina del Tribunal Constitucional al respecto (SSTC 147/1991, de 4 de julio, RTC 1991/147, y 61/1997, de 20 de marzo, RTC 1997/61), puesto que su promulgación no se produce con el único propósito de dictar derecho supletorio al de las Comunidades Autónomas: no se trataba de una materia de la exclusiva competencia de las autonomías que todos los estatutos hubieran atribuido a éstas en un mismo grado de homogeneidad, porque hay competencia estatal al respecto en cuanto a las cooperativas supraautonómicas y además hay dos comunidades que no tienen competencia en la materia, Ceuta y Melilla, a las que no se les puede dejar eternamente reguladas por la Ley de 1987, como si el tiempo se hubiese detenido y ellas quedado petrificadas en esa fecha. En todas las Comunidades Autónomas carentes de Ley reguladora debe ser de aplicación la Ley de Cooperativas estatal vigente en cada momento, por imperativo del art. 149.3 de la Constitución, que no deja dudas respecto a la supletoriedad «en todo caso», y a cuyo tenor había que interpretar las cláusulas de transitoriedad de los Estatutos, en unos casos, y colmar su ausencia, en otros.

			3.3.2.3. Otros supuestos de aplicación supletoria

			La Ley estatal de Cooperativas se aplica de forma supletoria, finalmente, a las sociedades que desarrollen principalmente, pero no exclusivamente, su actividad en una Comunidad Autónoma regida por una Ley que utiliza el criterio territorial: ante la imposibilidad de aplicar la Ley autonómica por impedirlo ella misma al delimitar su ámbito de aplicación, y no ser de directa aplicación la Ley estatal (por tratarse de un supuesto no contemplado en su art. 2) habría que concluir que el vacío normativo producido se colmaría aplicando supletoriamente la Ley estatal.

			3.4. LA ELECCIÓN DE LA LEY ESTATAL COMO LEY APLICABLE: LA «HUIDA DEL DERECHO COOPERATIVO AUTONÓMICO»

			Una de las reflexiones más extendidas entre los autores ante la contemplación de esta enorme «oferta legislativa» es el posible efecto que va a producir en los destinatarios de las leyes, las cooperativas: se vaticina como más que probable un fenómeno que calificamos como «huida del Derecho cooperativo autonómico», que suscita dudas acerca de su legalidad y malos presagios sobre los efectos que puedan derivarse en los principios cooperativos. Esta búsqueda de la Ley —en principio, de la Ley estatal, como regulación más flexible— se puede llevar a cabo por distintas vías, que dependen del tipo de criterio de delimitación de la Ley autonómica que se pretende evitar y que están ligadas a la voluntad de los órganos de la cooperativa.

			Para GARCÍA-GUTIÉRREZ (1998, p. 211), «se va a producir un fenómeno de sorteo de la norma autonómica. No importa que en cada Autonomía haya competencia legislativa. Si la ley general es mejor las sociedades cooperativas con sede en las diferentes Autonomías procurarán trascender de la autonomía». Algo también vaticinado por VICENT CHULIÁ (1998, p. 17): «la existencia de una Ley estatal, para cooperativas constituidas voluntariamente como estatales, y Leyes de cooperativas autonómicas para las que operen en su territorio y se constituyan como cooperativas sometidas a la respectiva Ley autonómica, puede determinar una dinámica perversa. En efecto, la Ley estatal tenderá a ofrecer el marco más liberal, más próximo al modelo de sociedad lucrativa, y ejercerá una seducción indudable sobre los fundadores de las cooperativas y sobre los socios de las ya constituidas, que se verán tentados a constituir o transformar su Cooperativa autonómica en Cooperativa estatal. Por otro lado, es de dudosa legalidad constitucional que una Cooperativa de ámbito de actuación circunscrita a un territorio autonómico pueda quedar sometida, ni siquiera voluntariamente, al estatuto de la Cooperativa estatal. En todo caso esta dinámica producirá una carrera hacia la progresiva desvirtuación de los principios cooperativos y liquidación de la noción de patrimonio cooperativo irrepartible, que ha caracterizado al cooperativismo latino, frente al germánico». A su juicio (1998, p. 10), al no aplicarse la Ley estatal a las de ámbito territorial autonómico, cada Comunidad Autónoma se verá incitada a aprobar su propia Ley, pero como la ley estatal incorpora un régimen más flexible, es previsible que las cooperativas busquen someterse voluntariamente a ella, incorporando socios de otras Comunidades, y escapando así a la normativa autonómica.

			4. EL NUEVO RÉGIMEN DE LAS «MICROCOOPERATIVAS»

			Otro aspecto destacable del régimen legal de la sociedad cooperativa es la regulación, en algunas de las últimas reformas, de un nuevo régimen para las pequeñas cooperativas, dentro de la actual tendencia a regular lo «micro» (microfinanzas, microcréditos, microseguros… microcooperativas).

			En el ámbito del Derecho de Sociedades, este tipo de norma tiene su encaje en las iniciativas para la simplificación legislativa y administrativa y las políticas a favor de las pequeñas y medianas empresas, desde hace ya más de dos décadas.

			La Recomendación de la Comisión de 22 de abril de 1997 sobre la mejora y simplificación de las condiciones para la creación de empresas (97/344/CEE) instó a los Estados miembros a simplificar las formalidades para la creación de empresas y señala que el principio de «pensar primero en los pequeños» («think small first») debería servir como test de tolerancia al respecto. El mismo año, en el seno de la Comisión Europea, por mandato del Consejo Europeo de Ámsterdam de 1997, se constituyó el Grupo operativo para la simplificación del entorno empresarial (grupo BEST, Business Environment Simplification Task Force), con la misión de estudiar la manera de mejorar el entorno empresarial simplificando la carga normativa y administrativa que pesa sobre las empresas, especialmente las pequeñas y medianas empresas (pymes), con vistas a aumentar su potencial de creación de puestos de trabajo. Los trabajos del Grupo fructificaron en la aprobación del Informe de mejora del entorno empresarial del 30 de abril de 1999, a cuyo contenido y recomendaciones respondió la Comisión por medio de la Comunicación «Fomento del espíritu empresarial y la competitividad [COM(1998) 550 final]. Posteriormente, el Consejo Europeo de Lisboa de 23 y 24 de marzo de 2000 señaló que «(L)a competitividad y el dinamismo de las empresas dependen directamente de un clima regulador que motive la inversión, la innovación y el espíritu empresarial. Se requieren mayores esfuerzos para reducir los costes de la actividad empresarial y suprimir trámites burocráticos innecesarios, elementos ambos especialmente onerosos para las pymes. Las instituciones europeas, los gobiernos nacionales y las autoridades regionales y locales deben seguir prestando especial atención a las repercusiones y a los costes que supone el cumplimiento de la normativa propuesta, y deberían proseguir el diálogo con el sector empresarial y con los ciudadanos sin perder de vista este objetivo» (punto 14). Meses después, la Carta Europea de la pequeña empresa, adoptada por el Consejo Europeo celebrado en Santa María de Feira (Portugal) los días 19 y 20 de mayo de 2000, reiteró la necesidad de que los Estados miembros se comprometieran a emprender acciones de apoyo a favor de las pequeñas empresas con medidas como la agilización y reducción de sus costes de creación, aplicando las nuevas tecnologías para la inscripción en línea en los Registros.

			La Resolución del Parlamento Europeo P5_TA(2002)0079 sobre la estrategia para el pleno empleo y la inclusión social en el marco de la preparación de la Cumbre de primavera de 2002 de Barcelona: el proceso de Lisboa y el camino que se ha de seguir, instó a los Estados miembros a apoyar el empleo de formularios simplificados y normalizados y el uso intensivo de las TIC en los intercambios con las administraciones públicas, para agilizar los procedimientos de constitución, registro y publicidad de la creación de empresas. El 23 de febrero de 2002, la Conferencia informal de Ministros Europeos de Pymes celebrada en Aranjuez decidió prestar una atención especial a mejorar el entorno de actividad de las pequeñas y medianas empresas (pymes), y señaló la necesidad, entre otras medidas, del abaratamiento y la simplificación de los procedimientos de creación, el estímulo del uso intensivo de las tecnologías de la información en el seno de las PYME (principalmente en las relaciones entre las pymes y las administraciones públicas), y la instauración de modos de regulación alternativos para facilitar su funcionamiento.

			El Libro Verde de la Comisión «El espíritu empresarial en Europa», documento basado en COM(2003)27, vuelve a insistir en que la normativa no hace distinciones entre empresas de diferentes tamaños, por lo que suele afectar de una manera desproporcionada a las más pequeñas y a animar a las autoridades públicas a aplicar el principio «pensar primero en lo pequeño», simplificando la reglamentación y adecuándola a ellas tanto como sea posible.

			La Comisión Europea aprobó la Comunicación sobre la Small Business Act para Europa en 2008 con el objeto de mejorar las condiciones para que las PYME europeas pudieran desarrollar todo su potencial. El 23 de febrero de 2011, la Comisión, en su Comunicación al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones la Comisión Europea presentó la Revisión de la «Small Business Act» para Europa (SBA), con el objetivo de contribuir a alcanzar los objetivos que establece la nueva agenda de reformas de la UE, la «Estrategia Europa 2020» [COM(2011) 78 final]. Aunque se reconocen los avances logrados en su aplicación desde 2008 (la mayoría de los Estados miembros ha adoptado medidas para la reducción de las cargas administrativas, se han reducido el coste y el tiempo de creación de las empresas y se ha mejorado el acceso a la financiación), señala que los Estados miembros deben continuar sus esfuerzos para apoyar la iniciativa empresarial en la difícil coyuntura económica y propone una serie de actuaciones prioritarias para mejorar el acceso a la financiación, mejorar la legislación, aprovechar el mercado único y ayudar a las pymes a afrontar los retos de la globalización y el cambio climático.

			Las disposiciones autonómicas específicas sobre microempresas o pequeñas cooperativas están línea con dichas iniciativas, y también con las disposiciones estatales adoptadas para ciertas sociedades de capital, con la creación del tipo Sociedad Limitada Nueva Empresa (SLNE), o con un ámbito más general, para facilitar la constitución telemática de sociedades y entidades mediante el documento único electrónico (DUE), inicialmente concebido para la SLNE (Real Decreto 682/2003, de 7 de junio), pero progresivamente ampliado a otros tipos empresariales, hasta llegar al Real Decreto 44/2015, de 2 de febrero, por el que se regulan las especificaciones y condiciones para el empleo del Documento Único Electrónico (DUE) para la puesta en marcha de sociedades cooperativas, sociedades civiles, comunidades de bienes, sociedades limitadas laborales y emprendedores de responsabilidad limitada mediante el sistema de tramitación telemática.

			Este régimen particular para las pequeñas o microcooperativas se contiene en algunos casos dentro de la propia Ley autonómica de cooperativas (LCAR, LCCANT, LCLR), mientras que ciertas Comunidades Autónomas han promulgado una Ley especial para regular esta modalidad societaria (LMCLM, LSCCEX, LFMTA, LSCPE).

			Ley 4/2017, de 30 de noviembre, de Microempresas Cooperativas y Cooperativas Rurales de Castilla-La Mancha; Ley 8/2006, de 23 de diciembre, de Sociedades Cooperativas Especiales de Extremadura; Ley Foral 2/2015, de 22 de enero, de microcooperativas de trabajo asociado; Ley 6/2008, de 25 de junio, de la Sociedad Cooperativa Pequeña de Euskadi. Esta última prevé la aprobación de un documento único electrónico de la sociedad cooperativa pequeña (DUESCP), que posibilite la constitución de las sociedades cooperativas pequeñas, su puesta en marcha y su asesoramiento; la atribución de la condición de puntos de asesoramiento e inicio de tramitación de las sociedades cooperativas pequeñas de Euskadi (PAITSCPE) a entidades sin ánimo de lucro, con ámbito de actuación en la Comunidad Autónoma del País Vasco; y la elaboración de modelos de estatutos [Disps. Adics. 1.ª, 2.ª y 3.a)]. En respuesta a una pregunta planteada por una parlamentaria acerca del calendario de desarrollo de esta Ley, el Gobierno Vasco, el 18 de noviembre de 2009, señaló que se negoció con las Cámaras de Comercio y con Elkar-Lan (cooperativa de segundo grado cuyo objeto es la promoción de empresas cooperativas, la creación de empleo cooperativo y el desarrollo económico y social) el poner en marcha una experiencia piloto, pero las Cámaras solicitaron algún tipo de compensación económica que no estaba prevista, y se ralentizó su desarrollo hasta tener establecida la conexión telemática con las notarías, ya que se estimaba que, una vez conseguida la tramitación telemática, las propias notarías iban a transformarse en los mejores puntos de asesoramiento; en cuanto al proceso implantación de la conexión telemática entre Registro de Cooperativas de Euskadi y la Plataforma Telemática del Consejo General del Notariado, manifestó que estaba muy avanzado, y los técnicos estimaban que sería plenamente operativo en enero de 2010, y que ya existía un borrador de modelo de estatutos, por lo que a lo largo del primer cuatrimestre de 2010 estarían desarrolladas las tres Disposiciones Adicionales, cosa que finalmente no ha sido así.

			La especialidad se reconoce normalmente sólo respecto de alguna o algunas clases de cooperativas.

			Cooperativas de trabajo asociado: artículo 72.2 y 4 y Disp. Adic. 6.ª LCAR; y Ley Foral de Navarra 2/2015, de 22 de enero, de microcooperativas de trabajo asociado; el artículo 101 LCCANT regula las especialidades de las cooperativas de trabajo de dos socios. Cooperativas de trabajo asociado o de explotación comunitaria de la tierra: artículo 3 LMCLM; y Ley 6/2008, de 25 de junio, de la Sociedad Cooperativa Pequeña de Euskadi. La LSCEEX comprende a todas, excepto a las de crédito y seguros. La excepción la constituye la LCLR, que no acota a determinadas clases la posibilidad de constituirse como o transformarse en sociedad cooperativa microempresa: artículos 3, 5, 9.3, 33.2 y Disp. Adic. 10.ª LCLR.

			La calificación como «microempresa cooperativa» o «pequeña cooperativa» gravita sobre el número de socios, tal y como reconoce expresamente el artículo 3 LMCLM cuando señala «configurándose como una modalidad de dichas clases en razón de su número de socias y socios»: un mínimo de dos y máximo de diez (art. 72.2 LCAR; art. 6 LMCLM; art. 1.3 LFMTA; art. 1 LSCPE); un máximo de veinte, en la LSCEEX; un mínimo de dos y un máximo de veinte (art. 5.1 LSCEEX; art. 5.1 LCLR); y lleva aparejado un régimen peculiar y más flexible de constitución (la «constitución exprés» del art. 20 LCCAT), de inscripción y funcionamiento, con especialidades en materia de órganos sociales y de régimen económico, entre otros extremos.

			El antecedente de estas normas particulares sobre microcooperativas lo encontramos en la admisión que ha llevado a cabo la legislación cooperativa de formas alternativas al consejo rector como estructura del órgano de administración de la cooperativa en aquellas con un reducido número de socios: un administrador único en cooperativas cuyo número de socios sea inferior a diez (art. 32 LC; art. 41 LCG; art. 37.2 LFCN; art. 47.1 LCLR), con diez o menos socios (art. 41.1 LCPV) o en cooperativas con menos de cinco socios (art. 48.1 LCRM); uno o dos administradores, conjuntos o solidarios en cooperativas de diez o menos socios (art. 39.1 LCCM y art. 41.2 LCCV; art. 43.2 LCCANT) o en cooperativas de primer grado de menos de diez socios (art. 38 LCAR); una administración única o una administración solidaria integrada por dos personas en cooperativas con diez o menos socios comunes (arts. 36 y 42 LSCA). O en la propia posibilidad de un consejo rector integrado por dos personas, en cooperativas de tres socios (art. 49.1 LCIB; art. 41.1 LCCL; art. 55.2 LCCAT; art. 37.1 LSCEX; art. 43.1 LCG; art. 47.1 LCLR).

			5. OTRAS FUENTES DE REGULACIÓN

			Además de la legislación sustantiva, estatal y autonómica, las cooperativas están afectadas por disposiciones legales que regulan cierta clase de cooperativas en particular, por normas sectoriales que se aplican a las cooperativas, no en tanto en cuanto que tales, sino en virtud de la actividad que desarrollan y por disposiciones que contienen medidas de fomento de todas ellas en general.

			Entre las primeras, cabe destacar la regulación de las cooperativas de crédito y de las cooperativas de seguros.

			La LCCRE, declara en su Exposición de Motivos que «no pretende ofrecer una regulación completa y exhaustiva de todos los aspectos de las Cooperativas de Crédito, sino tan sólo establecer las bases del régimen jurídico de dichas instituciones en cuanto entidades de crédito»; el Reglamento de esta Ley fue aprobado por Real Decreto 84/1993, de 22 de enero. Junto a la Ley estatal, hay disposiciones autonómicas: Decreto 54/1985, de 4 de julio, de Cooperativas de Crédito de Cantabria; Decreto 164/1988, de 27 de julio, por el que se regulan las competencias de la Comunidad de Castilla y León en materia de Cooperativas de Crédito y Cajas Rurales; Decreto 15/1986, de 26 de febrero, por el que se desarrollan las competencias de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de cooperativas de crédito; Decreto 270/1983, de 23 de junio, sobre cooperativas de crédito y cajas rurales de Cataluña, modificado por Decreto 172/1994, de 14 de junio; Ley 5/2001, de 10 de mayo, de Crédito Cooperativo de Extremadura; Real Decreto Legislativo 83/2005, de 22 de abril, de cooperativas de crédito de la Comunidad Valenciana.

			Las cooperativas de seguros son objeto de regulación específica únicamente en la legislación estatal: en la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras —artículos 19, 27, 28, 29, 33, 42, 78, 90, 172, 175, 181, 206 y Dis. Trans. 1.ª— y en su Reglamento, aprobado por Real Decreto 1060/2015, de 20 de noviembre, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras —arts. 4, 41, 100, 106, 107, 108, 109, 110, 112, 114, 221 y 227—; en los artículos 9, 10 y 24 del Real Decreto legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, transitoriamente en vigor por la letra g) de la Disp. Trans. LOSSEAR; y en los artículos 21.3.a) y 27.1.a) LMSRP.

			En cuanto a las segundas, está la legislación sectorial, compuesta por infinidad de normas de todo rango que, en el ejercicio de su objeto social, han de cumplir las sociedades cooperativas: así, por ejemplo, en cuanto que dedicadas a la actividad del transporte, las cooperativas de transportistas han de cumplir los requisitos de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, y sus normas de desarrollo; y, en cuanto que entidades de crédito, las cooperativas de crédito están vinculadas por la legislación aplicable a éstas y las cooperativas de seguros, por las normas de ordenación del sector de la actividad aseguradora.

			Esta sujeción a la legislación específica aplicable en función de la actividad que desarrollen aparece de forma explícita en algunas leyes autonómicas (art. 71.2 LCAR; art. 8.2 LCIB; art. 110.3 LSCEX; art. 103.2 LCG; art. 104.3 LCCM; art. 8.2 LCLR).

			Todas las leyes de cooperativas explicitan la aplicación de las normas generales y de ordenación a las cooperativas de crédito y de seguros: arts. 86.4 y 87 LCAR; art. 176 LCAS; arts. 131 y 134.3 LCIB; art. 118 LCCANT; arts. 145 y 151 LCCLM; art. 122 LCCL; arts. 114 y 118 LCCAT; art. 142 y Disp. Adic. 2.ª LSCEX; arts. 127 y 128 LCG; art. 112 LCCM; arts. 124 y 127 LCRM; arts. 70 y 73 LFCN; arts. 119 y 120 LCPV; arts. 125 y 128 LCLR.

			Por último, se pueden citar las normas, estatales y autonómicas, que contienen medidas de fomento de las cooperativas en general o de cierta clase de ellas en particular, en cumplimiento del deber establecido por el art. 129 CE.

			A modo de simple ejemplo de una y otras, la Orden TAS/3501/2005, de 7 de noviembre, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones para el fomento del empleo y mejora de la competitividad en las cooperativas y sociedades laborales y la Orden de 30 de diciembre de 2016, de la Consejera de Economía, Empleo y Hacienda, por la que se convocan ayudas para el fomento del empleo y mejora de la competitividad en las cooperativas y sociedades laborales en el ámbito de la Comunidad de Madrid para el año 2017.

			También en esta categoría se pueden encuadrar las que regulan el aspecto fiscal de este tipo de sociedades.

			La conexión de las cooperativas con el ámbito del Derecho fiscal no es reciente. Por un lado, tradicionalmente, las normas sustantivas han contemplado medidas fiscales (por ejemplo, los arts. 58 y 59 de la Ley de Bases catalana o el art. 21 del Reglamento de 1943); por otro, se ha regulado de forma especial el tratamiento fiscal de ese tipo de empresarios (Órdenes de 28 de julio de 1923, 26 de agosto de 1924 y 14 de noviembre de 1928; Estatuto de 9 de abril de 1954; Decreto 888/1969, de 9 de marzo; Real Decreto 1.855/1978, de 29 de junio; Orden de 14 de febrero de 1980). En esta profusión de normas fiscales se pone de manifiesto la intención de los poderes públicos de protegerlas desde esta perspectiva (BORJABAD, 1993, p. 20), por lo que cabe afirmar que el régimen fiscal especial es uno de los instrumentos utilizados para impulsar el movimiento cooperativo (GARCÍA MEJÍA, 1983, p. 47).

			En la actualidad, están vigentes la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre régimen fiscal de las cooperativas, modificada últimamente por Real Decreto-ley 3/2016, de 2 de diciembre, por el que se adoptan medidas en el ámbito tributario dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y otras medidas urgentes en materia social; el Real Decreto 1.345/1992, de 6 de noviembre, de normas para la adaptación de las disposiciones que regulan la tributación sobre el beneficio consolidado a los grupos de sociedades cooperativas; la Ley Foral 9/1994, de 21 de junio, por la que se establece el régimen fiscal de las cooperativas de Navarra, modificada últimamente por Ley Foral 23/2015, de 28 de diciembre; la Norma Foral 2/1997, de 22 de mayo, de régimen fiscal de las cooperativas del territorio histórico de Guipúzcoa, modificada últimamente por la Norma Foral 5/2016, de 14 de noviembre; la Norma Foral 16/1997, de 9 de junio, de régimen fiscal de las cooperativas del territorio histórico de Álava, modificada últimamente por Norma Foral 19/2016, de 23 de diciembre; y la Norma Foral 9/1997, de 14 de octubre, de régimen fiscal de las cooperativas del territorio histórico de Vizcaya, modificada últimamente por Norma Foral 5/2016, de 20 de julio.

			El debate sobre la fiscalidad está planteado en cuanto a su compatibilidad con la legislación antitrust. En este ámbito, es de gran importancia la STJUE de 8 de septiembre de 2011, Asuntos acumulados C-78/08 a C-80/08 (TJCE 2011/256), cuyo origen está en las peticiones de decisión prejudicial planteadas por la Corte Suprema de Casación italiana, en relación con la interpretación del artículo 87 TCE y el principio de prohibición del abuso de derecho en materia fiscal.

			Los litigios en el seno de los cuales se suscitan las cuestiones prejudiciales tienen por objeto el derecho a la obtención de exenciones totales o parciales de diferentes impuestos a las que, conforme a la normativa italiana, sólo pueden acogerse las sociedades cooperativas en virtud de la finalidad específica que éstas persiguen, la cual es reconocida por el artículo 45 de la Constitución italiana que destaca la función social y el carácter esencialmente mutualista de ese tipo de sociedades. La Corte Suprema de Casación considera que, para verificar la compatibilidad con el Derecho de la Unión de esas ventajas, debe determinarse previamente si el hecho de que las sociedades cooperativas de que se trate obtengan reducciones de impuestos, a menudo importantes, constituye una ayuda incompatible con el mercado común con arreglo al artículo 87 TCE, apartado 1, y, en su caso, qué requisitos deben concurrir para que sea así. Además, considera la Corte que si el haber optado las sociedades por la forma cooperativa constituyese un abuso de derecho susceptible de alterar las reglas del mercado, la libre competencia y el principio de igualdad de trato, ello traería como consecuencia en este caso que la forma jurídica societaria cooperativa no sería oponible a la Administración tributaria, que entonces podría gravar a dichas sociedades basándose en el régimen fiscal ordinario aplicable a las sociedades con ánimo de lucro.

			Según la Corte Suprema de Casación, es preciso indagar acerca de la justificación y la proporcionalidad de las ventajas de que se trata, teniendo en cuenta no sólo la dimensión y la cuota de mercado de determinadas sociedades cooperativas, sino también las carencias del sistema de control previsto por el Derecho nacional. De tal forma, las preguntas que plantea —sólo las que fueron admitidas por el TJUE— son las siguientes: 1) ¿Son compatibles con la normativa sobre la competencia y, en particular, pueden calificarse de ayudas de Estado con arreglo al artículo 87 del Tratado CE?; 2) ¿Dichas ventajas pueden considerarse proporcionadas en relación con los fines atribuidos a las empresas cooperativas? ¿La valoración de la proporcionalidad puede referirse, no sólo a cada medida considerada aisladamente, sino también a la ventaja que suponen las medidas consideradas en conjunto, con la consiguiente alteración de la competencia? El TJUE rechazó pronunciarse sobre dos de las preguntas formuladas por la Corte, en concreto, sobre la que interrogaba acerca de si podía calificarse de abuso de derecho la utilización de la forma de sociedad cooperativa, no sólo en los casos de fraude o simulación, sino también cuando la utilización de dicha forma de sociedad se realice con el fin exclusivo o principal de obtener un ahorro fiscal, porque no tiene que ver con la interpretación del Derecho de la UE. Considera que corresponde al Estado miembro de que se trate establecer y aplicar procedimientos de control y vigilancia apropiados a efectos de garantizar la coherencia de las medidas fiscales específicas adoptadas en favor de las sociedades cooperativas con la lógica y la economía general del sistema fiscal, así como evitar que las entidades económicas opten por esta forma jurídica específica con el único fin de disfrutar de las ventajas en materia de impuestos previstas para este tipo de sociedades. Y corresponde al órgano jurisdiccional remitente comprobar si esta exigencia se cumple en los litigios principales.

			El TJUE considera que, por tratarse de exenciones tributarias, las medidas fiscales pueden calificarse de ayudas de Estado; por beneficiar sólo a las sociedades cooperativas, y no poder acogerse a ellas todos los operadores económicos, en concreto, las sociedades con ánimo de lucro, la medida es selectiva. Pero concluye que es al Tribunal a quo al que compete examinar si estas exenciones fiscales pueden favorecer a determinadas empresas o producciones en relación con otras empresas que se encuentren en una situación fáctica y jurídica comparable habida cuenta del objetivo perseguido por el régimen del impuesto sobre sociedades, es decir, la imposición de los beneficios de las sociedades. Y para ello, tras glosar las peculiaridades de las cooperativas que las hacen diferentes de otras sociedades, señala que «las sociedades cooperativas de producción y de trabajo que presentasen características diferentes de las inherentes a ese tipo de sociedad no perseguirían verdaderamente una finalidad mutualista y deberían, por tanto, considerarse distintas del modelo descrito en la Comunicación de la Comisión sobre fomento de las cooperativas en Europa», es decir, valorar si «las sociedades cooperativas de producción y de trabajo de que se trata en los litigios principales se encuentran, de hecho, en una situación comparable a la de las sociedades con ánimo de lucro sujetas al impuesto sobre sociedades». Por lo tanto, es al órgano jurisdiccional remitente al que corresponderá «apreciar más concretamente el carácter selectivo de las exenciones fiscales de que se trata, así como su eventual justificación por la naturaleza o la economía general del sistema fiscal nacional en el que se inscriben determinando, en particular, si las sociedades cooperativas de que se trata en los litigios principales se encuentran, de hecho, en una situación comparable a la de otros operadores constituidos como entidades jurídicas con ánimo de lucro y, si eso es efectivamente lo que ocurre, si el trato fiscal más favorable reservado a dichas sociedades cooperativas es, por una parte, inherente a los principios esenciales del sistema de imposición aplicable en el Estado miembro de que se trata y, por otra parte, conforme a los principios de coherencia y de proporcionalidad».

			Esta misma línea interpretativa de la relación entre las ayudas fiscales y las ayudas de Estado sigue el TJUE (Gran Sala) en la Sentencia de 27 de junio de 2017, asunto C-74/16 (TJCE 2017/129), dictada para resolver la cuestión prejudicial en el procedimiento que enfrenta a la Congregación de Escuelas Pías Provincia Betania y al Ayuntamiento de Getafe.

			6. LA REGULACIÓN EUROPEA

			Si en lo nacional la tendencia es a la fragmentación normativa y a la proliferación de leyes, en lo internacional el movimiento es el inverso, y hace años que fructificaron los trabajos de unificación y armonización del régimen de la sociedad cooperativa.

			Esta figura societaria despertó pronto el interés de los organismos e instituciones europeos por el decisivo papel que desempeñan en el desarrollo regional, y en el empleo, interés que se mantiene hasta nuestros días (supra, Capítulo I, epígrafe 2).

			La Comisión transmitió al Consejo el 18 de diciembre de 1989 una Comunicación acerca de «Las empresas de economía social y la realización del mercado europeo sin fronteras» [SEC (89) 2187 final], en la que recogía las conclusiones de su estudio sobre los diferentes componentes de la economía social y las repercusiones y oportunidades que supone la realización de un espacio sin fronteras. En ella, invitó al Comité Económico y Social a pronunciarse sobre la posibilidad de un estatuto europeo de sociedades de personas que permita reglamentar operaciones de fusión, de creación de sociedades controlantes o controladas en común entre empresas de economía social y sobre la eventual naturaleza de tal estatuto. El 19 de septiembre de 1990, el Comité Económico y Social emitió un dictamen sobre dicha Comunicación y el 24 de enero de 1991 el Parlamento Europeo adoptó una Resolución sobre el Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea y otras empresas en general de economía social.

			La buena acogida de la iniciativa llevó a la presentación en 1992 de la Propuesta de Reglamento del Consejo por el que se establece el Estatuto de la Sociedad Cooperativa europea [Documento COM (91) 273 final, SYN 388] presentada por la Comisión el 6 de marzo de 1992 y la Propuesta de Directiva del Consejo por la que se completa el Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea en lo que respecta al cometido de los trabajadores [Documento COM (91) 273 final, SYN 389] presentada por la Comisión el 6 de marzo de 1992.

			Ambas Propuestas fueron modificadas al año siguiente, en consideración a las enmiendas que presentó el Parlamento en su Resolución de enero de 1993: Propuesta modificada de Reglamento (CEE) del Consejo por el que se establece el Estatuto de la Sociedad Cooperativa europea [Documento COM (93) 252 final, SYN 388] presentada por la Comisión el 6 de julio de 1993 y Propuesta de Directiva del Consejo por la que se completa el Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea en lo que respecta al cometido de los trabajadores [Documento COM (93) 252 final, SYN 389] presentada por la Comisión el 6 de julio de 1993.

			Habrá que esperar diez años hasta ver culminada la figura mediante el Reglamento (CE) núm. 1435/2003 del Consejo, relativo al Estatuto de Sociedad Cooperativa Europea y la Directiva núm. 2003/72/CE del Consejo, de 22 de julio de 2003 por la que se completa el Estatuto de sociedad cooperativa europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores.

			El considerando 6.º del Reglamento indica cuál es el objetivo: «dotar a las cooperativas, entidades comúnmente reconocidas en todos los Estados miembros, de un instrumento jurídico adecuado que permita facilitar el desarrollo de actividades transfronterizas».

			El Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea contenido en el Reglamento pretende servir de complemento a las leyes nacionales en la idea de que una armonización de éstas no es ni posible ni deseable necesariamente: el Reglamento, norma de directa aplicación, no contribuye a la aproximación de las legislaciones nacionales porque no implica su modificación, aunque, indirectamente, pueda provocar un efecto armonizador (FAJARDO, 1994, pp. 40, 85 y 103-106).

			De esta manera, la SCE se concibe como una nueva figura —que coexiste con las cooperativas nacionales— reservada para las sociedades en las que exista un elemento de internacionalidad europea, esto es, aquellas cuyos socios residan o estén domiciliados al menos en dos Estados miembros y demuestren tener la intención de desarrollar determinadas actividades transfronterizas.

			La SCE tiene personalidad jurídica, que adquiere con la inscripción en el Registro del Estado del domicilio social (art. 18). Según establece el artículo 11.1, cada Estado miembro designará el registro «de conformidad con la legislación aplicable a las sociedades anónimas». En el caso español, aunque el artículo 2.4 RRSC establece que las Sociedades Cooperativas Europeas se inscribirán en el Registro de Sociedades Cooperativas del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en un Libro especial al que hace referencia el artículo 39.1 y 2 RRSC, la Ley 3/2011, de 4 de marzo, por la que se regula la Sociedad Cooperativa Europea con domicilio en España establece en su artículo 3.1 que la SCE «se inscribirá en el Registro Mercantil que corresponda a su domicilio en España»; y a esta última hay que estar, evidentemente, por lo que deben entenderse derogados los citados precepto del RRSC que lo contravienen.

			La SCE está sometida al complejo sistema de fuentes establecido en el artículo 8 RSCE, precepto que, respecto de las cooperativas europeas domiciliadas en España, hay que completar con lo dispuesto en el artículo 1.2 LSCEDE. La SCE se rige: 1.º) por lo dispuesto en el RSCE; 2.º) cuando el Reglamento lo autorice expresamente, por las disposiciones de los estatutos de la SCE; 3.º) respecto de las materias no reguladas por el Reglamento o, si se trata de materias reguladas sólo en parte, respecto de los aspectos no cubiertos por el Reglamento: a) por la legislación que adopten los Estados miembros en aplicación de medidas comunitarias que se refieran específicamente a las SCE, en el caso español, por la LSCEDE y la Ley 31/2006, de 18 de octubre, sobre implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas europeas; b) por las leyes de los Estados miembros que fuesen de aplicación a una sociedad cooperativa constituida con arreglo a la legislación del Estado miembro en el que la SCE tenga su domicilio social, lo que la Ley española ha traducido como «la Ley de Cooperativas aplicable en función del lugar donde realice principalmente la actividad cooperativizada» (arts. 1.2 y 11.1 LSCEDE); y c) por las disposiciones de los estatutos de la SCE, en las mismas condiciones que rigen para las sociedades cooperativas constituidas con arreglo a la legislación del Estado miembro en el que la SCE tenga su domicilio social.

			Se configura como una sociedad con capital variable dividido en participaciones, cuyo objeto es la satisfacción de las necesidades y el fomento de las actividades económicas y/o sociales de sus socios, de número igualmente variable, y cuya responsabilidad está limitada al capital suscrito por cada uno, salvo que los estatutos dispongan otra cosa (art. 1.2 RSCE). El Reglamento deja un margen a la libertad contractual, por ejemplo, permitiendo que los estatutos admitan que terceros no socios se beneficien de las actividades de la SCE o participen en sus operaciones (art. 1.4).

			El domicilio de la SCE deberá situarse, dentro de la Comunidad, en mismo Estado en que radique su administración central (art. 6): el extenso artículo 7 regula el traslado del domicilio.

			Se prevén tres modalidades de constitución (art. 2): 1.ª La constitución directa o inicial por personas físicas (en número mínimo de cinco que residan, al menos, en dos Estados miembros) o por personas físicas y sociedades u otras entidades jurídicas (en número mínimo de cinco residan o estén reguladas por el ordenamiento jurídico de al menos dos Estados miembros) o por sociedades y otras entidades constituidas con arreglo al ordenamiento jurídico de un Estado miembro, reguladas por el ordenamiento jurídico de al menos dos Estados miembros. 2.ª La constitución indirecta o por transformación en SCE de una sociedad cooperativa nacional constituida con arreglo al ordenamiento jurídico de un Estado miembro y con domicilio social y administración central en la Comunidad, siempre que haya tenido un establecimiento o una filial regulada por el ordenamiento jurídico de otro Estado miembro durante, al menos, dos años. 3.ª Por fusión de cooperativas constituidas con arreglo al ordenamiento jurídico de un Estado miembro y con domicilio social y administración central en la Comunidad, si al menos dos de ellas están reguladas por el ordenamiento jurídico de distintos Estados miembros.

			El artículo 5 detalla el contenido mínimo de los estatutos de la SCE, y los artículos 3 y 4 se ocupan, en particular, del capital social.

			El Reglamento regula también el estatuto del socio: adquisición de la condición de socio (art. 14); pérdida de la condición de socio (art. 15); y sus derechos pecuniarios en caso de renuncia o exclusión (art. 16), aunque importantes normas respecto a los socios se contienen en los Capítulos II y III, que regulan, respectivamente, la constitución y la estructura orgánica de la SCE.

			En cuanto a la organización corporativa, la SCE consta de una asamblea general (arts. 52 a 63); órganos de dirección, de vigilancia y de administración (arts. 37 a 51). Respecto a estos últimos, se admite organizar la administración de acuerdo con un sistema dual (órgano de dirección y órgano de vigilancia, Dirección y Consejo de control en el caso de las SCE domiciliada en España) o con arreglo a un sistema monista (órgano de administración). Los artículos 14 a 19 LSCEDE regulan con detalle el sistema dual, precisamente porque se carece de este régimen en la legislación de las cooperativas españolas.

			Los Capítulos V y VI regulan la aplicación de los resultados y las cuentas anuales y consolidadas, (arts. 65 a 67 y 68 a 71, respectivamente), y el Capítulo VII (arts. 61 a 64), la disolución, liquidación insolvencia y suspensión de pagos de la SCE.

			Del Estatuto de la SCE cabe destacar dos características fundamentales. Por un lado, la amplia remisión a la legislación de sociedades anónimas en importantes materias como la designación de expertos y la valoración de las participaciones no dinerarias, el control preventivo de los estatutos, los datos que deben figurar en los documentos, la publicidad registral y la fusión (remisión directa en los arts. 4.6, 5.3, 11.1, 11.5, 12.1, 22.3, 24.1, 26.3, 32 y 77.2 RSCE y remisión subsidiaria en los arts. 20, 29.1 y 30.1 RSCE). Por otro, el enorme grado de autonomía de voluntad que concede sus socios para que regulen en los estatutos importantes materias de forma diversa y contraria a lo que establece el propio Reglamento: los estatutos pueden establecer la responsabilidad de los socios por las deudas sociales (art. 1.2 RSCE); admitir (sin limitación alguna) que terceros no socios se beneficien de sus actividades o participen en sus operaciones (art. 1.4 RSCE); y, si así lo admite la legislación del domicilio de la SCE, regular un sistema alternativo al de adjudicación desinteresada (es decir, a otra entidad cooperativa que persiga objetivos similares o fines de interés general) para la adjudicación del remanente o haber líquido (activo neto y reservas) en caso de disolución de la SCE.

			A juicio de VICENT CHULIÁ (2013, pp. 90 a 92), el RSCE agrava la pérdida de especificidad de la cooperativa y la asimilación al régimen de la cooperativa germánica, caracterizada por la escasa incorporación de los principios cooperativos en su regulación.

			La Directiva 2003/72/CE del Consejo de 22 de julio de 2003 por la que se completa el Estatuto de la sociedad cooperativa europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores tiene en cuenta que en los Estados miembros existen una gran diversidad de normas y prácticas sobre información, consulta y participación de los trabajadores en las sociedades cooperativas, por lo que no parece aconsejable establecer un modelo único de implicación de los trabajadores. La Directiva se conforma con garantizar los derechos de representación y consulta existentes en las empresas que van a tomar parte en la constitución de una SCE, sin obligar a la SCE a establecer otros nuevos o diferentes más favorables, configurándolos como base o punto de partida para el voluntario establecimiento de la fórmula de participación en la SCE. Las normas sobre implicación de los trabajadores, ya sea en el órgano de administración, ya sea en la asamblea general, diferencian los posibles modos de constitución de la SCE, y contemplan un procedimiento de negociación con constitución de una comisión negociadora en los casos de constitución por transformación o fusión (arts. 3 a 7 de la Directiva) y mecanismos alternativos para los demás casos. La adaptación de nuestro Ordenamiento a lo establecido en la Directiva se lleva a cabo por la Ley 31/3006, de 18 de octubre, sobre implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas europeas: su Disp. Adic. 2.ª establece que la Ley será de aplicación a la implicación de los trabajadores en la SCE, con las particularidades que regula la propia Disposición.

			Este Reglamento y la nueva figura societaria han tenido un éxito muy escaso: hasta 2011, sólo se habían constituido veinticinco cooperativas europeas, y sólo una de ellas en España.

			Fuente: Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre la aplicación del Reglamento (CE) no 1435/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativo al Estatuto de la sociedad cooperativa europea (SCE), Bruselas, 23.2.2012 COM(2012) 72 final. En el Anexo del Informe figura información detallada sobre estas cooperativas.

			Según los datos que constan en el Final Study. Executive Summary and Part. I: Synthesis and comparative report del Study on the implementation of the Regulation 1435/2003 on the Statute for European Cooperative Society, SCE, en diciembre de 2009 se constituyó «EUSKAL HERRIKO IKASTOLAK SCE», domiciliada en el Parque Tecnológico de Zamudio, 208 B-1 de Zamudio (Bizkaia), integrada por nueve cooperativas de enseñanza regidas por la Ley de Cooperativas del País Vasco y por tres cooperativas de enseñanza francesas, cuyo objeto social es el desarrollo de proyectos educativos, inscrita en el Registro Mercantil de Vizcaya. En el BORME n.º 241, de 18 de diciembre de 2009, se extracta esta información: «527444–EUSKAL HERRIKO IKASTOLAK SOCIEDAD COOPERATIVA EUROPEA. Constitución. Comienzo de operaciones: 13.06.09. Objeto social: Desarrollar el proyecto educativo común de sus socios, el proyecto educativo IKASTOLA, en ayudar a cada socio a desarrollar su proyecto educativo propio, en representar colectivamente a sus socios y promover la educación euskaldún más allá del ámbito de los propios socios. Domicilio: PARQUE TECNOLÓGICO DE ZAMUDIO 208 B Bl.1 (ZAMUDIO). Capital: 30.000,00 Euros. Nombramientos. Mie.Cons.Rec: LAUDIO IKASTOLA S COOP; SAN BIZENTE IKASTOLA S COOP; ARMENTIA IKASTOLA S COOP; ITXAROPENA IKASTOLA S COOP; BIHOTZ GAZTEA S COOP; URRETXINDORRA KASTOLA S COOP; HAURTZARO IKASTOLA S COOP; ANDRAMENDI IKASTOLA S COOP; SALBATORE MITXELENA IKASTOLA S COOP; ARGIA IKASTOLA S COOP; ASSOCIATION AZKAINEKO IKASTOLA; ASSOCIATION ORTZAIZEKO IKASTOLA; ASSOCIATION ERROBI IKASTOLA. Pre.Cons.Rec: BIHOTZ GAZTEA S COOP. Vcp.Cons.Rec: HAURTZARO IKASTOLA S COOP. Sec.Cons.Rec: ARMENTIA IKASTOLA S COOP. Datos registrales. T 5082, F 103, S 8, H BI 55535, I/A 1 (2.12.09)»).

			La revisión del RSCE que el propio texto impone transcurridos cinco años desde su entrada en vigor (art. 79) va cristalizando en algunas medidas. Así, la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones «Iniciativa en favor del emprendimiento social. Construir un ecosistema para promover las empresas sociales en el centro de la economía y la innovación sociales» [SEC(2011) 1278 final], de 25 de octubre de 2011, señala como medida clave para mejorar el entorno jurídico «presentar una propuesta de simplificación del Reglamento sobre el Estatuto de la sociedad cooperativa europea, a fin de reforzar su autonomía con respecto a las legislaciones nacionales y facilitar su utilización para la creación de cooperativas sociales». El Parlamento Europeo, en su Informe de 4 de octubre de 2012 sobre dicha Iniciativa (2012/2004(INI), y en la Resolución que en él se contiene, celebra la intención de la Comisión de presentar una propuesta para simplificar las disposiciones del Estatuto de la Sociedad Cooperativa Europea.

			El Informe de la Comisión sobre la aplicación del RSCE, de 23 de febrero de 2012, señala que la Comisión preguntará a las partes interesadas si deben simplificarse artículos individuales, eliminando y sustituyendo las referencias a la legislación sobre sociedades anónimas, y si se puede hacer que el Reglamento sobre la SCE sea más independiente de la legislación nacional.

			Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre la aplicación del RSCE, de 23 de febrero de 2012, COM(2012) 72 final. El Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre la revisión de la Directiva 2003/72/CE del Consejo, de 22 de julio de 2003, por la que se completa el Estatuto de la sociedad cooperativa europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores, de 16 de septiembre de 2010, COM/2010/0481 final, menciona los siguientes problemas: no se dispone de mucha experiencia en cuanto a la aplicación práctica de la misma, complejidad de las disposiciones, varios Estados miembros no han transpuesto el artículo 13 de la Directiva que obliga a los Estados miembros a adoptar las medidas apropiadas para evitar que se haga uso indebidamente de una SCE para privar a los trabajadores de sus derechos de implicación o para denegárselos. Y concluye señalando que es preciso examinar las razones de la escasa utilización del marco jurídico de la UE para las cooperativas antes de pensar en una revisión de la Directiva.

			La Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones de 25 de octubre de 2011 COM(2011) 682 final, «Iniciativa en favor del emprendimiento social, Construir un ecosistema para promover las empresas sociales en el centro de la economía y la innovación sociales [SEC(2011) 1278 final] conceptúa como medida clave «presentar una propuesta de simplificación del Reglamento sobre el Estatuto de la sociedad cooperativa europea, a fin de reforzar su autonomía con respecto a las legislaciones nacionales y facilitar su utilización para la creación de cooperativas sociales».

			La reducción de la cifra de capital social (establecida en 30.000 euros en el Reglamento actual), la simplificación de los trámites de constitución, elementos considerados como un obstáculo por algunas de las partes interesadas que se pronunciaron en la consulta pública puesta en marcha por la Comisión en abril de 2011, además de resaltar los aspectos diferenciales de la cooperativa respecto de las sociedades de capital, pueden formar parte de la futura reforma.

			El resumen de las respuestas se puede consultar en: http://ec.europa.eu/enterprise/policies/sme/files/public-consultation-files/summary_replies_en.pdf.

		

	
		
			CAPÍTULO III

			CONCEPTO, CARACTERES Y CLASES DE COOPERATIVAS

			SUMARIO: 1. CONCEPTO DE COOPERATIVA. 1.1. Concepto legal. 1.2. La cooperativa como empresario. 1.3. La cooperativa como sociedad. 1.3.1. Asociación-sociedad. 1.3.2. El problema del «ánimo de lucro». 1.3.3. La cooperativa como empresa de economía social. 1.4. La cooperativa como sociedad mercantil. 2. CARACTERES. 2.1. Los principios cooperativos. 2.1.1. Caracterización de las cooperativas por sus leyes reguladoras. 2.1.2. La identidad cooperativa según la Alianza Cooperativa Internacional (ACI). 2.1.2.1. Los valores cooperativos en la Declaración de Manchester de 1995. 2.1.2.2. Los principios cooperativos en la Declaración de Manchester de 1995. 2.1.3. Crítica a la formulación legal. 2.1.3.1. Una regulación «minimalista». 2.1.3.2. Naturaleza jurídica de los principios. 2.1.3.3. La pérdida de la identidad cooperativa. 2.1.3.4. Cooperativas sin cooperación y cooperación sin cooperativas. 2.2. El mutualismo y las cooperativas. 3. CATALOGACIÓN DE LAS COOPERATIVAS. 3.1. Cooperativas de primer grado y de segundo o ulterior grado. 3.2. Clasificación de las cooperativas de primer grado. 3.2.1. Antecedentes. 3.2.2. Clases, categorías y modalidades de cooperativas. 3.2.2.1. Clases de cooperativas. 3.2.2.2. Categorías de cooperativas. 3.2.2.3. Modalidades de cooperativas. 3.3. Situación actual. De la rigidez a la flexibilización de la clasificación de las sociedades cooperativas y sus límites. 3.4. Secciones de cooperativas.
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			1. CONCEPTO DE COOPERATIVA

			1.1. CONCEPTO LEGAL


			La cooperativa es una realidad jurídica compleja, susceptible de ser analizada desde múltiples perspectivas. Su regulación, neutral en apariencia, responde las más de las veces a visiones preconcebidas que acentúan el aspecto económico o el ingrediente filosófico, es decir, proyecta unas determinadas ideologías sobre un sujeto que pretende mantenerse al margen de ellas.

			Las leyes de cooperativas tienen en común contar entre sus primeros artículos con uno dedicado, precisamente, a la definición del sujeto regulado.

			La LC, en su artículo 1.1 la define como «una sociedad constituida por personas que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura y funcionamiento democrático; conforme a los principios formulados por la alianza cooperativa internacional, en los términos resultantes de la presente Ley». Alude también a los principios cooperativos el artículo 87.1 LC. En su Exposición de Motivos, la LC manifiesta: «Los valores éticos que dan vida a los principios cooperativos formulados por la alianza cooperativa internacional, especialmente en los que encarnan la solidaridad, la democracia, igualdad y vocación social tienen cabida en la nueva Ley que los consagra como elementos indispensables para construir una empresa viable con la que los socios se identifican al apreciar en ella la realización de un proyecto que garantiza su empleo y vida profesional».

			La LSCA, en su artículo 2, las configura como «empresas organizadas y gestionadas democráticamente que realizan su actividad de forma responsable y solidaria con la comunidad y en las que sus miembros, además de participar en el capital, lo hacen también en la actividad societaria prestando su trabajo, satisfaciendo su consumo o valiéndose de sus servicios para añadir valor a su propia actividad empresarial». En el artículo 4 se formulan los principios generales que informan la constitución y funcionamiento de las cooperativas andaluzas: a) Libre adhesión y baja voluntaria de los socios y socias. b) Estructura, gestión y control democráticos. c) Igualdad de derechos y obligaciones de las personas socias. d) Participación de los socios y socias en la actividad de la cooperativa, así como en los resultados obtenidos en proporción a dicha actividad. e) Autonomía e independencia. f) Promoción de la formación e información de sus miembros. g) Cooperación empresarial y, en especial, intercooperación. h) Fomento del empleo estable y de calidad, con singular incidencia en la conciliación de la vida laboral y familiar. i) Igualdad de género, con carácter transversal al resto de principios. j) Sostenibilidad empresarial y medioambiental. k) Compromiso con la comunidad y difusión de estos principios en su entorno. Frente a su precedente, el artículo 2.2. de la LSCA de 1999, destaca la eliminación de la referencia a la variabilidad del capital social y al interés voluntario y limitado a las aportaciones al capital social, así como la introducción, como principios nuevos, de los contenidos en las letras h) a k).

			El artículo 2.1 LCAR las define como «sociedades que asocian a personas para realizar actividades económicas y sociales de interés común y de naturaleza empresarial». Las cooperativas, señala el apartado segundo, «deberán ajustar su estructura y funcionamiento a los principios cooperativos y, en especial, los fijados por la Alianza Cooperativa Internacional, que serán aplicados en el marco de la presente Ley».

			La LCAS conceptúa en su artículo 1 a esta sociedad como la «constituida por personas físicas o jurídicas que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la satisfacción conjunta de sus necesidades e intereses socioeconómicos comunes, a través del desarrollo de actividades empresariales y de la adopción de una estructura, funcionamiento y gestión democráticos, siempre con el propósito de mejorar la situación económica y social de sus miembros y de su entorno comunitario». El artículo 13, in fine, alude a los principios configuradores de la sociedad cooperativa, como límite a la libertad de pactos de la escritura.

			El artículo 2 LCIB considera la cooperativa como «aquella asociación autónoma de personas que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común, mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática». Añade que estas sociedades «están basadas en los valores de la autoayuda, la autorresponsabilidad, la democracia, la igualdad, la equidad y la solidaridad, de acuerdo con la tradición de los fundadores. Los socios cooperativos hacen suyos los valores éticos de la honestidad, la transparencia, la responsabilidad y la vocación social». Y termina señalando: «La estructura y el funcionamiento de la sociedad cooperativa y la participación de sus miembros deben ajustarse a los principios del cooperativismo que serán aplicados en el marco de la presente ley». El artículo 3 de esta Ley enumera los principios cooperativos que la informan: «a) Adhesión voluntaria y abierta. b) Gestión democrática e igualdad por parte de los socios. c) Participación económica de los socios. d) Autonomía e independencia de las entidades cooperativas. e) Interés voluntario y limitado de las aportaciones al capital social. f) Educación, formación e información de los miembros integrantes de las cooperativas. g) Cooperación entre cooperativas. h) Interés por la comunidad».

			El artículo 2 LCCANT define a las cooperativas en su apartado primero como «sociedades constituidas por personas que se asocian en régimen de libre adhesión y baja voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, dotadas de estructura, funcionamiento y gestión democráticos y en las que sus miembros, además de participar en el capital, lo hacen también en la actividad societaria prestando su trabajo, satisfaciendo su consumo o valiéndose de sus servicios, con el propósito de mejorar la situación económica y social de sus miembros y el entorno comunitario»; su apartado segundo añade que «se ajustará a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional, en los términos resultantes de la presente Ley». Precisamente, en su Preámbulo, esta Ley menciona los principios de la ACI: Primero. Adhesión voluntaria y abierta. Segundo. Gestión democrática por parte de los socios. Tercero. Participación económica de los socios. Cuarto. Autonomía e independencia. Quinto. Educación, formación e información. Sexto. Cooperación entre sociedades cooperativas. Séptimo. Interés por la Comunidad», y añade que «(T)ambién son principios que inspiran la presente Ley: – La promoción del empleo estable y de calidad. – La conciliación de la vida laboral y familiar. – La igualdad de género. – La sostenibilidad empresarial y medioambiental».

			El artículo 2.1 LCCLM define a la cooperativa como «sociedad de capital variable, con estructura y gestión democrática, constituida por personas físicas o jurídicas que, mediante la organización y desarrollo de una empresa que ofrezca bienes o servicios a las mismas y/o al mercado en general, trate de lograr la más eficiente satisfacción de sus necesidades, aspiraciones e intereses como consumidores y consumidoras, usuarios y usuarias, trabajadoras y trabajadores, proveedores o inversores y que, asimismo, contribuyan a la mejora y promoción de su entorno comunitario». El artículo 2.2 añade: «Sin perjuicio de lo previsto en la presente Ley, las sociedades cooperativas ajustarán su estructura, gestión y funcionamiento a los principios cooperativos formulados por la Alianza Cooperativa Internacional en cada momento». Principios a los que se alude en sede de infracciones y sanciones en los artículos 160.5.a), que califica como muy grave su infracción, y en el art. 162.1.b), que considera causa de descalificación cualquier infracción muy grave que suponga vulneración esencial de los principios cooperativos; por su parte, el art. 13.3 menciona los principios configuradores de la sociedad cooperativa como límite a la libertad de pactos en la escritura.

			El artículo 1.1 LCCL las considera como «sociedad constituida por personas que asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura y funcionamiento democrático, conforme a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional, en los términos resultantes de la presente Ley». Mencionan también los principios que inspiran la sociedad cooperativa los artículos 25, 107.1 y 144.1 LCCL.

			El artículo 1.1 LCCAT las concibe como sociedades «que, actuando con plena autonomía y bajo los principios de libre adhesión y de baja voluntaria, con capital variable y gestión democrática, que asocian a personas físicas o jurídicas con necesidades o intereses socioeconómicos comunes con el propósito de mejorar la situación económica y social de sus componentes y del entorno comunitario haciendo una actividad empresarial de base colectiva, en que el servicio mutuo y la aportación pecuniaria de todos sus miembros deben permitir cumplir una función orientada a mejorar las relaciones humanas y a poner los intereses colectivos por encima de toda idea de beneficio particular». El apartado siguiente señala: «Los principios cooperativos formulados por la Alianza Cooperativa Internacional han de aplicarse al funcionamiento y a la organización de las cooperativas, han de incorporarse a las fuentes del derecho cooperativo catalán como principios generales, y aportan un criterio interpretativo de la presente Ley». El Preámbulo de la Ley manifiesta: «La Ley se inspira en los principios generales históricos de la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) y muy especialmente en la idea, con consenso en todo el mundo, de que la cooperativa es «una asociación autónoma de personas que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática». Asimismo, los principios cooperativos que deben inspirar la actividad de las cooperativas en Cataluña, y que recoge la presente ley, son los definidos por la ACI. Dichos principios son la adhesión voluntaria y abierta; la gestión democrática por parte de los socios; la participación económica de los socios; la autonomía y la independencia; la educación, la formación y la información; la cooperación entre cooperativas, y el interés para la comunidad».

			El artículo 2 LSCEX considera a la cooperativa como «asociación autónoma de personas que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática». Y añade: «La estructura y funcionamiento de la sociedad cooperativa, y la participación de sus miembros deben de ajustarse a los principios del cooperativismo, que serán aplicados en el marco de la presente Ley». Hacen referencia a los principios sus artículos 20.3, 109 y 180.1.b). El art. 13.3 menciona los principios configuradores de la sociedad cooperativa como límite a la libertad de pactos en la escritura.

			Según el artículo 1.1 LCG, la cooperativa «es una sociedad de capital variable que, con estructura y gestión democrática, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, desarrolla una empresa de propiedad conjunta, a través del ejercicio de actividades socioeconómicas, para prestar servicios y satisfacer necesidades y aspiraciones de sus socios, y en interés por la comunidad, mediante la participación activa de los mismos, distribuyendo los resultados en función de la actividad cooperativizada». Según el artículo 1.4, la sociedad cooperativa «se ajustará en su estructura y funcionamiento a los principios establecidos por la Alianza Cooperativa Internacional aplicados en el marco de la presente Ley». El art. 16.2.i) menciona los principios que configuran la especial naturaleza de la sociedad cooperativa como límite a la libertad de pactos en la escritura.

			De acuerdo con el artículo 1.1 LCCM, la cooperativa «es una asociación autónoma de personas, tanto físicas como jurídicas, que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales en común, mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática». De acuerdo con el artículo 1.2, las cooperativas «se ajustarán en su estructura y funcionamiento a los principios y valores formulados por la Alianza Cooperativa Internacional, en los términos resultantes de la presente Ley». El artículo 43.1 integra el respeto a los principios cooperativos entre los deberes de los administradores; el 104.1 supedita la libertad de objeto social a la compatibilidad con los principios cooperativos; el artículo 133.5.b) menciona la transgresión de las disposiciones imperativas o prohibitivas cuando suponga una vulneración esencial y flagrante de los principios cooperativos entre las infracciones muy graves.

			La LCRM define en su artículo 2.1 a la cooperativa como «una sociedad constituida por personas que se asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, para la realización de actividades empresariales, encaminadas a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con capital variable y estructura y gestión democráticas». Y establece en su artículo 2.3 que las cooperativas se ajustarán en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la ACI, que, enumera. Su artículo 14.3 menciona los principios configuradores de la sociedad cooperativa como límite a la libertad de pactos en la escritura; el artículo 110 cita los principios cooperativos entre los elementos que se aplicarán para resolver las cuestiones litigiosas en las cooperativas de trabajo asociado; y el artículo 140.1 tiene en cuenta su vulneración para la descalificación de la cooperativa.

			Según el artículo 2 LFCN, son sociedades que realizan en régimen de empresa en común cualquier actividad económico-social «al servicio de sus miembros y en interés de la comunidad», «ajustándose en su organización y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional en los términos establecidos en esta Ley Foral».

			El artículo 1.1 LCPV la conceptúa como una «sociedad que desarrolla una empresa que tiene por objeto prioritario la promoción de las actividades económicas y sociales de sus miembros y la satisfacción de sus necesidades con la participación activa de los mismos, observando los principios del cooperativismo y atendiendo a la comunidad de su entorno». Y añade en el apartado siguiente que «deberá ajustar su estructura y funcionamiento a los principios cooperativos, que serán aplicados en el marco de la presente ley». El artículo 1.3 supedita la libertad de objeto social a la compatibilidad con los principios básicos del cooperativismo; el artículo 12.3 menciona los principios configuradores de la sociedad cooperativa como límite a la libertad de pactos en la escritura; el artículo 104 cita los principios cooperativos entre los elementos que se aplicarán para resolver las cuestiones litigiosas en las cooperativas de trabajo asociado; el artículo 139.3.d) califica como infracción muy grave la transgresión de los principios cooperativos y el artículo 141.1.a) conceptúa como causa de descalificación de la cooperativa la vulneración reiterada esencial de los principios cooperativos.

			El artículo 1.1 LCLR define a la cooperativa como «una asociación autónoma de personas tanto físicas como jurídicas que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales en común, mediante una empresa de propiedad conjunta y de gestión democrática». De acuerdo con el artículo 1.2, las cooperativas «se ajustarán en su estructura y funcionamiento a los principios y valores formulados por la Alianza Cooperativa Internacional, en los términos resultantes de la presente Ley». El artículo 14.2.i) menciona los principios que configuran la especial naturaleza de la sociedad cooperativa como límite a la libertad de pactos en la escritura; el artículo 109.1 cita los principios cooperativos entre los elementos que se aplicarán para resolver las cuestiones litigiosas en las cooperativas de trabajo asociado; y la Disp. Adic. 7.a.1 permite acudir al arbitraje en equidad si la discrepancia afecta sustancialmente a los principios cooperativos.
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